
AUDIENCIA DEL 11 DE NOVIEMBRE 

Con la vénia del señor Presidente alego por don Alfredo 
Cardemil Reyes, como representante legal de su hijo don Al-
fredoCardemil Verdugo, por don Joaquín i don Florencio Ver-
dugo i pido al Excmo. Tribunal que dé lugar al recurso de 
casación en el fondo que mi parte ha interpuesto contra la 
sentencia de la Iltraa. Corte de Apelaciones de Valparaiso 
de 12 de Noviembre de 1909, confirmando enseguida la sen-
tencia de primera instancia, con la declaración que solicita 
ré en el curso de mi alegato. 

CONSIDERACIONES JENERALES. 

Mucho se ha discutido en los últimos tiempos, tanto en la 
prensa como en el Congreso, sobre si ha sido o no conve-
niente establecer el recurso de casación i crear el Tribunal 
respectivo. 

Tengo la satisfacción de haber sido uno de los sostenedor 
res mas enérjicos i decididos de este recurso, i los hechos 
han manifestado que realmente satisfacía una verdadera 
necesidad del país, porque es preciso ser ciego para no ve-
los beneficios que ha traido para la buena i correcta admi-
nistración de justicia. 

Desde luego la administración de justicia en segunda ins-
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tancia, de un estremo a otro del país, se ha mejorado nota , 
blemente. 

Las resoluciones de segunda instancia buscan orientacio-
nes jenerales, principios fundamentales de derecho, que van 
insensiblemente levantando el nivel moral i científico de la 
administración de justicia. 

Para definir los litijios buscan hoi las Cortes los mas sóli-
dos fundamentos de derecho, porque saben que ellas tienen 
que someterse a la fiscalización del ilustrado criterio de V. E. 
I, si bien es cierto que el estímulo del deber es un ájente po-
deroso de las acciones humanas, no es ménos cierto que, el 
sentimiento de dignidad es también otro de los factores que 
estimula eficazmente toda acción del hombre. 

De manera que los Tribunales de segunda instancia, to-
mando en consideración que sus fallos han de pasar por el 
tamiz ilustrado de V. E., proceden al dictarlos no solo im-
pulsados por el estímulo del cumplimiento del deber, sino 
también por un sentimiento de dignidad, de amor propio, en 
el buen sentido de la palabra, que los obliga a buscar, por 
todos los medios posibles, que sus fallos sean aceptados i 
nunca revocados por el mas alto Tribunal de la República. 

Este recurso de casación tal como aparece en la leí que 
lo creó, en el Código de Procedimiento Civil, adolece en rea-
lidad de ciertos inconvenientes i deficiencias propias de 
toda institución nueva, inconvenientes i deficiencias que 
habrían desaparecido totalmente si al t ratarse en el Parla 
mentó de la reforma de ese Código, no se hubiera tenido en 
el Honorable Senado la desgraciada ocurrencia de modifi-
car el proyecto que le envió la Cámara de Diputados, en 
donde se había establecido un rodaje bastante perfecto i 
sólidamente encaminado a salvar las imperfecciones pri-
meras. 

En todo caso con la reforma algunas ventajas se ganaron^ 
deficiencias considerables se salvaron. 

Si he hecho esta disgresion en términos jenerales, i por la 
cual pido escusas al Tribunal Excelentísimo, ha sido con el 
único objeto de llegar a la siguiente conclusión: que si el re-
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curso de casación no hubiera dado hasta hoi resultado al-
guno, habria sido bastante para justificar su creación el he-
cho i la necesidad imperiosa que V. E. revea el fallo de 
segunda instancia recaído en este pleito i rectifique los nu-
merosos i trascendentales errores de derecho cometidos por 
la Corte de Apelaciones de Valparaiso al dictarlo. 

I digo que esta sola circunstancia habría justificado el es-
tablecimiento del recurso de casación, porque, si la doctri-
na sustentada por la Corte de Valparaiso en sentencia de 
dos votos contra uno, hubiera de mantenerse, querría decir 
que se habría conculcado por su base el sistema estableci-
do en el Código Civil para garantir a los menores, a los hi-
jos de familia i a las mujeres casadas, de los abusos que 
puedan cometer los padres, los guardadores o los maridos. 

Sabe el Tribunal Excelentísimo que la lei ha colocado la 
propiedad i los bienes de estos incapaces bajo la alta tui-
ción de los Tribunales de Justicia. Precisamente porque no 
tienen el debido discernimiento para la correcta adminis-
tración de sus bienes la lei los asesora de otra persona con 
pleno discernimiento para que se los administre; i para ma-
yor amparo i protección quedan ademas esos administrado-
res sometidos a la alta i serena tuición de los Tribunales de 
Justicia. Iguales garantías ha establecido la lei por lo que 
respecta a los'menores habilitados de edad, los cuales no 
teniendo guardador, quedan mas rigurosamente fiados al 
amparo i protección de los Tribunales. I bien, si hubiera de 
mantenerse la doctrina de la Corte de Valparaiso toda ga 
rantía habría desaparecido i la propiedad de los menores, 
de los hijos de familia, de la mujer casada, del menor habi-
litado de edad, quedaría en él aire, porque se habría abier-
to ancha puerta al abuso i se habrían conculcado i derribado 
los cimientos en que descansa el derecho i la propiedad de 
todas esas personas. 

El procedimiento seria sencillo: se simula e inicia un 
pleito cualquiera contra los menores, en la seguridad de 
que no faltará quien se preste a iniciarlo; termina el pleito 
con una transacción i, por medio de esa transacción, pasan 
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los bienes raices de los incapaces a manos de una tercera 
persona que gustosamente se prestaría para el abuso i el 
fraude. 

Pero la Ilustrísima Corte de Valparaiso ha ido todavía 
mucho mas allá en las gravísimas consecuencias de si¿ error. 
Ha dejado sentado que, no solo por medio de usa transac-
ción pueden adquirirse los bienes de personas incapaces so-
metidas a la tuición de los Tribunales de Justicia, sino que 
ha conculcado un principio de Derecho Público, el artículo 
225 de la Lei Orgánica de los Tribunales, que dice que la 
autorización judicial para la enajenación de inmuebles será 
forzosamente i solo prestada por el juez del lugar donde 
estos estuvieren situados. 

La Corte de Apelaciones de Valparaíso ha pasado por 
encima de este precepto legal i ha dicho que otro juez de 
un lugar enteramente diverso a aquel en que los inmuebles 
están colocados, puede prestar autorización para enajenar o 
hipotecar bienes de incapaces, abriendo todavía mas ancha 
brecha al abuso i al fraude. 

Comprenderá fácilmente el Tribunal Excelentísimo lo 
grave i peligroso de esta doctrina. 

Es tributo fatal i necesario de la naturaleza humana que 
haya hombres negados al cumplimiento de su deber. Por 
cuya desgraciada razón no faltan guardadores, padres de 
familia i maridos que no cumplen con los suyos i muchos de 
ellos pueden sentirse tentados a abusar de los bienes que 
están bajo su cuidado. 

Representantes legales de esta naturaleza no faltan, Exce-
lentísimo señor; andan por todas partes. 

También, i es un hecho ddlorosamente efectivo, que exis-
ten jueces, de centros apartados de la República si se quiere, 
que no son celosos guardadores de la lei, que no cumplan 
con su deber tan estrictamente como les corresponde i apro-
vechando estas debilidades de la humana naturaleza, cual-
quier guardador poco escrupuloso, no le faltará nunca un 
juez complaciente ^ u e le preste refujio al abuso nacido al 
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amparo de la equivocada doctrina prohijada por la Iltma. 
Corte de Valparaiso. 

Si esta doctrina se mantuviera, habría siempre como si-
mular un contrato, i, t ras él un litijio i una transacción en 
seguida, la cual traspasaría a vil precio los bienes de la mu-
jer casada, del hijo que está bajo la patria potestad o del 
pupilo. 

¿De qué modo? Mediante la autorización concedida por un 
juez que no es el del Jugar en que están ubicados los inmue-
bles. 

Todo esto, según el criterio de la Corte de Apelaciones, 
seria liso i llano, perfectamente ajustado a derecho i esto 
bastará también para que V. E. comprenda que yo tenia ra-
zón al decir que la aceptación de esta doctrina peligrosa 
destruye la base en que descansa la propiedad de las perso-
nas incapaces i este solo hecho justifica el recurso de casa-
ción i la justicia i amparo que reclamo de V. E., que es el 
llamado a velar por los fueros de la lei i por la verdadera 
conveniencia pública, restableciendo la buena doctrina, que 
ha sido echada a tierra por los Ministros señores Moreno i 
Silva Domínguez contra el voto ilustrado del señor Ministro 
Pineda. 

)[ 

LOS HECHOS D E L PLEITO 

Antes de entrar a la materia misma del asunto, voi a ha-
cer una lijera esposicion de los hechos del pleito, tal como 
constan de la demanda i de la sentencia, porque ellos son la 
base obligada de las conclusiones de derecho a que llegaré 
i de los fundamentos inamovibles en que reposa el recurso 
interpuesto. 

En 1872 don Pedro Joaquín Verdugo compró, en dos por-
ciones, a don Damian Caquez i a dón Alfonso Ugarte, cin-
cuenta i seis estacas salitreras ubicadas en Huara. El señor 
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Verdugo murió sin haber entrado en posesion de dichas es. 
tacas i su sucesión, compuesta de su viuda e hijos, celebró 
con don Pedro Perfetti en 3 de Abril de 1886 un contrato 
sui jeneris en el cual se daba a Perfetti un mandato para 
jestionar del Gobierno de Chile la devolución de las cincuen-
ta i seis pertenencias salitreras ubicadas en Huara. Al mis-
mo tiempo, se estableció en esa escritura que el señor Per-
fetti correría con todos los gastos que demandaran esas jes 
tiones, de cualquier naturaleza que fueran, i en compensación 
de sus servicios se le darían en arriendo por el término de 
ocho años las cincuenta i seis pertenencias. Con esa escritu 
ra, el señor Perfetti dió comienzo a sus jestiones i formuló 
una demanda pidiendo que se amparara a la sucesión de don 
Joaquín Verdugo en la tranquila posesion de las menciona-
das 56 pertenencias. Esta demanda fué hecha en nombre de 
la sucesión del señor Verdugo, de modo que el amparo no 
lo pedia el señor Perfetti para si, sino para la sucesión, su 
mandante. 

Se siguió el juicio, en que el señor Perfetti fué defendido 
por el distinguido abogado señor Mac-Iver, hasta que se ob-
tuvo sentencia en primera instancia del Ministro de la Corte 
Suprema de aquella época don José María Barceló i en la 
cual se declaró que la sucesión Verdugo, representada por 
Perfetti, debía ser amparada en la posesion del bien referido. 
La sentencia fué unánimemente confirmada por la Excma-
Corte Suprema con fecha 19 de Julio de 1893 

Cuando se trató de cumplir esa sentencia desempeñaba la 
Presidencia de la República don Jorje Montt i era Ministro 
de Hacienda el señor Carlos Riescó, quien se encontró en 
presencia del fallo de la Corte que amparaba a la sucesión 
Verdugo en la posesion de 56 pertenencias, que habían sido 
entregadas por el Fisco a la oficina San Jorje i a La Valpa-
raiso de Huara. Para salvar eáte inconveniente, despues de 
largo estudio i de muchas tramitaciones, por decreto de 20 
de Junio de 1894 se mandaron entregar a don Pedro Perfet-
ti, como representante i apoderado de la sucesión Verdugo, 
otras 56 pertenencias que estaban contiguas e inmediatas a 
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la oficina Treä Marías de propiedad de don Pedro Perfetti, 
i, como estaban bajo el radio de acción de las máquinas de 
la citada oficina, el señor Perfetti fácilmente pudo con la 
máquina de la oficina Tres Marías aprovechar en su elabo-
ración el caliche que estraia de las 56 estacas salitreras que 
habia ordenado entregar el Gobierno a virtud de la senten-
cia espedida el año 1894 por la Corte Suprema. 

El señor Perfetti entró en posesion de esos terrenos tran-
quilamente i, aprovechándose de la circunstancia de que ha-
bia muerto doña Dolores González de Verdugo, nada dijo a 
sus herederos sobre la ejecución del mandato i sobre los re-
sultados obtenidos, en vista de lo cual, el sefior Alfredo Car. 
demil Reyes, representante de don Alfredo Cardemil Verdu-
go, se presentó al Juzgado de Valparaiso demandando al 
señor Perfetti para que le rindiera cuenta del mandato qua 
constaba de la escritura estendida en Abril de 1886 porque, 
como ya he dicho, ignoraba qué uso habia hecho el señor 
Perfetti del espresado mandato i cuál habia sido el éxito de 
sus jestiones. Se entabló la demanda el 18 de Marzo de 1895, 
o sea un año despues de haber entrado el señor Perfetti en 
posesion de las 56 estacas salitreras. ¿I qué hizo el señor 
Perfetti? ¿Contestó la demanda? No. ¿Dio esplicaciones? 
Tampoco. Declinó de jurisdicción i el escrito de declinatoria 
no lo presentó inmediatamente despues de notificada la de-
manda sino en el último momento, cuando iba a terminar el 
plazo para contestarla, revelando el propósito evidente i cla-
ro de ganar tiempo. 

Luego despueä vino la apelación correspondiente. 
Como el Excmo. Tribunal comprenderá, la Iltma. Corte de 

Apelaciones de Valparaiso desechó la declinatoria de juris-
dicción i declaró que era competente para seguir conociendo 
en la demanda el juez de Valparaiso i que, en consecuencia, 
el señor Perfetti debia contestar la demanda. 

Al mismo tiempo se presentó, por otra parte, el curador 
de los menores Joaquín i Florencio Verdugo deman-
dando al señor Perfetti la entrega o devolución de las cin-
cuenta i seis pertenencias, sosteniendo que dicho señor no 
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tenia título alguno para retener en su poder las susodichas 
cincuenta i seis pertenencias; que habia sido un simple man-
datario i que, por consiguiente, no tenia el título que invo-
caba en su carácter de arrendatario por tratarse de una cosa 
que se consume por el uso, puesto que, según nuestro Código 
Civil, las cosas que se consumen por el uso no son suscepti-
bles del contrato de arrendamiento, pues es de la esencia de 
este contrato que la cosa materia de él sea devuelta sin 
consumirse, de tal manera que al finalizar el arriendo se 
devuelva la cosa misma con los deterioros naturales a su 
lejítimo dueño. 

Basándose, pues, en estas consideraciones, los menores ya 
mencionados, representados por su curador, entablaron la 
demanda contra Perfetti exijiéndole devolución del in-
mueble. 

Perfetti que habia obtenido un fallo de la Corte de Valpa • 
raiso, por el cual se declaraba que el juez de Valparaiso era 
competente para conocer de este litijio ¿contestó esta nueva 
demanda? 

Nó, señor; no contestó la demanda sino que en el último 
dia del plazo presentó el respectivo escrito de declinatoria 
de jurisdicción, sosteniendo que la justicia de Valparaiso no 
era competente para conocer en este negocio, sino que la de 
Pisagua, Iquique u otro punto del Norte en donde estaba si-
tuado el inmueble. 

Este incidente fué en apelación a la Corte de Valparaiso 
i esto Tribunal declaró nuevamente que el juez de Valparaí-
so era competente para conocer en dicho negocio. 

Viene despues una serie de artículos de menor cuantía, 
por los cuales se le obliga a Perfetti a contestar la demanda 
i, por último, se le acusa rebeldía. 

Se acumulan estos dos espedientes, el en que don Alfredo 
Cardemil Reyes pide rendición de cuentas i el en que los 
menores Verdugo, representados por su curador, piden la 
devolución de las cincuenta i seis pertenencias salitrales.. 

Acumulados estos dos espedientes se notificó otra vez a 
Perfetti, i éste despues de haber perdido la declinatoria de 
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jurisdicción, en cuya tramitación habia ganado tiempo, dejó 
sin contestar la demanda, se le acusó rebeldía i se dio por 
contestada en tal carácter. 

Entonces Perfetti ocurrió a la Corte de Valparaiso i ésta, 
en la misma forma que el tribunal de primera instancia ( 

declaró que habia pasado ya el plazo i que Perfetti estaba 
fuera del término para contestar la demanda, confirmando 
la sentencia de primera instancia que la declaraba contesta-
da en rebeldía. 

¿Qué hizo entonces Perfetti? 
A.cudió a la Corte Suprema entablando el recurso de nuli-

dad, que era el establecido en aquella fecha, i con esto ganó 
los meses correspondientes al tiempo que duró la tramita-
ción de este negocio. 

La Corte Suprema desechó el recurso interpuesto, con 
condenación en costas. Volvieron los autos al tribunal de 
primera instancia i Perfetti entabló reconvención, pidiendo 
se le pagaran veintiún mil libras esterlinas por gastos he-
clios en pago de honorarios, gastos judiciales, papel sellado, 
pago de abogado, etc., etc., de manera que la Sucesión Ver-
dugo debia pagarle esta cantidad por la cual reconvenía i 
pedia se declarara que él tenia derecho a retener estas 
cincuenta i seis pertenencias salitrales intertanto se efec 
tuara el pago de las veintiún mil libras esterlinas que él 
habia hecho. 

He presentado este cuadro al Excmo. Tribunal para que 
vea la resistencia que Perfetti habia opuesto a la acción en-
tablada por don Alfredo Cardemil Reyes i los menores Ver-
dugo, i deseo también que el Excmo. Tribunal vaya viendo 
de antemano en qué terreno i forma fué planteada la litis. 

Por una parte fué planteada en la forma de pedir rendi-
ción de cuentas i entrega de las cincuenta i seis pertenen-
cias salitrales, la contraparte, el Sr. Perfetti, la planteó en 
el sentido de que habia hecho gastos, que habia pagado ho-
norarios i que por todos estos capítulos se le debían ventiun 
mil libras esterlinas i que miéntras estas no le fueran paga-
das tenia el derecho de retener en su poder las cincuenta i 
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seis pertenencias que reconocía, por lo demás, como de do 
minio de la sucesión Verdugo, dominio que no negaba ni 
desconocía i que por su parte no tenia ni la mas leve som-
bra de derecho sobre estas cincuenta i seis pertenencias. 

Pero en cambio Perfetti había ganado con esto año i me-
dio. I el tiempo iba pasando, i el Sr. Perfetti tenia sus millo-
nes, doce, trece, catorce o quince millones de pesos; en cam-
bio don Florencio, don Joaquín Verdugo i don Alfredo Car-
demil Reyes ¿qué tenían? Solo hambre i miserias: ni un solo 
centavo partido por la mitad. Su padre no les habia dejado 
nada; ellos no tenian profesion ni ningún medio de ganarse 
la vida, i, en esas condiciones, la lucha por la vida es cruel 
i dolorosa; no tenian sino estos derechos i la esperanza 
remota de entrar en el goce de ellos por la ilícita i porfiada 
resistencia que les oponía el millonario altivo en la opulen-
cia de sus millones. 

Entonces empezaron las jestiones del Sr. Perfetti para 
hacer llegar a oídos de don Alfredo Cardemil Reyes amena 
zas primero e insinuaciones despues, diciéndole: «Yo tengo 
millones de pesos i el que tiene millones encuentra aboga-
dos que saben defenderlo con enerjía i con talento, con el 
Ínteres que despierta el trabajo bien remunerado. Miéntras 
tanto Uds., los Verdugo i Alfredo Cardemil Reyes, no tienen 
dinero ni abogado que les defiendan ni hagan jestion alguna 
a su favor; Uds. tendrán una defensa pálida que tendrá que 
agotarse por falta de recurso, que tendrá que caer como 
cae el que tiene hambre, el que tiene sed». 

De la misma manera en esta lucha judicial el que no tie-
ne recursos, el que no tiene dinero i está litigando contra 
un hombre que puede disponer de todos los recursos lejíti-
mos i lícitos que dá Ja fortuna, va perdido. 

I aquí tiene el Tribunal Excmo. a estos hombres frente a 
frente: al señor Perfetti armado con su cuantiosa fortuna i a 
estos otros hombres sin ningún recurso ni medios para ir 
adelante por esta litis. 

En tal situación viene la amenaza, la, su jestion, la prome-
sa de la transacción, i el señor Perfetti ofrece a estos caba-
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lloros que nada tenían, como lo ha visto el Tribunal Excmo, 
la suma de treinta i seis mil libras, pues don Joaquín i don 
Florencio Verdugo eran menores habilitados de edad, niños 
que no sabían lo que vale el dinero, que ignoraban en ab-
soluto lo que valen aquellas pertenencias salitrales i ambos 
hacen presión sobre su cuñado Alfredo Cardemil quien re-
cibe de Perfetti las treinta i seis mil libras, transijiendo, por 
último. 

I bien, si recibieron estas treinta i seis mil libras, despo-
jándose de sus pertenencias, fué en vista de la situación 
angustiosa, precaria i dolorosa en que estas personas se en-
contraban. 

I siendo esto así esia suma era para ellos una fortuna, era, 
a la faz del espejismo que se despierta a la intelijencia de 
hombres que todavía no han manejado dinero,—porque no 
se me diga que a los veintiún años ha madurado el cerebro 
de un hombre hasta el punto de saber discernir con preci 
sion i claridad lo que en un momento dado le conviene o no 
le conviene hacer,—que no sabían apreciar su valor, que 
nunca lo habían administrado porque jamas lo habian teni-
do i sobre el cual no tenian competencia de ninguna espe-
cie, esta suma, repito, ofrecida por Perfetti importaba para 
ellos una verdadera riqueza. 

Así, pues, Perfetti pagó estas treinta i seis mil libras ame-

nazando por una parte e insinuando por otra. 
I va a ver el Tribunal Excmo., el negocio que hizo el señor 

Perfetti al dar estas treinta i seis mil libras i cómo se espli-
ca su tenaz actitud para perseguir esta solucion. 

Ya el Tribunal Excmo. me ha oído que, como no se pudo 
cumplir la sentencia de la Corte Suprema liorada en el pri-
mer juicio seguido sobre este asunto, entregando las mismas 
.pertenencias falladas, se entregaron a Perfetti, como man-
datario de los señores Verdugo, otras 56 pertenencias. 

Estas 56 pertenencias formaban parte de un lote perfec-
tamente estudiado i cubicado con toda prolijidad por la De. 
legación Fiscal de Salitreras i según consta de autos, se en 
tregaron las dos terceras partes de este lote, todo lo cual 
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forma parte de los documentos i antecedentes que sirvieron 
de base al Decrete Supremo de 20 de Junio de 1894. 

Don Gustavo Jullian en informe que corre en autos fs. 70 
respecto de la parte entregada a los Verdugo dice: «En cuan-
to al valor que representa el terreno en cuestión, puedo es-
timarlo en £ 90,000, mas o ménos, igual al que la oficina 
San Jor je se encuentra en posesion i parte esplotado. Es 
cuanto puedo informar a V. S.—Gustavo Jullian.» 

El total de donde sacaron estas tres cuartas partes entre-
gadas al señor Perfetti estaba tasado en ciento veinte mil 
libras. 

Para fijar las ideas repito que se trataba de un lote total-
mente cubicado i tasado por la Delegación Fiscal de salitre, 
ras, tres cuartas partes del cual fueron entregadas al señor 
Perfetti i un cuarto sacado a remate en subasta pública. 

¿I sabe el Tribunal Excelentísimo a cuánto subió esta cuar-
ta parte desde £ 21,700 que era el precio de tasación, que se 
le asignó a la cuarta parte que se reservó el Fisco? 

El remate de esa cuarta parte se verificó en £ 35,450, Ex-
celentísimo señor. 

Subió, por lo tanto en mas de sesenta i seis por ciento 
sobre el precio de la tasación fiscal. 

Sabe el Excmo. Tribunal que no hai medida mas exacta 
de los valores que la d§l comprador, la del que paga. I justo 
es suponer que, si la tasación había sido castigada en un 
setenta i cinco por ciento por lo que respecta, a la cuarta 
parte sacada a remate público, también es lójico suponer 
castigado en igual proporcion el precio de las otras tres 
cuartas partes entregados por intermedio de Perfetti a Ver-
dugo. 

Haciendo entonces la operacion correspondiente resulta-
ría que el verdadero valor de las tres cuartas partes cedidas 
al señor Perfetti, aumentadas en la misma proporcion era de 
£ 157,000 libras. De manera que el señor Perfetti, valién-
dose de procedimientos de resistencia i de dificultades, que 
le franqueaban los millones de pesos que tenia en su poder, 
i aprovechando la situación precaria i dolorosa de los seño-
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res Verdugo i Cardemil, llegó a obtener que se le entregaran 
por £ 36,000 lo que, a la fecha de la operacion, tenia un va-
lor comercial corriente de £ 157,000. Quedaba para él una 
utilidad a la vista de £ 121,000. 

I tenga V. E. la seguridad que el valor efectivo de lo en-
tregado en aquella fecha era todavía mui superior, pero es 
un hecho uniformemente reconocido que las valorizaciones 
de aquella época, estaban mui léjos de corresponder a los 
valores verdaderos de los terrenos salitrales. 

I obran antecedentes en este pleito que permiten creer que 
aquellas 56 pertenencias no solo valían las £ 157,000 que he 
dicho, sino que dicho valor andaba mui cerca del medio mi-
llón de libras esterlinas. 

En una palabra, Excmo. señor, el señor Perfetti, este afor-
tunado Perfetti, se llevaba propiedades de dos menores ha-
bilitados de edad i de un hijo de familia, que valian medio 
millón de libras esterlinas, merced a procedimientos dilato-
rios, por la módica suma de £ 36,000. 

I, sin embargo, es la defensa de la parte contraria que ta-
les provechos ha conseguido con tales procedimientos, la que 
se permite decir que este pleito carece de toda justicia, que 
no es propio ni decoroso que los señores Cardemil i Verdugo 
que hicieron la transacción de 1896 sean los mismos que 
ahora vengan a pedir el amparo de la lei para que se deje 
sin efecto lo mismo que ellos hicieron. 

¿Cómo no han de pedir, Tribunal Excelentísimo, el ampa 
ro de la justicia estos hombres que hoi llegan a la edad de 
la plenitud de sus facultades, de la plenitud de discernimien-
to, al recordar que lo que tenían i que hoi piden que se les 
devuelva, les fué arrebatada con coaccion i por vil precio? 

Porque debemos reconocer que la coaccion que se ejerce 
sobre el espíritu, es muchas veces mas fuerte que la coac-
cion física de aquel a quien se le amarra i oprime para arran-
carle el consentimiento. 

Perfetti llegó a este país en un barco de vela traído por 
el viento de la buena fortuna. De la cubierta de aquel barco 
en donde Perfetti nada era ni nada valia, desembarcó a esta 
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hospitalaria tierra donde con tanta facilidad se enriquecen 
los estranjeros. 

Millones i millones de pesos, Excmo. señor, han caido 
mas tarde entre las manos de este afortunado industrial; no 
le hago cargo por ello; pero no estoi fuera de la verdad si 
afirmo que esa fortuna es mas hija, de la fortuna, de la buena 
estrella, del buen viento que guió al barco de vela que lo 
trajo hacia esta tierra hospitalaria i que, es esta considera-
ción, que debe inspirar sus actos ante la justicia i el dere-
cho de aquellos a quienes el destino i la vida midió con va ra 
mas dura i pesada. 

Hai hombres que han hecho muchos sacrificios, muchos 
esfuerzos por adquirir una fortuna, que han dedicado toda 
una vida, su intelijencia, su ilustración a una determinada 
industria o fin, i que, sin embargo, a pesar de su esfuerzo i 
dedicación alcanzan al final df> su vida una situación mui 
diferente a la que hoi ocupa el señor Perfetti. 

Pues bien, este caballero que debia mirar al cielo i bende-
cirlo, cree mui lícito aprovechar la influencia de sus millo-
nes, i poner una vez mas a prueba su buena fortuna para 
quedarse por la suma de 35,000 libras con lo que vale 200, 
300 o 500,000 libras. 

I todavía quien así pretende beneficiarse por medio de pro-
cedimientos cuyo calificativo verdadero escuso, se atreve a 
decir, que por parte de los iniciadores de este pleito, que 
por parte de los señores Cardemil i Verdugo no hai morali-
dad!... 

Excmo. señor, entrego al criterio sereno de V. E. la tarea 
de determinar de parte de quién está la moralidad en este 
pleito: si de parte de los oprimidos que piden el amparo de 
la lei para que no se les arrebate lo que es suyo, o de par te 
•de los fuertes que ponen toda su fortuna, todos sus esfuer-
zos i todas sus influencias para oprimir a los débiles. 
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III 

PRIMEK ERROR D E DERECHO 

La sala sentenciadora calificó como transacción lo que es 
contrato de compraventa 

He espuesto los hechos i corresponde ahora entrar al 
examen del recurso i de la cuestión de derecho. 

El Tribunal ha visto que la Sala sentenciadora, formando 
mayoría con el voto de los señ ;res Moreno i Silva Domín-
guez i contra el ilustrado voto del sefior Pineda, ha estable-
cido en su sentencia cuál es el carácter del contrato materia 
de la litis i dice que para ver cuáles son los preceptos lega-
les que deben aplicarse es menester calificar este contrato, 
i calificando como transaccionla escritura de 8 de Agosto de 
de 1896, dice que es necesario aplicarle las reglas estableci-
das por la leí para la validez de esta clase de contratos res 
pecto de los bienes raices de los menores habilitados de 
edad i del hijo sometido a patria potestad. 

En el escrito de formalizacion dal recurso, se hizo la afir-
mación, que reitero ante V. K., de que la Corte de Apela-
ciones de Valparaiso, al calificar de transacción la escritura 
de 8 de Agosto de 1896, ha cometido un gravísimo error de 
derecho i ha infrinjido los artículos 2446 i 1793 del Código 
Civil. 

Todo esto influyó en la parte resolutiva del fallo, como se 
demostrará, porque, siendo de compraventa el contrato de 
8 de Agosto de 1896, debieron llenarse todos los requisitos i 
trámites exiji Jos por la lei para que so puedan vender váli-
damente los bienes raices del hijo de familia i de los meno-
res habilitados, requisitos que no se llenaron en el caso en 
estudio. 

I la Sala sentenciadora considera válido el contrato, a pe-
sar que so ha faltado a todas las reglas establecidas por el 

2 
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Código Civil para la enajenación de los bienes raices de las 
personas indicadas. 

Para comprobar mi afirmación, se hace necesario, analizar 
en qué consiste el contrato de transacción i aplicando esta 
doctrina a los hechos establecidos en la sentencia, podrá 
V. E. ver, con la claridad de la luz meridiana, el error de 
derecho flagrante en que ha incurrido la Corte al calificar 
como transacción el contrato cuya nulidad se pide, por ser 
lisa i llanamente un contrato de compra-venta. 

El artículo 2446 del Código Civil define la transacción di-
ciendo: 

«La transacción es un contrato en que las partes terminan 
estrajudicialmente un litijio pendiente, o precaven un litijio 
eventual. No es transacción el acto que solo consiste en la 
renuncia de un derecho que no se disputa». 

Pues bien, este artículo determina cuáles son los requisi-
tos esenciales del contrato de transacción, de suerte que la 
ornision de cualesquiera de ellos hace que la transacción no 
exista o que dejenere en un contrato de otra especie, i exa-
minando esos requisitos, resulta que es de la esencia, de la 
transacción la existencia de un derecho dimitido, discutible 
o dudoso; las partes deben terminar la contienda con conce-
siones recíprocas i que el contrato debe tener por objeto ma-
tar un juicio pendiente o evitar uno que pueda venir. 

Todos los espositores del derecho francés i del chileno 
están de acuerdo en que estos son los requisitos esenciales 
de la transacción i que la omision de ellos, o siquiera de uno 
de ellos, hace que la transacción no exista o que dejenere 
en un contrato diverso. 

Escúseme el Excmo. Tribunal que haga algunas citas para 
confirmar mi opinion: 

Laurent en su curso elemental de Derecho Civil, tomo 4.° 
páj ina 153, número 218, dice: «La transacción tiene por ob-
jeto terminar una contienda de derechos ya nacida, o bien, 
una contienda por nacer. Es preciso que el derecho sea dis-
cutido, discutible o susceptible de serlo, porque el derecha 
es dudoso es que las partes transijen. Esto es de la esencto 
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de la transacción. Si el derecho fuera cierto, no habría mo-
tivo jurídico para transijir, la transacción no tendría objeto 
en ese caso, no existiría porque le faltaría la causa necesa-
ria para dar orijen i nacimiento a una obligación ¿Cuando 
es dudoso un derecho? Esta es una cuestión de hecho». 

En el número 219 continúa: «La transacción implica un 
sacrificio recíproco: no hai transacción si una de las partes 
no dá o no promete nada». 

Rogron en su Código Civil, esplicado, tomo 2.° pajina 2127 
al comentar el artículo 2044, dice: «Terminan una contienda. 
Es de ahí de donde viene la palabra transacción (de fransi-
gere, transactum, terminar).—Para que el contrato sea una 
transacción es preciso necesariamente que el objeto sea la 
materia de una contienda nacida o por nacer. Si las partes, 
por ejemplo, queriendo hacer una venta i darle el carácter 
de irrevocabilidad que tienen las transacciones, revistién-
dola de este carácter no obstante que no existan dificultades 
reales respecto de la cosa vendida, su transacción simulada 
se limitará a producir los efectos del contrato de venta. He-
mos visto la aplicación de este principio en el caso de una 
partición hecha bajo la forma de una transacción al comen-
tar el artículo 888.» 

La parte contraria, como se ha visto, califica de transac-
ción lo que es un contrato de compra-venta i en su informe 
en derecho que corre en autos i que de común acuerdo de 
las partes ha sido agregado, cita varios comentadores i, por 
la fuerza de las cosas, llega a robustecer la opinion que yo 
estoi sustentando en orden a los requisitos esenciales de la 
transacción. 

En la pajina 100 de su informe en derecho hace de Aubry 
i Rau la cita siguiente: 

«La transacción, es un contrato signalamático, por el cual 
los contratantes, renunciando cada uno a una parte de sus 
pretensiones o haciéndose concesiones recíprocas, terminan 
un litijio pendiente o precaven un litijio eventual». 

I esplicando esta difinicion, dicen: «Este contrato supone, 
por consiguiente, como condicion de su existencia: i . La 



— 20 -

existencia actual o la posibilidad de una controversia seria 
entre las partes una transacción sobre derechos que nada 
tuvieran de dudosos o sobre pretensiones evidentemente des-
tituidas de toda especie de fundamento, debe ser considera-
da, ora como sin objeto, ora como sin causa, i por lo mismo, 
como no existente. Pero, el temor razonable de un litijio aun 
no promovido, o la menor duda sobre el resultado de un liti-
jio ya iniciado, basta para ser causa de una. transaccion> 
aunque las partes no hayan tenido motivos suficientes para 
creer que las pretensiones o los derechos de una de ellas 
podrían ser controvertidos o perseguidos con alguna espe-
ranza de éxito.» 

El distinguido abogado de la parte contraria, sin hacer ya 
citas, dice de su parte en la pajina 102 del mismo informe: 

El Código Civil aleman con su admirable laconismo i exac-
titud, define la transacción en forma que hace con luz mui 
clara lo que ella es: «El contrato por el cual se pone fin, por 
medio de concesiones recíprocas, a un litijio o a la incerti-
dumbre de las partes sobre un lazo de derecho.» 

«Parece que 110 se necesita mas para convencerse de algo 
de que se ha debido estar de antemano convencido, cual es 
que el objeto de la transacción pudo ser tanto el derecho en 
litijio cuanto cualquier derecho que pueda razonablemente 
ser objeto de un litijio futuro.» 

De modo que hasta este momento las dos partes estamos 
de acuerdo en que para que haya transacción es necesario 
que exista un derecho litijioso o dudoso que pueda ser ma . 
teria de litijio; pero es indispensable que el derecho sea du. 
doso para que pueda haber transacción, i si acaso no existe 
este elemento el contrato que se celebra alrededor de esta 
circunstancia podrá ser el que se quiera, mas no el de tran-
sacción; porque eso es de la esencia del contrato. 

I sabe el Tribunal Excmo. que euando no se realiza uno 
de los requisitos considerados esenciales de un contrato ese 
contrato no existe o el que se quiere designar por tal contra , 
to dejenera en otro diverso. 

En doctrina, ¿quiénes están aquí de acuerdo? 
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Estamos de acuerdo todos, tanto las dos partes como los 
espositores citados por ambas partes litigantes o conten-
dientes. 

Pero hai, todavía, otra tercera opinion que está de acuer-
do con nosotros, i es la de la Sala sentenciadora, la cual en 
el considerando 6.° de su sentencia fija nítidamente los ca-
ractéres esenciales del contrato de transacción en los siguien-
tes términos: 

"6.° Que es también de la esenc ia del contrato 
de transacc ión qne haya de parte de a lguno de 
los contratantes o de una i otra parte renunc ia 
de derechos de los que h a n dado lugar a la acc ión 
l i t i j iosa ó de los que pueden ocas ionar un ju ic io 
eventual , etc." 

La Sala sentenciadora está, pues, de acuerdo con las dos 
partes litigantes i, todavía, en el mismo considerando agrega 
que: «De los antecedentes consta que por el mismo contra-
to de 8 de Agosto de 1896 Perfetti renunció al cobro de las 
cantidades a que se consideraba tener derechos i que ha-
brían motivado su demanda reconvencional.» 

La Corte establece lo que renuncia Perfetti: renuncia el 
cobro de las veintiún mil libras esterlinas, el derecho a re 
tener las cincuenta i seis pertenencias salitrales miéntras no 
obtuviera el pago de dicha cantidad. 

I llamo la atención del Excmo. Tribunal al hecho de que 
la Sala sentenciadora no dice que Perfetti sostuviera alguna 
pretensión de dominio sobre las cincuenta i seis pertenen-
oias i queda, ademas, establecido como hecho del pleito en 
otra parte de este mismo' considerando, que el máximo de 
las pretensiones de Perfetti era el pago de las veintiún mil 
libras i la retención provisional de las cincuenta i seis per-
tenencias miéntras obtuviera ese pago. 

¿Ha visto el Excmo. Tribunal si Perfetti pretendía algún 
derecho de dominio leve, lijero siquiera, sobre las cincuenta 
i seis pertenencias? 

Esto no la ha visto el Excmo. Tribunal porque no ha su-
cedido. 
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De modo que la Sala sentenciadora ha establecido como 
hecho del pleito una verdad que Perfetti no ha puesto nunca 
en tela de juicio: el dominio de los Verdugo sin sobre las 
cincuenta i seis pertenencias. 

Al final del considerando sesto la Sala sentenciadora esta, 
blece lo que renuncia la sucesión Verdugo i dice: «i, por 
parte de los Verdugo i del menor Cardemil se hizo renuncia 
de los derechos ventilados en su demanda para la entrega 
de los terrenos salitrales i para la rendición de cuentas pro-
vinientes del mandante conferido a Perfetti con el objeto de 
obtener del Fisco la entrega de las cincuenta i seis estacas 
salitrales». 

Parece que algunos escrúpulos le venían a la mano al que 
estaba redactando este considerando. I llamo la atención del 
Excmo. Tribunal que al hablar de escrúpulos lo hago refi-
riéndome al sentido sano i legal de la palabra; porque ve 
el Excmo. Tribunal que la^Sala sentenciadora habia estable-
cido la doctrina jurídica verdadera en la primera parte del 
considerando i nítidamente cuáles eran los caractéres esen-
ciales del contrato de transacción. 

La sala habia dicho que para que existiera la transacción 
era necesario la concurrencia de requisitos esenciales: que 
exista un derecho litijioso o dudoso i que pueda ser materia 
de un juicio. I cuando llega a la parte que se refiere a la re-
nuncia de los derechos de los Verdugo no se atreve a estam-
par que estos señores en la transacción de 8 de Agosto de 
1896 habian renunciado a algo sagrado para ellos, a la pro-
piedad, al dominio absoluto i esclusivo del inmueble que 
nadie le habia discutido i que Perfetti, por lo demás, les ha 
bia reconocido en el pleito, puesto que tenia de ellos un 
mandato que le habian dado precisamente para que les re-
clamara esta propiedad. 

Sin embargo, la sala se dejó en el bolsillo i en el tintero la 
consideración de que estos caballeros renunciaran también 
espresa i principalmente a ese dominio, que no se les habia 
discutido ni negado. 

¿Por qué la Sala sentenciadora omitió dejar espresa cons-
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tancia de la renuncia de este derecho al enumerar lo que 
abandonaban mis patrocinados entre las manos afortunadas 
de don Pedro Perfetti? 

Ah! porque la sala veía que esto establecia pugna con la 
primera parte del considerando relativa a los requisitos 
esenciales necesarios al contrato de transacción i establecia 
pugna también con la última parte del mismo, porque si se 
establecía en él que los Verdugo habían renunciado al dere-
cho de propiedad o de dominio dejaba trasparentar que el 
contrato no era de transacción i no podia, por lo tanto, lle-
gar a la conclusión que deseaba; porque es requisito esen -

cial de la transacción que haya un derecho litijioso, i según 
el artículo 2446 del C. C. no puede haber transacción cuan, 
do se renuncia un derecho no litijioso como habría sido en 
este caso la renuncia del derecho de dominio por parte de 
los señores Verdugo, el cual no estaba en tela de juicio en 
el pleito. 

De modo que al estampar el hecho verdadero del pleito 
habría dejado su error palmario confesado en el mismo con-
siderando, i por eso desnaturalizó un poco los hechos en la 
segunda parte del considerando; pero esta desnaturalización 
no puede influir en el recurso de casación porque estos he-
chos del pleito están establecidos en otro considerando de 

sentencia, como lo veremos en un momento mas. 
Los señores Verdugo no renunciaron al derecho de que se 

les entregaran estas pertenencias, ni tampoco al derecho de 
pedir que se rindieran cuentas, solamente i como lo dice la 
Sala sentenciadora, sino que renunciaron a algo de mucho 
mas trascendencia, renunciaron a su dominio indiscutido e 
indiscutible. 

La llamada escritura de transacción, en la cláusula. 6.a 

dice «que se trasfiere el dominio» i se da al señor Perfetti el 
derecho de inscribir esta trasferencia de dominio en el Con-
servador de Bienes Raices, i la inscripción corre en autos. 

Pero hai mas todavia, Excmo, señor. 
El mismo dia 8 de Agosto de 1896 se firmó otra escritura 

entre las partes en la cual se decia que si la escritura anterior 
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del mismo 8 de Agosto del 96 fuera declarada nula o fuera 
resuelta o rescindida por cualquier causa, se entendería que 
el contrato de*arrendamiento continuaría rijiendo como 
ántes. 

¿Por qué se firmaba en aquel mismo dia esta otra escritu-
ra, poniéndose en el caso de que la escritura anterior pudie-
ra ser resuelta o anulada? 

Porque los abogados que redactaron la escritura llamada 
de transacción en que se transferia un dominio indiscutido 
e indiscutible, sabían que era nula, por contraria a la lei. 

Sabían que no se habia cumplido con los requisitos lega-
les necesarios al elaborarla, sabian que habia sido autoriza-
da por el juez de Valparaiso que era incompetente, cuando 
el único competente era según el artículo 225 de la Lei Orgá-
nica de Tribunales, el juez del lugar en que estaban sitúa 
dos los inmuebles. 

I por este motivo, se pusieron en guardia los abogados 
que redactaron esa escritura, redactando ésta otra a que me 
he venido refiriendo ante el Tribunal Excelentísimo. 

Sin embargo, Excmo. señor, la Sala sentenciadora en se-
gunda instancia ha estimado que lo que las mismas partes 
encontraban nulo, no lo era, ni debía serlo, para los Tribu-
nales de justicia. 

Las partes están de acuerdo en los hechos del pleito i en 
la doctrina jurídica i, de su exámen comparativo, hai que 
llegar forzosamente a establecer como verdad jurídica in-
concusa, que la escritura en referencia contiene un contrato 
de compra-venta que importa la enajenación de bienes rai-
ces pertenecientes a menores habilitados de edad i no una 
transacción como erróneamente la ha calificado la Ilustrísi-
ma Corte de Valparaiso. 

Cuando el Tribunal oyó la espo&icion de los hechos re-
cuerdo que le hice presente que el señor Cardemil habia de-
mandado al señor Perfetti para que rindiera cuentas del 
mandato que habia recibido. Recuerda también Vuecencia 
que habia sido demandado para que devolviera las 56 per-
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tenencias que habia recibido como mandatario de los seño-
res Verdugo. 

Todavía no olvidará el Tribunal Excelentísimo que el se-
ñor Perfetti habia reconvenido, aunque estemporáneamente, 
para que se le entregaran £ 21,0<0 que decia haber gastado 
en el pleito i otros capítulos i para que se le autorizara para 
retener las 56 pertenencias miéntras no le fueran pagadas 
las 21,000 libras en referencia. 

De todos estos hechos resulta una cosa clara: que nunca 
fué materia de litis el dominio de las 56 pertenencias sali-
treras, que el señor Perfetti nunca puso en duda el derecho 
de mis defendidos a esas pertenecías. 

Por consiguiente el derecho de los señores Verdugo i Car-
demil a esas 56 pertenencias no era un derecho que pudiera 
discutirse o pudiera servir de base a un litijio. Todavía el 
dominio a ellns fué reconocida en la forma mas neta i esplí-
cita en la reconvención formulada por el mismo señor Per-
fetti. 

El mismo Perfetti, por lo demás, habia hecho este recono-
cimiento en la escritura de Abril del 86 en la cual aceptó el 
mandato para obtener del Fisco de Chile las 56 pertenencias 
que eran de los señores Verdugo i no de él, el señor Perfetti-

Este hecho está reconocido por la Sala sentenciadora, no 
en el considerando 6.°, en el cual desnaturalizó los hechos al 
finalizarlo, despues de haber empezado sentando la verda-
dera doctrina, para no dejar palpitante el error de derecho 
en que incurria; pero si lo está reconocido cuando la Sala 
sentenciadora reproduce el considerando 1.° de la de 1.a ins-
tancia. 

De manera que forma parte de la sentencia de segunda 
instancia el considerando que sirvió de base a l a de primera 
instancia, i en este considerando al reproducir los hechos 
del pleito se dice en la letra F: 

F ) Que esos juicios acumulados fueron recibidos a prue-
ba en rebeldía del demandado para contestar la demanda, i 
que ejecutoriado este auto, presentó Perfetti una reconven-
ción en contra de los demandantes, para que estos le reem-
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bolsaran el valor de los gastos ocasionados en los juicios 
con el Fisco, que ascendían según su cuenta a veintiún rail 
i tantas libras i los cánones de arrendamiento que pagó an-
ticipadamente, debiendo retener las salitreras míéntras no 
se le pagaran esas cantidades. Esta reconvención del señor 
Perfetti fué declarada improcedente por resolución de 23 de 
Marzo de 1896, pronunciada por la Iltma. Corte de Valpa-
raíso i corriente a fs. 155 de estos autos. 

De manera que este considerando deja establecido como 
hecho del pleito que Perfetti reclamó 21,000 libras i el dere-
cho de retener las 56 pertenencias salitreras miéntras esa 
suma no le fuera devuelta; pero queda establecido también 
que nunca Perfetti puso en duda el derecho de los señores 
Verdugo a esas pertenencias. 

Entonces, Excmo. Señor, establecido este hecho i en pre-
sencia del artículo 2446 del Código Civil que dice que no es 
transacción la simple renuncia de un derecho no disputa-
do ¿cómo ha podido entonces la Sala sentenciadora de Val-
paraíso estimar que se trata aquí de una escritura de tran-
sacción? 

No, Kxcmo. Señor, no se trata aquí de una transacción; 
se trata de un contrato de compra venta. 

Mas adelante la Sala sentenciadora dice er_ los conside-
rando 7.° i 8.°: 

«7.° Que se ha sostenido por los demandantes que la re-
nuncia que ellos hicieron de sus derechos a los terrenos sa-
litreros importaba una compra venta, cuyo precio pagó Per-
fetti con la suma de treinta i seis rail libras esterlinas i que 
esa renuncia no podía ser materia de una transacción ya 
que no se habia disputado la propiedad de esos terrenos que 
sólo a ellos pertenecían; 

«8.° Que aun importando esa renuncia una compra venta 
i transferencia de dominio, no hai razón legal para que no 
pudiera ella ser comprendida en la transacción como re-
muneración equivalente o como compensación de la renun-
cia que por su parte hacia Perfetti de los derechos que ha-
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bia formulado en su aludida reconvención i que podia libre-
mente ejercitar en litijio separado.» 

Ya vé la Excma. Corte que la Sala sentenciadora, en este 
segundo considerando, está mui de acuerdo conmigo, pues 
dice que realmente ha habido enajenación de bienes raices; 
pero agrega que la venta de esa propiedad, cuyo dominio 
no era discutido, ha sido una compensación que los señores 
Verdugo han dado al señor Perfetti en cambio de lo que les 
ha cedido. 

¿Qué fué lo que cedió el señor Perfetti? El derecho a co-
brar £ 21,ODO por una par te i $ 20,000 por otra. ¿I los seño-
res Verdugo? Cedieron ellos el dominio a i as cincuenta i seis 
estacas salitreras mediante el pago de £ 36,000. 

De modo que nos encontramos con que la Sala sentencia-
dora reconoce que hubo una enajenación, que hubo realmen-
te una transferencia de dominio en cambio de la renuncia a 
cobrar una suma de dinero, agregada a la entrega de otra 
suma ascendente a £ 36,000. 

Basta leer el artículo 1793 del Código Civil para conven-
cerse. de que no hai para qué discutir mas porque este ar-
tículo dice que el contrato en que las partes están de acuer-
do en la cosa i el precio es compra-venta i en el caso deque 
se trata ha habido acuerdo en el precio, que se estipuló en 
£ 36,000 i en la cosa cuyo dominio se trasfirió a manos del 
señor Perfetti. El trámite para verificar la trasferencia es la 
escritura inscrita en. el Conservador de bienes raices. De 
modo que se efectuó un contrato de compra-venta clara-
mente comprobado por la sentencia de la Corte de Apela-
ciones de Valparaiso. Se vé, pues, que ese Tribunal ha incu-
rrido en un error jurídico al calificar como transacción un 
contrato en que ha habido transferencia del dominio de una 
propiedad, mediante el pago de compensaciones en dinero, 
dominio que no ha sido ni podido ser materia de litis. 

Ambas partes i la Corte de Apelaciones estamos de acuer-
do respecto de los requisitos que son necesarios para que 
haya transacción; pero de los hechos del pleito se desprende 
que el contrato ha sido de compra-venta i la misma Sala 
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sentenciadora se encargó de establecer cuáles son los requi-
sitos esenciales que constituyen la compra venta poniéndole 
una marca indeleble. 

¿Cómo se podria decir, entonces, que en la sentencia de la 
Corte de Apelaciones de Valparaiso no bai un error de de-
recho? Nunca se habría presentado mas claramente un error 
de esta especie i la misión de la Corte de Casación es cali-
ficar los errores de derecho. 

No estaría demás leer el reconocimiento que hace la parte 
contraria, para reforzar lo que digo. 

El párrafo del informe en derecho de la parte contraria 
que dice relación con este punto i que corre a fojas 106, 
dice: 

«Indudable es que no estaba en litijio el dominio de dichas 
estacas. Ellas pertenecían a la sucesión de don Pedro Joa-
quín Verdugo i a la de doña Dolores González de Verdugo; 
sobre ellas no tenia mas derechos don Pedro Perfetti que los 
provinientes del contrato de 3 de Abril de 1886, del otro 
contrato de arrendamiento a que se ha aludido, í los que pu-
dieran nacer del éxito de las acciones mismas de los here-
deros Verdugo». 

De modo que todos estamos aquí de acuerdo, partes liti-
gantes, Corte, espositores, en que no ha habido duda ninguna 
sobre el dominio, que en ningún caso este dominio podia 
ser materia de un juicio i, sin embargo, en esto que han 
dado por llamar transacción los tribunales i que la Sala ca-
lifica de tal, lo principal en este contrato ha sido precisa-
mente la transferencia del dominio de las cincuenta i seis 
pertenencias a Perfetti mediante la suma de £ 36,000. Lo 
demás es accesorio. 

De modo que lo que constituye la esencia i parte princi-
pal de este contrato es un deracho no discutido, ni díscuti 
ble, ni dudoso, es, en suma, la simple transferencia de un 
derecho que no estaba en tela de juicio, infrinjiéndose el 
artículo 2446 del Código Civil i principalmente su inciso 2.° 

La parte contraria ha querido desvirtuar estos hechos i si 
estas conclusiones de derecho, esforzándose por sostener lo 
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que ha cedido el señor Perfetti en compensación i en cambio 
de lo ceiido por la parte contraria. 

I se pregunta i dice: ¿el señor Perfetti no ha cedido nada? 
Sí, señor; el señor Perfetti ha cedido i dado también algo: 

bueno o malo, tenia un contrato de arrendamiento por ocho 
años, habia adquirido también los derechos de arrendamien-
to que sobre estas pertenencias tenia un señor Ragazzone, 
derivadas de un contrato que este señor habia celebrado con 
la señora madre de don Joaquín i de don Florencio Verdugo. 
El señor Perfetti, ademas, habia hecho gastos en el pleito, 
habia pagado veinte mil pesos por cánones anticipados de 
arrendamiento, etc., i todo e3to lo ha cedido en compensa-
ción. Eu consecuencia, ha habido transacción. 

¿I cuando le he negado yo a Perfetti que ha hecho conce-
siones? He sido el primero en venir a sostenerlo. Pero ¿qué 
es lo que Perfetti ha cedido? ¿I qué es lo que la parte con-
traria llama compensación? 

Renunció a un contrato de arrendamiento, es decir, a una 
cosa que era perfectamente discutible; porque el Excmo. 
Tribunal ya me oyó sostener que las salitreras no son sus-
ceptibles de arrendamiento porque se consuman por el uso, 
i es de la esencia de este contrato que se restituya la misma 
cosa que se dá en arrendamiento. 

Lo que se ha dado en llamar contrato de arrendamiento 
de una salitrera será contrato de compra-venta del caliche 
que se va a sacar; pero contrato de arrendamiento, jamas, 
porque la cosa se va consumiendo por el uso, se va destru-
yendo i estinguiendo la materia misma. 

De todos modos estos derechos de Perfetti eran dudosos. 
De manera que esta compensación consistía en la cesión de 
derechos dudosos en su mayor parte. Los veinte mil pest>3 
que habia pagado por arrendamiento eran una compensa-
ción en dinero; las veinte mil libras esterlinas que cobraba 
i cuyo cobro renunciaba por medio de una transacción, era 
un derecho dudoso, porque no se sabia si se debían o no. 

Pero ¿en cambio de qué se daba esta compensación? — 
porque todos estos derechos eran dudosos para Perfetti i lo 
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único que para él no habia dudoso eran las treinta i seis mil 
libras. 

Esta compensación se daba en cambio de un derecho que 
para la otra parte no era dudoso i que en ningún caso podia 
ser materia de un juicio. I este derecho era lo que constituía 
el objeto principal del contrato, porque su único objeto fué 
la transferencia del dominio a fin de radicarlo en manos de 
Perfetti . 

Respecto a la ejecución de actos jurídicos, Perfetti era Jibre 
administrador de sus bienes i no estaba, por consiguiente' 
en la realización de ellos, sujeto a trabas o requisitos de 
ninguna especie; entretanto los menores Verdugo estaban 
sometidos a las trabas que la lei impone a los incapaces, co-
mo son los menores habilitados de edad i los hijos de fami-
lia sometidos a la patria potestad. 

Cualesquiera que sean los derechos que haya cedido Per-
fetti los ha cedido en compensación de un derecho que no 
era dudoso i que no podia ser materia de una litis. I por eso 
de este hecho fluye la caracterización del contrato para es-
tablecer que no es contrato de transacción. 

Por lo demás, el argumento que la parte hace para decir 
que Perfetti ha cedido mucho no desvirtúa mi argumenta-
ción; porque reconozco que cedió algo, pero como lo hizo en 
cambio de un derecho que no era dudoso ni podia ser mate-
ria de un pleito, por eso digo que no ha podido ser este un 
contrato de transacción. 

Se argumenta que las pai tes lo han llamado contrato de 
transacción i, que, por consiguiente, tal denominación no 
puede ser variada por los tribunales. 

Esta alegación es de todo punto inaceptable. 
Estoi cansado de ver que las partes denominan un con-

trato de tal o cual manera i que despues los tribunales, ha-
bida consideración a la naturaleza del contrato, le dan la 
calificación jurídica correspondiente, porque los tribunales 
son los llamados a hacer la verdadera calificación de los 
contratos. 

I cuando una sala, tomando en consideración los hechos, 
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califica erradamente un contrato, comete un error de dere-
cho i cae dentro dé las atribuciones de la Corte de Casa-
ción. 

¿I por qué tiene importancia la calificación de los con-
tratos? 

Tiene importancia por los efectos jurídicos que ellos pro-
ducen i por la naturaleza legal de las relaciones que esta-
blecen entre las partes. Varía completamente el mapa jurí-
dico según sea el contrato de compra venta, de locacion de 
mutuo o de lo que se sea; de manera que la calificación erra-
da de un contrato es el error jurídico por excelencia. 

Citaré a este respecto un caso. Recuerdo que don Carlos 
Cousiño habia celebrado un contrato de cuenta corriente 
con su señora madre doña Isidora Goyenechea. Se firmó al 
efecto, una escritura pública en la cual se dijo que don Car-
los Cousiño celebraba con su señora madre un contrato de 
cuenta corriente, i las partes lo llamaron así en la escritura 
pública, en los libros visados i revisados por don Cárlos 
Cousiño, i habia innumerables resoluciones de este último 
por las cuales reconocía que ese contrato era de cuenta co-
rriente. 

Muere la madre de don Cárlos Cousiño i éste dice que no 
acepta la capitalización de intereses que se le ha cargado en 
los libros de su señora madre, porque la capitalización es 
permitida solo en la cuenta corriente i no en el mútuo, na-
turaleza que atribuía al contrato a pesar de haberlo denomi-
nado en otra forma. 

I, por esta razón el alcance de la cuestión legal suscitada 
por don Cárlos Cousiño dependía del nombre i calificación 
que se diera al contrato, cuestión que resolvió el tribunal en 
el sentido de que 110 era contrato de cuenta corriente, por 
mas que las partes lo hubieran llamado así i concurrir, to-
davía, la circunstancia de que las partes habian ejecutado 
el contrato i le habian dado una aplicación práctica. 

Sin embargo, a pesar de que las partes la habian llamado 
cuenta corriente i le habian tenido por tal,' según el Código 
de Comercio, a este contrato le faltaban los requisitos carac-
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teráticos del contrato de cuenta corriente i reunia, en cam • 
bio, los caractéres del contrato de mutuo. 

Se produce el pleito i se lleva adelante con todas sus tra-
mitaciones. 

Don Carlos Cousiño sostenía que este contrato no era de 
cuenta corriente, no obstante existir cartas suyas en las 
cuales acusaba recibo a la correspondencia que el apodera-
do de la señora Goyenechea le enviaba, dándole detalles de 
su cuenta, en la cual correspondencia le decia: «Su cuenta 
corriente está hoi en tanto i se han capitalizado los intere-
ses correspendientes» i don Carlos contestaba: «Me he im-
puesto del estado en que se halla mi cuenta corriente i que-
do conforme con la capitalización de intereses de que Ud. 
me dá cuenta.» 

I en esta forma habia diez o mas cartas de don Cárlos 
Cousiño eu las que denominaba este contrato de cuenta co 
rriente. 

Sin embargo, a pesar de que las partes llamaban al con-
trato contrato de cuenta corriente, a pesar de que el señor 
Cousiño aceptaba esta denunciación, se examinó el carácter 
del contrato a la luz del Código de Comercio i la Corte dijo; 
este contrato no es de cuenta corriente, es de mutuo i en el 
contrato de mutuo no pueden capitalizarse los intereses. 

Yo quedé sumamente contrariado con la sentencia, por-
que no podia aceptar que los Tribunales de justicia vinieran 
a darle a un contrato un carácter i un nombre distinto d^l 
que las propias partes querían darle. 

Han pasado los años, i perdida ya la pasión del pleito, he 
llegado a convencerme de que los Tribunales de justicia 
obraron mui bien, porque la denominación que las partes, o 
quien quiera que sea, dé a un contrato no desvirtúa ni mo-
difica el carácter que le imprime a él su propio organismo, 
la lei misma. 

Si una persona se llama Diego Pérez, se hace llamar, i él 
mismo se llama, Pablo Antonio, por mucho que le repitamos 
i le gritemos su nombre ficticio, no lograremos cambiar su 
personalidad, porque ésta no depende de la voluntad de él, 
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ni de la mia, ni de muchas otras voluntades juntas, sino de 
las instituciones que en el pais existen para guardar la filia-
ción de un individuo i procurar su identificación en un mo-
mento dado. 

Los contratos son verdaderos organismos independiantes 
con naturaleza jurídica i atributos que la lei les dá, cuya 
fisonomía no puede ser cambiada por voluntad de las par-
tes, sino por obra de la lei misma. 

Ni aun por obra de nuestro consentimiento pueden las 
partes alterar o desfigurar la fisonomía de un contrato; la 
calificación de él corresponde darla a los Tribunales de 
Justicia. 

De manera que el hecho de que las partes llamen a un 
contrato, contrato de transacción no significa que sea t ran-
sacción, así como no significó, en el caso a que hace un mo-
mento me he referido, que fuera de cuenta corriente un con-
trato porque así lo creían i lo llamaban las partes. 

Tengo a la mano, i voi a leer a la lijera, la sentencia l i-
brada por la Corte de Concepción en un caso análogo al que 
tratamos. 

Se trataba de un marido que quiso disponer de los bienes: 
de su mujer en circunstancias que ésta no se allanaba a 
prestarle su autorización para verificar la respectiva ena 
jenacion o hipoteca. 

El marido buscó entonces un amigo, de esos que nunca 
faltan, i por medio de este amigo simuló un pleito, al cual 
se le puso término por una transacción. 

Elevado el asunto a la Corte de Concepción, ésta dijo 
esto no es transacción, sino una enajenación de bienes, por-
que el objeto del contrato ha sido trasferir el dominio de 
derechos no dudosos ni discutibles. 

Dice la sentencia: 
«1.° Que en la escritusa cuya nulidad Se reclama, los ma-

ridos de las demandantes declaran de una manera empresa 
que hacen renuncia, por sí o por las acciones que represen-
tan de cualquier derecho que pudieran hacer valer respecto 
del terreno materia de dicha escritura, i así mismo que to-

3 
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dos los actos de dominio ejecutados por sus antecesores los 
fueron a nombre de don José M. Avello; 

2.° Que esta renuncia, llamada por los representantes tran-
sacción de los derechos que los mandantes representaban 
que la eseucia del contrato o sea su principal objeto; 

3.° Que esta renuncia, llamada por los representantes tran-
sacción, importa una enajenación de dichos derechos, pues-
to que los demandantes se desprendían de ellos a favor de 
un tercero; 

4.° Que las acciones i derechos inmuebles deben reputar-
se bienes raices; 

5.° Que no se puede considerar la escritura de la referen-
cia como simple reconocimiento de un hecho, porque acep-
tando semejante interpretación seria fácil burlar todas las 
precauciones i garantías establecidas por la lei en resguar-
do de los bienes raices de las mujeres casadas, pues basta-
ría que el marido reconociera el dominio de terceros en sus 
bienes para despojarlas de la propiedad; i 

6.° Que para la enajenación de los bienes raíces de la mu-
jer casada, que el marido esté o pueda estar obligado a res-
tituir en especie es necesaria la voluntad de la mujer i de-
creto del juez que la autorice, requisitos que en el presente 
caso se han omitido. 

En fuerza de estas consideraciones i visto lo preceptuado 
en los artículos 1681, 1684 i 1754 del Código Civil, se de-
clara que ha lugar a la demanda.—Bustos. —Riquelme Que-
zada, secretario. 

Concepción, 15 de Junio de 1903.—Vistos: eliminando el 
considerando quinto i teniendo ademas presente lo dispues-
to en los artículos 1690 i 1698 del Código Civil, se confirma 
la sentencia apelada de 26 de Mayo de 1890, corriente a fo-
jas 58, con costas del recurso, en cuanto por ella se declara 
nulo por lo que respecta a los demandantes, el contrato de 
30 de Noviembre de 1885, que corre a fojas 9. 

Publíquese i devuélvase.—Zenteno B.—Egaña. — Figueroa 
Lagos.—Ojeda.—Salas.—Pronunciada por la Iltma. Corte.— 
Blaitt) secretario.» 
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Si rejistramos la Gaceta de los Tribunales en cada pájina 
encontraremos casos en que los Tribunales de Justicia han 
calificado la naturaleza de un contrato atendiendo a su na-
turaleza jurídica i no a la voluntad de las partes. 

De manera que el argumento de que las partes llamen 
transacción a este contrato para probar que es transacción 
no es digno de tomarse en cuenta, puesto que de la natura-
leza de los hechos se desprende, que el objeto del contrato, 
no era transijir sino enajenar bienes raices cuyo dominio no 
era discutido ni dudoso. 

En consecuencia, E^cmo. señor, la Sala sentenciadora al 
calificar de transacción este contrato ha incurrido en un 
error de derecho, ha infrinjido el articulo 2446 del Código 
Civil que establece lo que es transacción i violado el artícu-
lo 225 de la Ley de Organización de los Tribunales que es-
tablece que la autorización para enajenar o hipotecar in-
muebles solo podrá darla el juez del lugar donde esos in-
muebles estén colocados. 

Ahora bien ¿qué consecuencia ha tenido la infracción de 
disposiciones legales como las citadas, o sea el error de de-
recho de calificar como transacción un contrato que debió 
calificarse de compraventa? 

Desde luego, este error de derecho ha influido fundamen-
talmente en la parte dispositiva del fallo; porque, calificando 
sanamente el contrato como de enajenación de bienes raices 
pertenecientes a incapaces, la Sala sentenciadora debió en lo 
dispositivo de su fallo declarar nula la escritura de 8 de 
Agosto de 1896, por no haberse cumplido los requisitos que 
las leyes establecen para la enajenación de bienes de hijos 
de familia i menores habilitados de edad, ya que, por lo que 
respecta al hijo de familia, no se autorizó la enajenación por 
el Juez competente i, por lo que respecta a los menores ha-
bilitados, faltó la misma autorización i ademas el requisito 
de la pública subasta. 

La Lei de Organización i Atribuciones de los Tribunales 
así lo dice categóricamente en su artículo 225 i esta es una 
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lei de orden público que establece las facultades, las atribu-
ciones de un Poder i las partes no pueden renunciarla. 

Resulta, entonces, que la autorización concedida por el 
juez de Valparaiso es nula, porque, como sabe mui bien el 
Excmo. Tribunal, los actos ejecutados por una autoridad 
fuera de la órbita de sus atribuciones legales o constitucio-
nales son nulos, carecen de valor legal como si los ejecutara 
el portero de los Tribunales o cualquiera que pasa por la 
calle. De modo que habiendo autorizado la venta un juez 
incompetente como lo era el de Valparaiso no ha habido au-
torización i no habiendo autorización quiere decir que la 
venta se ha hecho sin intervención de la justicia, porque lo 
mismo da que no intervenga la justicia, que el que la auto-
rización la preste el funcionario que no está facultado para 
darla. 

El artículo 303 del Código Civil dice respecto de los me-
nores habilitados de edad. 

«El menor habilitado de edad no podrá enajenar o hipote-
car sus bienes raices ni aprobar las cuentas de su tutor o 
curador, sin autorización judicial; ni se concederá esta au-
torización sin conocimiento de causa. 

La enajenación de dichos bienes raices, autorizada por el 
Juez, se hará en pública subasta.» 

De modo que los requisitos esenciales para la validez de 
la venta de un bien raíz perteneciente a un menor habilita-
do de edad son dos, a saber: autorización del juez con co-
nocimiento de causa i que la venta se haga en pública su-
basta. ¿Ha habido en el presente caso pública subasta? Nó, 
ese es un hecho indiscutido, i lo reconoce la parte contra-
ria i la Corte de Apelaciones concurriendo ambas en su e s -
fuerzo por sostener que la pública subasta no es necesaria 
para la validez de una transacción que afecta bienes raices 
de menores habilitados de edad por considerar que este es 
un requisito incompalible con la naturaleza de aquel con-
trato. 

I, es bien singular que haya encontrado acojida en la Sa-
la sentenciadora la mas orijinal doctrina que jamas se haya 
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sostenido con seriedad en nuestros Tribunales. La defensa 
contraria reconoce imperiosamente que, los menores habilita-
dos, para transijir sobre sus bienes raices necesitan la au" 
torizacion judicial; pero, como se necesita también para ena-
jenar válidamente, la venta en pública subasta, dice que es-
te requisito no es condicion necesaria para la validez de la 
transacción por ser incompatible con ella. 

Lo lójico i racional habría sido sostener que, como la 
transacción importa enajenación, no pueda celebrarse el 
contrato que no puede cumplir con aquel requisito i no in-
ventar una lei acomodaticia a los intereses de la defensa 
contraria que, con graciosa naturalidad, elimina en los con-
tratos el cumplimiento de requisitos que son esenciales para 
su validez. 

El señor Presidente.—Habiendo llegado la hora continua-
rá el señor abogado alegando en la próxima semana en el 
dia que se fijará en la tabla. 

Audiencia de 15 de Noviembre de 1910. 
El Sr. Presidente. —Puede continuar alegando el señor 

abogado. 
El Sr. Alessandri. — Con la vénia del Sr. Presidente con-

tinúo alegando por don Alfredo Cardemil Reyes i por los 
señores Joaquin i Florencio Verdugo. 

Creo haber demostrado en la audiencia pasada que el 
dominio de las cincuenta i seis pertenencias no estaba en 
tela de juicio, no era un derecho discutido, discutible ni 
dudoso. 

Creo haber demostrado también que el objeto principal 
de la transacción en este caso fué la transferencia de este 
dominio a Perfetti, mediante el pago de una suma i de com-
pensaciones en dinero. 

Manifesté que estos hechos aparecen comprobados en el 
pleito, primeramente por la reproducción que hace la sen-
tencia recurrida del considerando primero de la sentencia 
de primera instancia i en seguida porque asi lo establece la 
propia sentencia de segunda instancia en sus considerandos 
6.°, 7.°, 8.° i 9.°. 



— 38 -

Agregué que estando comprobados estos hechos del pleito 
que acabo de enunciar, había cometido la Sala sentencia-
dora un error de derecho al calificar este contrato de tran-
sacción, porque dentro de lo dispuesto en el art. 2446 del 
Código Civil es requisito esencial de la transacción que 
verse sobre derechos discutidos, discutibles o dudosos, que 
sean materia de litis o que puedan serlo; i en este caso el 
derecho en cuestión no era ni podia ser materia de litis, 
porque nunca, ni por el propio Perfetti, se habia puesto en 
duda el dominio de los Srs. Verdugo a las cincuenta i seis 
pertenencias. 

Siendo, por lo tanto, el objeto principal del contrato en 
referencia la transferencia de dominio de un derecho no dis 
cutido ni dudoso en cambio de compensaciones en dinero, 
sostuve yo, Excmo. Señor, que ese contrato reunía los carac-
teres que señala el art. 1793 para la compra venta. 

Establecido así el error de derecho que habia cometido la 
Corte de Valparaíso, pedia al Tribunal Excelentísimo que 
procediera a la anulación de la sentencia, o sea, que se sir-
viese acojer el recurso de casación en el fondo que mi par-
te ha entablado. 

Manifestaba en seguida a V. E. que este error de derecho 
de la Sala sentenciadora habia influido en la parte disposi-
tiva de la sentencia, porque importando una enajenación de 
bienes raices el contrato debió haberse tramitado i exijido 
para su validez los requisitos establecidos en los artículos 
255 i 303 del Código Civil. 

El artículo 255, como sabe el Excmo. Tribunal, dispone 
que el padre de familia no podrá enajenar ni hipotecar bie-
nes raices del hijo bajo su patria potestad sino con autori-
zación judicial, la cual deberá ser otorgada por el juez con 
conocimiento de causa. 

Ahora bien, importando el contrato de 8 de Agosto del 96 
una enajenación de bienes raices, sostuve yo que debía pa-
sar por el tamiz de estos trámites i que esta autorización 
debía concederse con conocimiento de causa por el juez 
competente. 
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I entraba a determinar ante Vuecencia por cual juez de-
bía prestarse la autorización, planteando así un asunto que 
en realidad no importa una cuestión de derecho, porque es 
materia de la simple lectura de la Lei de Organización de 
Tribunales. 

El artículo 225 de esta lei dice que el único juez compe-
tente para autorizar la liipotecacion o enajenación de bienes 
raices es el juez del lugar donde están situados los inmue-
bles. 

Es un hecho del pleito que las 56 pertenencias sal i t reras 
están situadas en la provincia de Tarapacá. 

Ha cometido, por lo tanto, la Corte de Valparaíso un nue-
vo error de derecho cuando ha considerado válida i buena 
la venta o enajenación de bienes raices autorizada por el 
juez de Valparaíso que es juez de un lugar distinto a aquel 
en donde están colocados los inmuebles. 

Sobre el error de derecho consistente en calificar de tran-
sacción un contrato que es de compra venta, ha acumulado, 
pues, la Corte de Valparaiso este otro de considerar bastan-
te la autorización judicial para enajenar bienes raices con-
cedida por un juez distinto de aquel en donde están situados 
los inmuebles. 

La lei exije que la enajenación de bienes raices de habili-
tados de edad deberá hacerse con autorización del juez, la 
cual se prestará con conocimiento de causa, i todavía, agre-
ga, que la venta se haga en subasta pública. 

Importando el contrato de 8 de Agosto de 1896 una ena-
jenación de bienes raices de menores habilitados de edad 
ella ha debido hacerse con autorización del juez del lugar 
en donde esttín situados los inmuebles el cual ha debido 
prestarla con conocimiento de causa, i todavía, ha debido 
hacerse en pública subasta. 

No admite la lei enajenación en otra forma. I pena con la 
nulidad todas aquellas enajenaciones que se hagan con omi-
sion de cualquiera de los tres requisitos referidos. 

Importando, como he dicho, el contrato de 8 de Agosto 
una enajenación de bienes raices, sin que la autorización 
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respectiva haya sido concedida por el juez competente i sin 
que haya mediado subasta pública, por loque respecta a los 
menores habilitados de edad, la Sala sentenciadora ha come 
ti do dos graves errores de derecho al considerar válido un 
contrato, cuya nulidad aparece de todos los antecedentes de 
este pleito. 

Si estos errores de derecho no se hubiesen cometido la 
Corte de Valparaiso debió declarar nulo el contrato de 8 de 
Agosto de 1896; por consiguiente, ellos han influido en la 
parte dispositiva de la sentencia. 

Es un hecho probado en el pleito que, aun en la hipótesis 
de que este contrato sea de transacción, se ha verificado 
por medio de él una enajenación de bienes raices pertene-
cientes a un hijo sometido a la patria potestad i a dos me-
nores habilitados de edad. En el hecho de que en esta tran-
sacción ha habido enajenación, están de acuerdo la parte 
contraria i la Sala sentenciadora. 

De modo que V. E. para la conclusión de derecho a que 
tiene que llegar al emitir su fallo, tiene que partir de la ba-
se de que este es un hecho probado en el pleito porque la 
Corte de Apelaciones de Valparaiso así lo ha establecido con 
una r laridad i nitidez admirable en los considerandos 6.°, 
7.°, 8.° i 9.° de su sentencia, que el Tribunal Excmo. me per-
mití rá recordarle. 

Dice el considerando 6.°: 
«6.° Que es también de la esencia del contrato de tran-

sacción que haya de parte de alguno ds los contratantes o 
de una i 'otra parte renuncia de derechos de los que lian da-
do lugar a la acción litijiosa o de los que pueden acasionar 
ún juicio eventual, i de los antecedentes consta que por el 
mismo contrato de 8 de Agosto de 1896, renunció Perfetti al 
cobro de las cantidades a que se consideraba tener derecho 
i que habian motivado su demanda reconvencional, i a la 
retención de las salitreras miéntras no se efectuara su pago 
i por parte de los Verdugos i del menor Cardemil se hizo 
renuncia de los derechos ventilados en su demanda para la 
entrega de los terrenos salitrales i para la rendición decuen-
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tas provinientes del mandato conferido a Perfetti con el 
objeto de obtener del Fisco la entrega de las cincuenta i seis 
estacas salitrales». 

Agrega en el 8.°: 
«8.° Que aun importando esa renuncia una compra venta 

i transferencia de dominio, no hai razón legal para que no 
pudiera ella ser comprendida en la transacción como remu-
neración equivalente o como compensación de la renuncia 
que por su parte hacia Perfetti de los derechos que habia 
formulado en su aludida reconvención i que podia libremen-
te ejercitar en litijio separado.» 

De modo que la Sala sentenciadora reconoce que ha ha-
bido enajenación dentro de la transacción; pero sostiene, al 
mismo tiempo, que esta enajenación ha sido una compensa-
ción dada al señor Perfetti en pago del dinero que dicho se-
ñor habia invertido. 

Lo único en que no estamos de acuerdo a este respecto es 
en el alcance jurídico de la transferencia de dominio. Yo 
sostengo que ese contrato es una enajenación de bienes rai-
ces i la Sala, reconociendo el hecho i aceptando que ha ha-
bido enajenación i transferencia de dominio, dice que eso 
no basta para desvirtuar el carácter de transacción de di-
cho contrato, porque la enajenación i transferencia de do-
minio han sido tan solo parte de la transacción, precio de la 
transacción, un antecedente para establecer la compensa-
ción en dinero prestada por Perfetti. 

Si la Corte de Valparaiso reconoce este hecho en su con-
siderando 8.° i lo afirma aun mas en el 9.° ¿cómo ha podido 
pasar por encima de los artículos 255 i 303 del Código Civil? 
Para que la Corte pudiera proceder correctamente, hacien-
do caso omiso de lo dispuesto en esos artículos, sería nece-
sario que el Código Civil dijera que si la enajenación i trans-
ferencia de dominio de los bienes raices de los incapaces se 
hace por vía de otro contrato que no sea el de compra-ven 
ta, no rijen las disposiciones de los artículos ya citados. 

Si tal dijera nuestro Código, seria verdadera la conclu-
sión a que llega ese Tribunal; pero V. E. no encontrará en 
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el Código Civil disposición alguna que tal diga i, no exis-
tiendo esa disposición, quedamos en presencia de las reglas 
jenerales establecidas por los ya mencionados artículos, que 
nos dicen que son necesarias la autorización judicial i la 
pública subasta siempre que haya enajenación o transferen-
cia de dominio de bienes raices de hijos de familia o de me-
nores habilitados. De suerte que aun cuando la transferencia 
de dominio se haya hecho por medio de la compraventa o 
de la transacción hai que aplicar siempre las reglas estable-
cidas por esos artículos. 

Habiendo reconocido la Sala sentenciadora que en esta 
transacción ha habido transferencia de dominio, ha infrin-
jído abiertamente esos dos artículos del Código Civil i el ar-
tículo 225 de la Lei Orgánica de Tribunales, porque ha 
aprobado la autorización de un juez incompetente i ha acep-
tado como válida la transferencia de dominio sin la pública 
subasta, impuesta en forma imperativa por el artículo 303 
del Código Civil para los menores habilitados de edad. 

En ambos casos ha habido enajenación i transferencia de 
dominio i V. E. no puede salir de este hecho probado en el 
pleito i que constituye la esencia de la casación, de modo 
que el Tribunal Excmo., para aplicar la lei, tiene que partir 
de este hecho, impartiendo de esta base, tiene que llegar a 
la conclusión de que la Sala sentenciadora ha cometido un 
error de derecho. 

Creo haber demostrado hasta la evidencia que, dentro 
de los hechos del pleito, considerando este contrato como 
compra-venta o transacción, es el hecho que la Corte de Ape-
laciones de Valparaiso ha cometido un error de derecho, 
porque, en uno u otro caso, hubo enajenación o transferen-
cia de dominio de bienes raices de incapaces sin llenar los 
requisitos necesarios para la validez de esta enajenación o 
•transferencia. 

No quiero molestar mas al Excmo. Tribunal i no entraré 
a ocuparme de si la transacción es declarativa de derecho 
o traslaticia de dominio porque esto, que ha sido materia de 
acaloradas discusiones en los tribunales franceses, no cabe 
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dentro de nuestro derecho, puesto que está resuelto por el 
artículo 703 del Código Civil que dice que la transacción 
puede ser declarativa de derecho o traslaticia de dominio i 
cuando es traslaticia de dominio, es necesaria la inscripción. 

No insisto en esto porque no hace al caso. 
Para probar lo que deseo, no me importa que a esa tran-

sacción se la considere o llame traslaticia de dominio o de-
clarativa de derecho porque ha habido transferencia de do-
minio i la lei 110 hace escepcion i no habiendo escepcion ha 
habido compra venta i habiendo habido compra venta, han 
debido llenarse los requisitos establecidos por la lei para es-
ta clase de contratos. 

IV 

L A SALA SENTENCIADORA HA COMETIDO ERROR DE DEHECHO 

ACEPTANDO COMO VÁLIDA U N A TRANSACCION CELEBRA-

DA POR PERSONAS A QUIENES NO PERMITE CELEBRARLA 

EL ARTÍCULO 2447 D E L CÓDIGO CLVIL. 

Como digo, creo haber demostrado el primer error de de-
recho en que lia incurrido la Sala sentenciadora. 

Voi a entrar, ahora, a la parte mas importante de mi ale-
gato: al error dé derecho mas grave que la Sala sentencia 
dora lia podido cometer. 

Pocas veces, Excmo. Tribunal, se habrá podido presentar 
a la consideración de V. E. un caso de derecho mas típico i 
que entre mas.dentro de las atribuciones de la Corte de Ca-
sación i, sobre todo, un caso que tenga mayor trascenden-
cia porque el punto de derecho que voi a someter a la aten-
ción de Vuecencia es una especie de quicio alrededor del 
cual jira todo nuestro réjimen legal ei: orden a las garan-
tías con que la lei ha cubierto en sus derechos i propieda-
des a ciertas personas que carecen del debido juicio i dis-
cernimiento para defenderse por sí mismas. 
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I yo sostengo, Excmo. Tribunal, que el padre de familia no 
puede transijir sobre los bienes raices del hijo sometido a 
la patria potestad, que, legalmente, no pueden tampoco 
transijir sobre los bienes raices de su peculio los menores 
habilitados de edad i, que el marido no puede tampoco tran-
sijir, siempre que la transacción afecte en forma directa o 
indirecta al dominio de los bienes raices de la mujer casa-
da i el curador si que puede transijir sobre los bienes de 
su pupilo. 

I sostengo que el curador puede transijir respecto de los 
bienes raices de su pupilo cuando la transacción afecta a 
dichos bienes, ya sea en forma directa o indirecta, porque 
hai una disposición espresa de la lei que lo faculta para ello. 

Excmo. señor, se dice que esta es una doctrina peregrina 
traida por mí a los estrados del Excmo. Tribunal cuando to-
dos los dias no vemos otra cosa que autorizaciones presta-
das por los Jueces de letras para efectuar transacciones so-
bre bienes raices de hijos sometidos a patria potestad, o de 
menores habilitados de edad o bien para realizar transac-
ciones relativas a bienes raices de la mujer casada en el es 
tado normal de la sociedad conyugal. 

Pues bien, ai eso sucede quiere decir que se falta a la lei i que 
todas esas transacciones en que en una forma directa o indi-
recta se dispone de los bienes raices de las personas ya 
enumeradas, son nulas de pleno derecho; i que la buena for-
tuna de la Administración de Justicia de este pais ha per-
mitido que llegue este caso tan cristalizado i tan nítido al 
elevado criterio de Vuecencia para que fije la norma de 
conducta que deben seguir los tribunales inferiores a este 
respecto a fin de que se corrijan los abusos que se han co-
metido i cometen por esta ancha puerta de las transaccio-
nes por la cual se vacia todo nuestro réjimen de garantías ' 
establecido por la lei en orden al amparo i tuición de cier-
tas personas incapaces. 

I voi a hacer ver al Excmo. Tribunal, no por lo que yo pue-
da decir sino por la claridad con que se destaca la doctrina 
misma, que lo que estoi sosteniendo es la verdad jurídica i, por 
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consiguiente, la Sala sentenciadora al considerar como tran-
sacción el contrato del 8 de Agosto de 1896 relativo a bie 
nes raices de menores habilitados de edad, de hijos de fami-
lia sometidos a patria potestad, ha cometido también un 
error jurídico, porque ha considerado que estas personas 
puedan celebrar el contrato de transacción cuando dentro 
del espíritu i letra de las disposiciones legales pertinentes 
no la han podido celebrar en ningún caso. 

He citado ya el artículo 2447 del Código Civil que dice 
que no puede transijir sino la persona capaz de disponer del 
objeto u objetos comprendidos en la transacción. El Excmo. 
Tribunal puede notar como primera particularidad, que la 
transacción es uno de los últimos contratos de que trata el 
Código Civil i que ántes de él ha tratado de los contratos de 
compra venta, de arrendamiento, de permuta, de sociedad, 
de mandato, de depósito, de prenda, en una palabra, todos 
los contratos que son materia de derecho han pasado por el 
tamiz de la lei i se rejistran en pajinas anteriores a este con-
trato i en ninguno de ellos existe una disposición análoga o 
semejante a esta que en forma tan especial estableció el le-
jislador para la transacción. 

Pregunto yo ¿ha encontrado el Excmo. Tribunal una dis-
posición análoga a esta en los contratos de compra-venta, 
de arrendamiento, de sociedad, de mandato, de depósito o de 
prenda? ¿Dónde ha encontrado el Excmo. Tribunal esa dis 
posicion? No está en ninguna parte i, sin embargo, hai razo-
nes para que estuviera. 

Porque, cuando el lejislador ha dicho el contrato de com-
pra venta consiste en tal o cual cosa ha podido decir que no 
pueden celebrar el contrato de compra venta los que no pue-
den disponer de los bienes que van a ser afectados por di-
cho contrato i respecto del contrato de arrendamiento que 
no pueden arrendar los que no pueden disponer libremente 
de los bienes materia del contrato, o cuando se trata del con-
trato de mandato que no pueden conferirlo las personas que 
no pueden disponer de los bienes que están sometidos al 
mandato, respecto del contrato de sociedad pudo también 



— 4(5 — 

decir que las personas que no pueden disponer de los bienes 
que van a formar parte del haber social, no pueden celebrar-
lo, etc., i, sin embargo, la lei no ha dicho una sola palabra 
de esto al t ratar de estos contratos. 

¿Por qué esta diferencia? Por alguna razón debe ser. 
¿Por qué no ha establecido la lei la misma regla de la tran-

sacción respecto de todos los demás contratos? 
Porque no necesitaba decirlo; porque según las reglas je-

nerales solo pueden celebrar e¿tos contratos las personas que 
tienen capacidad para celebrarlos. I por eso el articulo 1445 
dice terminantemente que la primera condicion para que 
valga una declaración de voluntad es que la persona sea le-
galmente capaz, en segundo lugar, que preste su consenti-
miento i que este no adolezca de vicio, en tercer lugar que 
recaiga sobre objeto licito i, en cuarto, que el contrato tenga 
una causa lícita. 

I, sin embargo, la lei no repite esta regla de capacidad en 
cada uno de los contratos que he enumerado porque no tiene 
para qué decirlo ni repetirlo; porque eso va sin decir, como 
dicen los comentadores franceses. 

Entonces ¿por qué esta especialidad del artículo 2447? 
¿Por qué esta regla especial para la transacción cuando si 
hubiera querido establecer una simple regla de capacidad 
tío necesitaba decirlo ya que ella caia dentro de los princi-
pios jenerales? 

I el lejislador, Excmo. Tribunal, no necesitaba decirlo aquí 
ni habría tenido para qué hacerlo, porque estaba ya incluida 
en la regla jeneral de la capacidad, puesto que toda persona 
para contratar debe ser capaz. La lei, sin embargo, nada ha 
dicho al referirse a los demás contratos i solo viene a esta-
blecer esta especialidad al hablar de la transacción, lo que 
quiere decir, si hemos de suponer lójica en ei lejislador, que 
éste se ha encontrado en presencia de un contrato especia-
Ihimo i que ha querido, en consecuencia, dar también a este 
respecto una regla especialísima i jeneral para este contrato. 

Esto manifiesta que el lejislador no ha querido dar una 
regla de capacidad sino una regla especial para el contrato 
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de transacción; porque de otro modo no se comprende que 
siendo análogas las situaciones, hubiera venido el lejislador 
todos los dias a hacer una regia especialisima que estaba, 
por lo demás, ya incluida en la regla jeneral de la capaci-
dad, si es que ella fuese de capacidad. 

Por todas estas consideraciones tenemos que llegar, enton-
ces, a la conclusión i consecuencia que el lejislador ha que-
rido establecer aquí una prohibición legal que mira a la 
naturaleza misma del contrato i no a la persona de los con-
tratantes, i que 110 es en manera alguna regla de capacidad 
sino un requisito esencial establecido para la validez del acto 
o contrato. 

Ahora bien ¿cuál es el alcance que debemos dar a esta 
disposición del artículo 2447 establecida especialmente para 
el contrato de transacción i que no rije respecto de los de-
mas contratos? 

¿Qué quiere decir este artículo 2447? 
Quiere decir, Excmo. Tribunal, que la lei prohibe, que no 

permite; que veda en absoluto celebrar el contrato de tran-
sacción a todas aquellas personas que no pueden disponer 
libremente de los objetos que son base o que están someti-
dos a la transacción. 

I fíjese el Kxcmo. Tribunal que he agregado la palabra 
libremente que, aun cuando la lei no la pone es porque con 
sidera que la facultad de disponer lleva envuelta la idea de 
libre disposición sobre un objeto, de desprenderse de su 
dominio con entera libertad, sin sujeción a regla alguna, por 
el simple i absoluto juego del libre albedrío de la persona i 
sin sujeción a voluntad estraña. 

No se puede sostener que el que tiene que someter su 
voluntad al tamiz de un requisito, de una regla o de una 
traba cualquiera, sea una persona que pueda disponer d'e sus 
bienes, desde que en sus procedimientos con respecto a ellos 
está sometida a otra voluntad. 

El padre de familia en el manejo de los bienes de su hijo 
no puede proceder por su sola voluntad: está sometido a la 
voluntad del juez i de la lei. 
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El juez está llamado a decir si el padre de familia puede 
o no enajenar esos bienes; si le está o no permitido ha-
cerlo. 

Por consiguiente, la voluntad del padre de familia en esta 
materia está entrabada por una voluntad superior, de ma-
nera que aun cuando el padre de familia quiera ejercer 
libremente su voluntad, tendrá que consultar ántes la volun-
tad del juez. 

Si el juez quiere enajena; si el juez no quiere no ena-
jena. 

Por lo tanto, su acción está entrabada; no puede ejercerla 
libremente. Está sometido i el que está sometido no puede 
disponer. 

Otro tanto puede decirse de los menores habilitados de 
edad. 

¿Pueden éstos disponer de sus bienes? 
No, señor, porque si quieren desprenderse de ellos, no pue-

den hacerlo como un mayor poniendo en ejercicio solo su 
voluntad i libre albedrío; tienen que respetar a otra autori-
dad superior que es la del juez, a la cual están sometidos en 
los procedimientos que se refieren a la disposición de sus 
bienes. 

Necesita el menor habilitado de edad autorización judicial 
para vender i todavía necesita someterse al requisito de la 
subasta pública. 

No se puede, por lo tanto, sostener que el menor habilita-
do de edad pueda disponer de sus bienes. 

Por lo demás, la facultad de disponer escluye toda idea de 
limitación o traba, toda idea que signifique entorpecimiento 
u obstáculo a la acción del que dispone. 

Estas ideas me parecen claras i elementales; pero apare 
cen aun mas claras i elementales dentro de la doctrina sus-
tentada por el señor Pineda al emitir su voto especial en la 
sentencia recurrida. 

El señor Pineda hace una argumentación que no admite 
réplica. Dice: para fijar el alcance del artículo 2447 del Có-
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digo Civil es menester determinar cuál es el alcance de la 
palabra «disponer». 

Porque la defensa contraria, Excmo. señor, sostuvo que 
la palabra «disponer» no tenia el alcance que estoi dándole 
en estos instantes, i que, en su concepto, disponían todas 
aquellas personas que ejercían esta acción sometiéndose a 
los requisitos o reglas que el Código establecía. Así disponia 
el padre de familia ajustándose a tales o cuales requisitos i 
disponia el menor habilitado de edad ajustándose a tales o 
cuales otros requisitos, luego, se agregaba, esas personas 
pueden transijir. 

Pero el señor Pineda fijó el alcance de la palabra «dispo-
ner.»; i lo hizo con una claridad propia de aquel ilustrado 
ministro i el mas ilustrado i estudioso de los majistrados de 
Valparaíso, dicho sea sin ofender a nadie. 

Dijo el señor Pineda ¿cuál es la regla de hermenéutica 
para determinar el alcance i verdadera significación de las 
palabras empleadas en la leí? 

En jeneral debe darse a las palabras el alcance que la 
propia lei les fija i cuando no las define o establece su signi. 
ficncion deberá estarse a su sentido natural i obvio. 

Como ántes no se-ha definido en la lei la palabra «dispo-
ner», es menester atenerse a su sentido natural i obvio; es 
menester atenerse a la significación que el Diccionario dé la 
lengua establezca para ella. 

Dice el Diccionario: «Disponer: «Obrar uno libremente en 
el destino o enajenación de sus bienes por donación, venta, 
renuncia, etc.» 

De manera que el señor Pineda buscando conforme a las 
reglas de hermenéutica, el sentido de la palabra «disponer», 
llegó a la misma conclusión que mi defensa, o sea, a la de 
que la palabra «disponer» lleva en sí misma envuelta la 
idea de libertad, de acción libre de toda sujeción a voluntad 
o requisito estraño. 

Disponer es jugar, accionar con libertad en orden a un 
bien determinado. 

4 
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I no sé qué contestación podría darse a una argumenta-
ción de esta naturaleza. 

El señor Pineda se ha referido al Diccionario de la Len-
gua, única autoridad por ahora a que debemos acudir para 
resolver en casos de duda sobre la significación de una pa-
labra. 

Podrá tener el Diccionario de la Academia todos los de-
fectos que se quiere; pero miéntras otra autoridad supe-
rior no se sobreponga a esa, tendremos que acudir en casos 
de conflicto o consulta a ese Diccionario. 

Por consiguiente, tanto por su sentido natural i obvio, 
como por los efectos a que ella se refiere, tanto por la forma 
en que está redactado el artículo, como por la definición que 
da el Diccionario, la palabra «disponer» se refiere a la dis-
posición libre de un bien determinado, i por lo tanto¿ no 
pueden transijir aquellas personas que no pueden jugar li-
bremente con relación a sus bienes raices. 

I en mi concepto, este es el alcance verdadero del artículo 
2447 del Código Civil. 

Estamos en presencia de una regla especial para el con-
trato de transacción, regla que no encontramos establecida 
respecto de los demás contratos. 

Estamos en presencia de una regla que dice que ademas 
de las reglas jenerales que rijen para los demás contratos 
con relación a la capacidad de los contratantes, se necesita 
para el contrato de transacción esta circunstancia especial 
de que las peraonás contratantes puedan disponer libremen-
te del objeto materia de la transacción. 

I este principio de derecho es inconcuso, no admite dis-
cusión. 

De toa antecedentes que he venido esponiendo ante el Tri 
bunal, fluye natural i lójicamente la conclusión de que la 
presente disposición especial para un contrato es una regla 
jeneral por lo que respecta a ese contrato. 

Estamos, por lo tanto, en presencia de una regla especial 
i jeneral, por lo que respecta al contrato de transacción. 

La regla no tiene escepcion. 
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Entonces, en presencia de los hechos del pleito i del ar-
tículo 2447 del Código Civil ¿han podido transijir las perso 
ñas que aparecen contratando en la escritura de 8 de Agosto 
del 96? 

Nó, señor; porque el padre no puede disponer de los bie-
nes cuyo cuidado les está encomendado, los menores ha-
bilitados de edad, no pueden tampoco disponer libremente 
de los suyos, luego no pueden transijir. 

El artículo 255 dice: «no se podrán enajenar ni hipotecar 
en caso alguno los bienes raices del hijo, aun pertenecientes 
a su peculio profesional, sin autorización del juez con cono-
cimiento de causa» 

El 3H3, dice: «El menor habilitado de edad no podrá enaje-
nar ni hipotecar sus bienes raices ni aprobar las cuentas de 
su tutor o curador, sin autorización judicial; ni se concederá 
esta autorización sin conocimiento de causa. 

La enajenación de dichos bienes raices, autorizada por el 
juez, se hará en pública subasta». 

I el 1794 establece que cuando el precio consiste parte en 
dinero i parte en otra cosa, se entenderá permuta si la cosa 
vale mas que el dinero, i venta en el caso contrario. 

H li que a'^regir a esto lo que disponen los artículos 393 
i 394 respecto de los bienes del pupilo. 

Dicen esos artículos: 
El 393. «No será lícito al tutor o curador, sin previo de-

creto judicial, enajenar los bienes raices del pupilo, ni g ra 
varios con hipoteca; censo o servidumbre, ni enajenar o 
empeñar los muebles preciosos o que tengan valor de afec-
ción; ni podrá el juez autorizar esos actos, sino por cauaa 
de utilidad o necesidad manifiesta». 

El 394. «La venta de cualquiera parte de los bienes del 
pupilo enumerados en los artículos anteriores, se hará en 
pública subasta». 

De modo que nos encontramos en presencia de cuatro 
disposiciones iguales establecidas respecto de la emajenacion 
e hipotecaeion de los bienes raices del hijo bajo patr ia po-
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testad, el menor habilitado de edad, la mujer casada i el 
pupilo. I llegamos al artículo 400 que dice: 

«Se necesita asimismo prévio decreto para proceder a 
transacciones o compromisos sobre derechos del pupilo que 
se valúen en mas de mil pesos, i sobre sus bienes raices; 
i en cada caso la transacción o el fallo del compromisa-
rio se someterán a la aprobación judicial, so pena de nu-
lidad». 

Como se vé, en este artículo se faculta al curador para 
transijir sobre los bienes raices del pupilo, prévia autoriza-
ción judicial. 

Yo invito al Excmo. Tribunal i a la defensa contraria a 
buscar en el Código Civil una disposición igual a la estable-
cida en 'el artículo 400 respecto de los bienes raices del 
pupilo, que se refiera a los bienes raices del hijo bajo 
patria-potestad, del menor habilitado de edad i de la mujer 
casada. Ni V. E. ni la parte contraria la encontrarán jamas 
en nuestro Código Civil porque no existe tal disposición. 

Los comentadores i los hombres llamados a aplicar la lei 
pueden fácilmente encontrar la razón filosófica que tuvo el 
lejislador para proceder así. Si el lejislador, como dice la 
parte contraria, hubiera creído que bastaban las reglas 
establecidas para la venta de los bienes raices de ciertos 
incapaces i que podrían transijir sobre sus bienes raices 
siempre que sometieran la transacción a las mismas forma-
lidades o requisitos exijidos para la enajenación de loa 
bienes afectados por la transacción, no habría establecido 
las reglas contenidas en el artículo 400 respecto de los 
bienes del pupilo porque, si fuera cierto el raciocinio con-
trario, era suficiente la regla jeneral establecida en los 
artículos 393 i 394, i se habría podido transijir llenando en 
la transacción esos requisitos. 

I, si apesar de estas disposiciones el lejislador estableció 
la regla especial del artículo 400 fué porque estimó que la 
facultad de enajenar con requisitos no lleva envuelta la de 
transijir siempre que se cumpla con los mismos requisitos 
de la enajenación. 
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Si el lejislador hubiera querido hacer ostensiva a los 
bienes raices del hijo bajo patria-potestad, del menor habi-
litado de edad i de la mujer casada, la regla establecida 
respecto de los bienes del pupilo, así lo habría dicho por 
medio de una disposición especial, i esta disposición no 
existe. De modo que, dando una interpretación racional al 
artículo 400, hai que llegar a la conclusión de que cuando 
el lejislador quiere conceder la facultad de transijir, a 
quienes se lo prohibe el artículo 2447 lo establece por medio 
de una disposición especial i, cuando esa disposición espe-
cial no existe, ejerce toda su fuerza e imperio el ya referido 
artículo 2447, creado en nuestro derecho como requisito 
peculiar i especial del contrato de transacción. 

Esto nos lleva, también, fácilmente a deducir que el pen-
samiento del lejislador ha sido hacer de la transacción un 
contrato especialisimo, sometido a reglas también espe-
ciales. 

Queda, pues, claramente establecido que el que tiene la 
facultad de enajenar no tiene la de transijir con los mismos 
requisitos necesarios para la validez de la enajenación por-
que la lei estima que la transacción es un acto de mucha 
gravedad i trascendencia i por eso ha dicho: cuando quiero 
facultar a un incapaz para transijir le doi una facultad es-
pecial i dicto también especialmente las reglas a que debe 
someterse para la validez de ese acto. 

Cuando estamos en presencia de una persona que no pue-
de disponer de sus bienes, rije el artículo 2447 del Código 
Civil i no puede transijir porque no puede disponer de los 
objetos comprendidos en la transacción, porque así lo manda 
la lei. 

¿Qué se necesita cuando se está en presencia de una re-
gla jeneral que es necesario cumplir para celebrar un acto? 

Se necesita, entonces, que haya una disposición escepcio-
nal que autorice o faculte para la ejecución del acto. 

De que habiendo, como hai, cuatro categorías de personas 
que están cubiertas por la disposición del artículo 2447 que 
les prohibe celebrar el contrato de transacción por razón de 
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biendo cuatro reglas iguales i solamente una escepcion a 
esta regla respecto a los curadores, tenemos que llegar a la 
conclusión de que debemos cumplir la lei tal como está es-
crita; i que de estas cuatro categorías de personas no pue-
den transijir sino una: la que está a cubierto por la disposi-
ción escepcional, i esos son los curadores por lo que respec-
ta a los bienes raices del pupilo en virtud del artículo 400 
de la lei civil. 

La defensa contraria ataca mucho a esta doctrina basada, 
sin embargo, a la letra clara de la IQÍ, i dice que es poco 
ménos que un disparate, que solo a un cerebro que acoje 
cosas raras puede ocurrírseíe una teoría tan peregrina. 

Sin embargo, creo que esta cuestión planteada en la for-
ma en que se plantea, que fluye del estudio comparado de 
estas disposiciones legales no puede admitir otra solucion. 
Pero como yo no tengo pretensión ninguna respecto de la 
doctrina jurídica que sostengo porque bien puedo equivocar-
me como todos los mortales, quiero darle a mi opinion un 
poco de autoridad sosteniendo al Excmo. Tribunal que esta 
opinion no es del abogado que está defendiendo la causa de 
los señores Verdugo i Cardemil Verdugo sino que ella está 
también robustecida por comentadores i espositores del de-
recho francés que es en esta materia mucho mas liberal que 
el nuestro. Sin embargo los espositores del derecho civil 
francés han llegado a la misma conclusión que estoi espo-
niendo ante el Tribunal Excmo., cual es que todas éstas per-
sonas no pueden celebrar transacción sobre los bienes de 
que no pueden disponer libremente sino cuando hai una dis-
posición espresa de la lei que los autorice para ello, i racio-
cinian en la misma forma en que yo lo he hecho. 

El Código Civil francés en su artículo 2045 dice: «Para 
transijir se necesita tener la capacidad de disponer de los 
objetos comprendidos en la transacción». 

No estará demás que llame la atención del Tribunal 
Excmo. hácia la forma en que está redactado el Código Civil 
francés, distinto del nuestro, pues aquel parece que, real-
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mente, ha querido establecer una regla de capacidad, i dice: 
«Para transijir se necesita capacidad de disponer del objeto 
materia de la transacción». . . Le ha dado una forma de re-
dacción positiva, miéntras que el nuestro dice: «No puede 
transijir sino la persona capaz de disponer de los objetos 
comprendidos en la transacción». 

De manera que la forma de redacción de nuestro Código 
se aparta de la de su fuente i oríjen i está aun mas en mi 
abono. El Código Civil francés le dá una forma positiva es-
tableciendo una regla de capacidad, i dice: ademas de las 
reglas jenerales de capacidad se necesita de la facultad de 
disponer del objeto que es materia de la transacción, al paso 
que nuestro Código tomó una forma mas jeneral, estable-
ciendo una disposición prohibitiva, i dijo: «No puede transi-
jir el que no puede disponer, etc». De modo que nuestro Có-
digo Civil le dio mas enerjia a la disposición legal, fué mas 
ámplia i mucho mas allá de donde fué el derecho francés. 

I, aunque como lo hemos dicho, el Código Civil francés 
establece la prohibición de transijir en forma mucho mas 
atenuada i leve que el nuestro viene a establecer en el fondo 
la misma regla jeneral al decir: «No transije el que no puede 
disponer libremente del objeto sometido a la transacción. 

I tan convencido estaba el lejislador francés de que dicta-
ba una regla jeneral aplicable a todos los que no pueden dis-
poner de sus bienes con libertad, que en el inciso 2.° del 
2045 estableció dos escepciones i dijo: «Los curadores pue-
den transijir sobre los bienes raices de sus pupilos, siempre 
que se ajusten a las reglas del artículo 467; respecto de la 
rendición de cuentas siempre que se ajusten al artículo 472; 
i todavía, estableció otra regla respecto de las comunas di-
ciendo: «Las comunas pueden transijir siempre que esten 
autorizadas por el Presidente de la República». 

De manera, Excmo. Tribunal, que el Código Civil francés 
establece la regla jeneral i pone al lado de ella dos escep-
ciones referentes a los curadores i a las comunas. 

Respecto a los hijos sometidos a la patria potestad i de 
los emancipados,—ya sabe el Tribunal Excmo. que en el 
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derecho civil francés no existe la habilitación de edad, pero 
el estado de emancipación corresponde al de los menores 
habilitados de edad de nuestro derecho civil;—nada dice; no 
los esceptúa de la regla jeneral del artículo 2045 Igual cosa 
podemos decir de los bienes raices de la mujer casada,sobre 
los cuales se puede transijir, según el Código Civil francés, 
porque no los esceptúa de la regla jeneral del artículo 2045, 
sino que establece solo las dos escepciones que hemos seña-
lado de las cuales una sola ha aceptado nuestro derecho civil, 
la relativa a los curadores, i con razón, porque nuestro réji-
men municipal no entra en nuestro réjimen civil como sucede 
en Francia. 

De modo, pues, que nuestro Código Civil ha tomado la re-
gla del Código Civil francés relativa a la transacción, lle-
vándola mucho mas allá que en este i estableciendo como 
en el Código Civil francés que las personas que no pueden 
disponer de sus bienes i que no tienen una autorización 
espresa, no pueden transi j ir sobre dichos bienes. 

Ahora, comentando estas disposiciones del Código Civil 
francés que tanta semejanza i aplicación tienen respecto del 
nuestro, va a ver el Excmo. Tribunal lo que dicen los espo-
sitores franceses acerca de esta materia. 

Comentando el artículo 2045, el jurisconsulto Rogron en 
su Code Civil Expliqué, edición de 1885, pajina 2129, se-
gundo tomo, dice: «De disponer de los objetos. Pues, en una 
transacción, las partes con el propósito de terminar sus 
diferencias se hacen concesiones mútuas i se desprenden o 
enajenan una parte de los derechos que pueden tener sobre 
los objetos de la transacción. Por eso, el menor emancipado 
puede transijir sobre sus rentas—artículo 481; pero no 
puede transijir sobre sus capitales—articulo 482. La mujer 
separada de bienes, podrá transijir sobre su mobiliario, 
artículo 1536, i no sobre sus inmuebles.» 

El comentador francés sostiene que en ningún caso pueden 
transij ir ni el emancipado ni la mujer casada porque el 
artículo 2045 del Código Civil francés, reproducido en el 
2447 del nuestro, se lo veda i no tienen una .disposición de 
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escepcion que los faculte o autorice para que puedan dis-
poner. 

1 Laurent, en el tratado elemental de cuatro tomos en que 
espone no con la latitud que en el gran tratado, pero con 
toda nitidez, espone la cuestión i la define en el tomo 4.°, 
pájina 156, número 225: «Los que son encargados por la 
lei o en virtud de la lei de administrar los bienes de otro 
no tienen el poder de disponer ni siquiera de los bienes mo-
biliarios i no pueden, en consecuencia, ni siquiera transijir 
respecto a ellos: en esta situación se encuentran los deposi-
tarios de los bienes de un ausente, los tutores, los maridos. 
El guardador sólo puede transijir cumpliendo las formali-
dades prescritas por la lei.» 

Hai todavía otro libro que constituyó mater ia de entrete-
nimiento en la Corte de Valparaiso del distinguido i respe-
table patrocinnnte contrario, entretenimiento que en el 
fondo fué solo, en mi concepto, una especie de capa o velo 
con que el sefior abogado quiso ocultar la forma en que ese 
libro resuelve i coloca'ladoctrina absolutamente a mifavor. 

Como el pleito ha durado algún tiempo se le ha aprove-
chado buscando todo lo que sobre transacción se haya 
escrito, para ver si realmente estaba tan estraviada la 
doctrina por nosotros sustentada, como lo decia la parte 
contraria. 

I se encontró que en todos los tratados habia capítulos 
especiales sobre transacción; pero no un libro especial sobre 
este punto. 

Se revisaron entonces los catálogos i se encontró un 
tratado especial sobre transacción debido a la pluma de 
un japones, de un pensionado del Gobierno japones en 
Europa. 

Se encargó este libro i aquí lo tengo i lo pongo a disposi-
del Tribunal Excelentísimo así como varias veces lo he pues-
to a disposición de la parte contraria. 

En el libro referido se trata la tésis con detenimiento, se 
estudia la cuestión transacción, planteándola alrededor del 
artículo 2045 del Código francés i resolviéndola en formä 
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brillante, i en el mismo sentido en que la espone ante el 
Tribunal Excelentísimo la defensa de los señores Cardemil i 
Verdugo. 

Pero es mayor aun la importancia de este libro. 
En primer lugar porque es un libro especial esclusivo so-

bre la transacción, en segundo lugar porque es de un ja-
pones i es cosa sabida en todo el mundo que el pueblo japo-
nes, tan orijinal i talentoso, que constituye una amenaza ya 
para los pueblos de raza blanca, manda pensionados a Eu-
ropa solamente a aquellos jóvenes que tienen un cerebro 
privilejiado. 

De manera que hai razón para sostener la importancia 
del estudio hecho por este pensionado japones como provi-
niente de una intelectualidad superior. 

Por otra parte, este libro hecho con un criterio ilustrado, 
debe ser en gran parte el reflejo de las doctrinas sustentadas 
por los profesores eminentes de la cátedra donde en la clase 
se enseña el derecho francés, así como en Chile las espiracio-
nes de Código Civil publicadas por el distinguido abogado 
don Oscar Dávila, no son sino el resumen de las doctrinas 
i enseñanzas sustentadas en nuestra Universidad en la cla-
se de Código Civil que desempeña don Leopoldo Urrutia. 

Por estas razones, que creo que contribuirán a formar el 
criterio del Excelentísimo Tribunal i que talvez ahorrarán 
al patrocinante contrario tomarme tan en broma como en 
la Corte de Valparaiso, entro a citar las palabras de este 
japones que si algo tiene de gracioso eso seria su nombre, 
pues, se l lama. . .Oumé Kendjiro, HOritson—Gakoushi. En 
la pajina 145 N.° 399 de la 3.a parte de su obra sobre la 
transacción, dice: «Volvamos a nuestra cuestión. ¿Cuáles 
son los poderes del padre en su carácter de administrador 
legal de los bienes del hijo? 

Hai muchas opiniones al respecto; pero nos limitaremos 
a estudiarla especialmente desde el punto de vista de la 
transacción. 

Para nosotros el padre es simplemente un administrador 
legal, no es un tutor, lo cual resulta de la observación 
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del tribunado que liemos reproducido anteriormente, con-
forme con la esposicion de motivos del Consejero Berlier. 
De donde resulta que no es lícito ni posible aplicar a la ad 
ministracion legal las reglas de la tutela. Este pensamiento 
del lejislador quedó nítidamente cristalizado al suprimir en 
los artículos respectivos las líneas que referían la adminis-
tración legal del padre a las reglas de los guardadores. 

Nos encontramos, por lo tanto, en presencia de principios 
jenerales i, a la faz de ellos, tenemos que concluir por estable-
cer que un administrador tiene que limitarse a los actos sim-
ples de administración: los actos de disposición no entran en 
sus poderes. Lo hemos dicho i repetido, en otra parte, que la 
transacción no es un acto de administración sino un acto de 
disposición. La conclusión que de aqui se desprende es for-
zosa; el padre administrador legal, no puede transijir. Pue-
de ser esto mui sensible; pero es una laguna de la lei del 
Código Civil francés, laguna que no corresponde salvarla 
ni al comentador ni al majistrado; ello es obra solo del le-
jislador.» 

Excmo. señor, imitando al japones yo digo: podrá ser 
error del derecho civil establecer que el padre no puede 
transijir sobre los bienes de su hijo, podrá ser error de nues-
tro derecho civil que el menor habilitado de edad no puede 
transijir sobre sus bienes raices i que el mando tampoco 
puede hacerlo sobre los bienes de su mujer; pero yo repito 
las palabras del japones a Vuecencia, diciendo que la obra 
de llenar estos vacíos o salvarlos corresponde al lejislador, 
no al majistrado a quien le corresponde solo aplicar fría i 
descarnadamente la lei positiva. 

Se ha hecho un argumento de apariencia ante la Corte de 
Valparaiso, argumento que la Corte aceptó. 

Se ha dicho: ¿cómo es posible que se prive a parte tan 
considerable de jentes, como son los hijos de familia, los me-
nores habilitados de edad i las mujeres casadas, de los bene-
ficios de la transacción i que se les obligue a litigar? ¿De, 
manera que estas personas quedarían obligadas a litigar 
quieras que no quieras? 
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I se cita a Marcadé que entona himnos a la transacción, 
considerándola como la paz del hogar i de las familias, i se 
grita i repite que no es posible suponer que el lejislador 
haya incurrido en el absurdo de no autorizar a estas perso-
nas para celebrar un contrato tan beneficioso. 

El contrato de transacción es como una espada de dos filos 
que si en algunas ocasiones puede ser beneficioso, en otras 
puede acarrear inmensos perjuicios i convertirse en una 
ancha puerta por donde pueden vaciarse todos los bienes 
de una persona i por eso es mui esplicable que la lei no ha-
ya querido entregar a los azares de la transacción los bie-
nes de los incapaces. 

Per otra parte, el argumento de la defensa contraria ca-
rece de fuerza pues basta para destruirlo con examinar el 
objeto de la transacción, los efectos de una sentencia judicial 
i el propósito del lejislador respecto de los bienes o derechos 
de los incapaces. 

¿Qué objeto tiene la transacción? Matar un juicio pen-
diente i prevenir uno eventual. 

¿Qué efectos produce una sentencia judicial? Deslinda los 
derechos de las partes. 

¿I qué es lo que quiere el lejislador respecto de los inca-
paces? Que se deslinden sus derechos, que nada se les cer-
cene i que se les dé i respete solo lo que les pertenece. 

De modo que, partiendo el lejislador de la base de que los 
Tribunales hacen siempre justicia, ha creído que están me-
jor amparados los derechos de los incapaces por el fallo que 
por la transacción; de manera que si un incapaz pierde un 
pleito, lo pierde porque no ha tenido derecho i nada ha 
perdido porque nada tenia. 

Como ya he dicho, si bien es cierto que en algunas oca-
siones la trasaccion puede acarrear ventajas, en otras puede 
ser perjudicial; de modo que la transacción es. un contrato 
peligroso i mejor amparados estarán los derechos de loa 
incapaces continuando el juicio hasta obtener el fallo defi-
nitivo que les dará lo que estrictamente les corresponde, 
porque la sentencia es el regulador matemático de los de-
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rechos, es la punta de diamante que corta justicieramente 
para darle a cada cual lo que le corresponde; miéntras que 
la transacción tiene por base la apreciación discrecional i 
caprichosa i estas son razones plenamente fundadas i que 
justifican ampliamente la razón lójica porque el lejislador 
privó a ciertos incapaces de lo que la contraria llama el 
beneficio de la transacción i qu i yo, con mas propiedad, 
llamo el peligro de la transacción. 

Por otra parte, se comprende fácilmente la razón lójica 
que ha inducido al lejislador a permitir la transacción al 
curador respecto de los bienes del pupilo i no a los demás 
incapaces de que nos hemos venido ocupando. 

Se dice de contrario: es ilójico que la lei autorice para 
transijir al curador i prive de este beneficio al padre de fa-
milia i al menor habilitado de edad. Planteada la cuestión 
en esta forma, tiene ciertos visos de verdad la argumenta-
ción de la defensa contraria; pero si ahondamos con el es-
calpelo hasta llegar al fondo de esta teoría, encontramos 
que la razón filosófica que ha tenido el lejislador para pro-
hibir la transacción al padre de familia i al menor habilita-
do de edad nos la dan los artículos 245 i 249 del Código 
Civil que dicen: 

«Art. 245.—El padre de familia no es obligado, en razón 
de su usufructo legal, a la fianza o caución que jeneialmen-
te deben dar los usufrucruarios para la conservación i res-
titución de la cosa fructuaria.» 

«Art 249.—El padre de familia que, como tal, administra 
bienes del hijo, no es obligado a hacer inventario solemne 
de ellos, miéntras no pasare a otras nupcias; pero si no hace 
inventarío solemne, deberá llevar una descripción circuns-
tanciada de dichos bienes desde que empiece a adminis-
trarlos.» 

Como se ve, no se exije al padre que haga inventario ni 
que rinda fianza, de suerte que, si los bienes del hijo son 
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arrojados a la calle, el hijo no puede perseguir la responsa-
bilidad del padre, no tiene ningún medio como indemnizarse 
del perjuicio que se le hace. Salta a la vista, entonces, que 
el lej¡8lador ha sido lójico al no permitir al padre que cele-
bre contratos de transacción sobre los bienes del hijo por-
que el contrato de transacción es por su naturaleza* mui pe-
ligi oso. 

Respecto del menor habilitado de edad ocurre otro tanto, 
porque no tiene éste contra quien repetir en caso de consi-
derar lesionados sus derechos i la lei ha querido cubrirlo i 
ampararlo impidiéndole que transija. 

Lo mismo se puede decir del marido que no hace inven-
tario ni rinde fianza i puede, por consiguiente, malbara tar 
los bienes raices de su mujer simulando transacciones como 
tuve ocasion de esponerlo en la audiencia pasada, miéntras 
que respecto del curador la situación es distinta porque éste 
hace inventario i rinde fianza. 

De modo que si acaso el curador hace una transacción 
perjudicial para los intereses del pupilo i éste le llega a pro-
bar que le ha malbaratado sus bienes, ahí está la lei que le 
dice al curador: «Usted paga», i ahí está también el fiador 
que le responde de los perjuicios irrogados. 

Por consiguiente, la situación jurídica en uno i otro caso 
es diferente, porque la lei exije que haya una persona que 
responda, una fianza, un inventario i en e3te caso la lei per-
mite transijir al curador sometido a estas trabas que la lei 
misma se encarga de señalar. Hai aquí una razón filosófica i 
jurídica que esplica cuál es la causa de la diferencia que 
hai entre una persona i otra i por qué el lejislador ha auto-
rizado al curador para transijir i por qué se ha impedido a 
las otras tres clases de personas a que ya tantas veces me 
he referido. 

Deseo a este respecto robustecer mi opinion citando a un 
esposítor del derecho francés, a Planíol, a quien no necesito 
presentar al Excmo. Tribunal, porque, no tengo para qué 
decirfo, lo conoce mas que yo. Este eminente profesor dé 
Derecho Civil de la Universidad de París, hablando de la 
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facultad de transijir de los curadores,— i permítame el 
Excmo. Tribunal que lea en francés para conservar mas 
fielmente la idea, porque no se diga que traduzco mal como 
se insinuó en la Corte de Valparaíso,—dice: 

»•Transacción. — Núm. 1954.—Peligro de la transacción. La 
transacción es un contrato por el cual las partes terminan 
una contienda pendiente o impiden una contienda por na-
cer. (Art. 2044). Este es su objeto; pero lo que la lei no dice 
es que la transacción consiste esencialmente en concesiones 
recíprocas que se hacen las dos partes. Si una sola de las 
dos partes es la que hace concesiones, se tendrá, según los 
casos, una renuncia o un desistimiento; pero no una transac-
ción. 

Núm. 1955. —Condiciones de validez. La lei exije la au-
torización del consejo de familia i la homologacion del tri-
bunal. Son las formalidades que prescribe ordinariamente 
la lei para los actos importantes; pero, ademas, la transac-
ción debe ir precedida de un informe favorable emitido por 
tres abogados, designados por el Procurador de la República 
(art. 467). 

El Código dice jurisconsultos, porque el orden de los abo-
gados, suprimido en 1790, no habia aun sido restablecido 
cuando se promulgó el C¿digo. En la práctica se nombran 
en cuanto es posible aboga los en ejercicio profesional de 
mas de diez años. Es útil pedirle su informe ántes de con-
sultar el consejo de familia qué se encontrará así ilustrado 
por ello3. Estas formalidades son necesarias aunque la tran-
sacción so refiera únicamente a derechos puramente mobi-
liarios; la lei en defecto, no distingue. (Paris, 14 de Agosto 
de 1871. D. 72. 5. 455, S. 712. 193). E', peligro ha parecido 
tal en razón de la naturaleza del acto que el derecho francés 
ha creído necesario abandonar aquí su distinción acostumbra-
da entre muebles e inmuebles. Marcel Planiol.-^Tratado Ele-
mental de Derecho Civil, 5.a Elicion. Paris, 1908. Tomo I, 
páj . 624». 

Deseo llamar mui especialmente la atención 'del Tribunal 
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a las consecuencias que fluyen de la doctrina francesa es-
tablecida en el párrafo trascrito. 

El Código Civil francés fuente i oríjen del nuestro, auto-
riza o faculta al curador para enajenar o hipotecar los bie-
nes raices del pupilo con autorización judicial i con acuerdo 
del consejo de familia. Ex¡je, pues, estos dos requisitos. 

El artículo 467 pone una traba mas: cuando se trata de 
transacción exije, ademas, el informe favorable de dos juris-
consultos. 

¿Qué es lo que esto está indicando? Que el lejislador fran-
cés considera el contrato de transacción mas grave que el 
de enajenación respecto de estas personas a quienes se lo 
permite, o sea, a los curadores, porque para la enajenación 
le exije solo dos formalidades: autorización judicial i audien-
cia del consejo de familia, miéntras que para la transac-
ción le impone ademas de estos dos requisitos ya enumera-
dos el del informe favorable de dos jurisconsultos. 

Esto está revelando que el lejislador francés considera 
que hai que andar con mucho cuidado en la celebración de 
este contrato, i por eso se esplica que nuestro Código Civil 
solo haya autorizado al curador de estos incapaces para 
transijir sobre sus bienes con los requisitos que la lei esta-
blece, porque considera que este contrato tiene toda la gra-
vedad a que me, he venido refiriendo. 

I permítame V. E. que insista un poco mas en este caso, 
porque tiene importancia, para que se vea que el lejislador 
ha sido lójico i no se venga a paralojizar con espejismos el 
sano criterio del Excmo. Tribunal, i a perturbar su espíritu, 
como se hizo ante la Corte de Valparaiso, que vino a pasar 
por encima de la lei positiva, porque con tales elucubracio-
nes filosóficas malentendidas i equivocadas se logra desviar 
el pensamiento del lejislador que surje de la fuente de la 
lei, de los oríjenes de ella i de la naturaleza misma de las 
cosas. 

Planiol, en la última frase del párrafo trascrito, condensa 
todo su pensamiento, que es también el del lejislador fran-
cés, i dice: «se requieren requisitos especiales para la tran-
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saccion de los curadores por sus pupilos, mas requisitos i 
formalidades que para la enajenación, porque los peligros i 
la naturaleza de la transacción exijen mayores formalida-
des para resguardar los derechos i bienes de los incapa-
ces». 

Este es el pensamiento de Planiol condensado en otras 
palabras, si se quiere, aunque exacto en su fondo el párrafo 
ya relacionado. 

Excmo. señor, ¿puede verse con mayor claridad la impor-
tancia i gravedad que tiene este contrato a los ojos del co-
mentador francés que es una eminencia jurídica i el primer 
profesor de Derecho Civil de ia Universidad de Paris? 

Tenia, pues, razón al decir que estaba en mui buena com-
pañía al sostener ante V. E. que este contrato es grave i que 
la lei ha tenido mucha razón para no permitir que lo cele-
bren ciertas personas sometidas a su tuición o guarda, cuan-
do con él se va a afectar en forma directa o indirecta el do-
minio de personas incapaces. 

Todavía este mismo comentador estudiando las facultades 
del emancipado del derecho francés, que es una especie de 
habilitado dé edad del derecho nuestro en la pájina 638 del 
primer tomo, de la obra citada, dice: 

Núm. 2002.—Actos que el menor emancipado puede hacer 
solo.—9.° La transacción relativa a los actos de administra-
ción. 

La lei no ha hablado, no ha concedido esta autorización; 
pero la capacidad del menor a este respecto ha sido confir-
mada por Bigot de Preameneu en la esposicion de los moti-
vos del título de la transacción i es conforme a los princi-
pios i el artículo 2045 quiere que el que transije tenga la 
libre disposición del objeto de la transacción i el menor cum-
ple con esta condicion solo cuando se trata de un acto de 
pura administración». 

En el derecho francés no tiene la emancipación el carác-
ter que tiene entre nosotros. 
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Se le habilita para ejecutar ciertos actos; pero vive aseso-
rado por un curador. 

De estos comentarios se deduce la confirmación de dos 
puntos de mi doctrina. 

Primeramente, que la facultad de disponer del art. 2045 
del Código francés, que como el Tribunal recuerda es mu-
cho mas liviano i restringido que la prohibición del artículo 
244T del derecho nuestro, importa la libre disposición. I los 
que no tienen la libre disposición de sus bienes no pueden 
transijir. 

I dice Planiol que el emancipado puede transijir en actos 
de administración; pero no en actos de dominio de bienes i 
agrega que no puede transijir porque no puede disponer li-
bremente de esos bienes. En segundo lugar, de la doctrina 
francesa, se desprende también que, la transacción, es un 
contrato de excepcional gravedad i que, a. virtud de ello solo 
pueden transijir los incapaces a quienes se autoriza por una 
disposición especial espresa. 

En consecuencia, la doctrina de los espositores franceses 
está de acuerdo con la doctrina que he venido sustentando 
ante Vuecencia. Si estoi equivocado, Excmo. señor, que por 
lo ménos me valga ir en tan buena compañía en mi equivo-
cación. 

En todo caso el Tribunal Excelentísimo seguramente es-
tudiará con el cuidado i detenimiento que acostumbra el 
punto de derecho que he sometido a su consideración, por-
que es menester que el Excelentísimo Tribunal fije una re-
gla de conducta en esta materia a la justicia de primera 
instancia, a fin de que los jueces sepan si dentro de la leí 
positiva pueden autorizar la transacción sobre bienes raices 
de hijos de familia, de menores habilitados de edad i de mu 
jeres casadas. 

Felizmente, veo con la claridad de la luz meridiana la 
cuestión planteada; i tengo la seguridad que al Excelentísi. 
fflo Tribunal lo llevará el estudio de ella a la misma conclu 
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sion a que han arribado los espositores del derecho francés 
que es el oríjen del derecho nuestro. 

Creo haber comprobado la verdadera teoría de que no se 
puede transijir sobre los bienes de las personas a que me 
he referido, i con esta teoría voi a contestar algunas obser-
vaciones hechas por la parte contraria i acojidas por la 
I. Corte l e Valparaiso en su sentencia recurrida por mí. 
Empieza la parte contraria por decir que el artículo 2447 
establece simples reglas de capacidad i no de prohibición 
legal. Es de suma importancia determinar si esta es regia 
prohibitiva o de capacidad, porque si es prohibitiva, dentro 
de io dispuesto en el artículo 10 del Código Civil, la nulidad 
seria absoluta i si es de capacidad legal la nulidad seria 
relativa. 

Esto no tiene importancia respecto del punto que estaba 
tratando; pero como al fin de mi alegato tengo que determi-
nar la naturaleza de la nulidad, porque voi a pedir que, 
casada la sentencia recurrida, se confirme la de primera 
instancia, se hace necesario dilucidar esta cuestión. 

Regla de capacidad o prohibición déla disposición del ar-
tículo 2447, es el hecho que la lei establece que no pueden 
transijir los que no pueden disponer, i el que infrinja esta 
disposición ejecuta.un acto nulo. 

No está demás volver a repetir que la regla del artículo 
2447 es prohibitiva i fluye ello principalmente de la cir-
cunstancia de haber sido especialmente establecida para la 
transacción i no para otros contratos, como el de arrenda-
miento, mútuo secuestro i depósito. 

Si fuera regla de capacidad, la lei no habría tenido para 
qué establecerla, puesto que estaba cubierta por la disposi-
ción del artículo 1445, siendo innecesaria, por consiguiente, 
la disposición especial establecida en el título de la transac-
ción. Si el lejislador la estableció respecto de la transacción, 
fué porque quiso dictar una regla especial en orden a la 
naturaleza misma especial de ese contrato, regla que debe 
exijirse ademas de las otras disposiciones, dada la gravedad 
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especialísima de la transacción, gravedad que con tanto 
colorido nos presenta Planiol. 

Permítaseme una digresión, se me ocurre una idea que no 
quiero perder, voi a raciocinar con la parte contraria un 
momento i, en hipótesis, quiero aceptar que-el artículo 2447 
no sea prohibitivo i que solo contenga una regla de capa-
cidad. 

Siendo así, esa disposición está en mi abono en orden a 
que la facultad de disponer importa la libre disposición, o 
sea que no puede transijir el que no puede disponer libre-
mente. 

De modo que, si es una regla de capacidad, hai que darle 
a esta capacidad el alcance que le dá el inciso 2.° del ar-
ticulo 1445, esto es, que son capaces los que pueden dispo-
ner sin el ministerio de otra persona, i el hijo de familia i el 
menor habilitado de edad no pueden disponer sin el minis-
terio o autorización de otra persona. 

El Ministro señor Pineda pudo poner fin a toda contienda 
para determinar el alcance de la palabra disponer, con solo 
aplicar la disposición del artículo 1445. 

La parte contraria, que se habia parapetado en la trin-
chera de que es una regla de capacidad, tendrá ahora que 
convenir conmigo en que la palabra-disponer se refiere a la 
libre disposición, porque solo es capaz el que puede obrar 
sin el ministerio o autorización de otra persona, i llegar a la 
conclusión de que el hijo sometido a la patria potestad i el 
menor habilitado de edad no pueden disponer libremente, 
porque necesitan de la autorización o ministerio de otra 
persona. 

Dejando esto de mano, continúo sosteniendo que es pro-
hibitiva la disposición del artículo 2447 i lo justifica la mis-
ma redacción de la lei, cuya letra es perfectamente clara. 
La lei dice: «no pueden transijir» ¿i qué quiere decir «no 
pueden»? 

Quiere decir, prohibo, no permito. 
No obstante que el artículo 2042 del Código francés está 
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redactado en otra forma, sus comentadores llegan a la con-
clusión de que es una disposición prohibitiva. Hablando de 
las disposiciones prohibitivas, Planiol, en la pajina 130 del 
primer tomo de la obra citada, dice: 

«N.° 337.—Como se reconoce la nulidad tácita. A menudo 
la nulidad no está escrita en el testo; se desprende solamen-
te del espíritu de la lei. Se trata de disposiciones prohibiti-
vas. Estas disposiciones que son numerosas en el Código, son 
de una manera mui jeneral sancionadas por la nulidad. La 
invalidez del acto es la consecuencia normal de la prohibí 
cion. Portalis habia introducido en el libro preliminar una 
disposición que decia: «Las leyes prohibitivas importan la 
pena de nulidad, aunque esta pena no sea formalmente es-
presada». (Título 4.°, artículo 9). Esta disposición fué supri-
mida por inútil. 

A menudo la lei se esprésa así: 
«No se puede hacer tal acto No se podrá convenir 

que tal acto está prohibido. Ejemplos: Artículos 144, 
147, 161, 162, 163, 686, 791, 815, 1389, 1600, 2127, 2129». 

Vé el Excmo. Tribunal otra diferencia entre el Código 
Civil francés i el nuestro, al establecer éste la sanción de nu-
lidad de una manera terminante en su artículo 10 que dice: 

«Los actos que la lei prohibe son nulos i de ningún va-
lor». 

En la lei civil francesa no existe esta disposición i, a pesar 
de eso, es tan fuerte el principio de derecho que los comen 
tadores, aunque no de la lei, lo arrancan de los fundamentos 
mismos del derecho cuando se está en presencia de una dis-
posición prohibitiva i, los espositores franceses, consideran 
como tales a todos aquellos que vedan o impiden un acto 
aun cuando sean ténues o mui descoloridos los términos del 
lenguaje empleado para establecer la prohibición. 

Planiol, en el párrafo citado, emplea casi los mismos tér-
minos de nuestro Código Civil en el art. 2447 para derivar 
de allí el carácter de prohibitiva de la disposición legal. I 
a este respecto dice que basta que la lei diga: «no se puede 
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hacer tal o cual cosa, ejecutar tal o cual acto» para que una 
disposición concebida en tales términos tenga el carácter de 
prohibitiva. 

La disposición legal de nuestro Código Civil dice: «No 
puede transijir, etc.». De modo que al sostener que esta es 
una disposición prohibitiva estoi acompañado por la autori-
zada opinion del ilustre comentador Planiol. 

Mucho ménos enérjico en su prohibición, que el 2447, son 
los artículos citados por Planiol como disposiciones prohibi-
tivas penadas con nulidad absoluta por la fuerza i vigor del 
principio jurídico i no de la lei positiva. 

El artículo 144 dice: «El hombre, ántes de los 18 años cum-
plidos, i la mujer, ántes de los 15 cumplidos, no pueden con-
traer matrimonio». 

Para Planiol la espresión no pueden es una prohibición 
legal que está penada con nulidad absoluta. 

El artículo 147 dice: «No se puede contraer un segundo 
matrimonio ántes de la disolución del primero». La espre-
sión no se puede, en un todo análoga a la de nuestro artículo 
2447 se reputa también como una disposición prohibitiva. 

El artículo 161 dice:' «En línea directa el matrimonio es 
prohibido entre todos los descendientes lejítimos o naturales 
i los aliados en la misma línea». 

Así podría continuar, citando quince o mas artículos del 
Código Civil francés, reputados como leyes prohibitivas por 
Planiol i que, sin embargo, en los términos de su prohibi-
ción, son mucho ménos enérjicos que lo es en la suya el ar-
tículo 2447 ya tantas veces citado. 

Por consiguiente, razonando dentro del criterio del comen-
tador francés llegamos a la conclusión de que se trata aquí 
de una disposición prohibitiva por sus términos i por su for-
ma de redacción. 

El Presidente: Habiendo llegado la hora continuará maña-
na el señor abogado. 
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AUDIENCIA D E 1 6 DE NOVIEMBRE 

El señor Presidente.—Puede continuar alegando el señor 
abogado. 

El señor Alessandri. —Con la vénia del señor Presidente, 
continúo alegando por don Alfredo Cardemil Reyes i "por los 
señores Joaquín i Florencio Verdugo. 

En la audiencia de ayer creo haber dejado demostrado que 
los menores habilitados de edad, los hijos de familia bajo 
patria potestad i las mujeres casadas no pueden transijir, 
dentro de lo dispuesto en el artículo 2447 en relación con los 
artículos 255 i 303 del Código Civil. 

Creo que de la esposicion que hice i del estudio del ar-
tículo 400 que proyecta mucha luz sobre esta doctrina, ha 
quedado evidenciado que la transacción en que intervengan 
estas personas no puede hacerse por ningún motivo i en nin-
guna circunstancia, siempre que esta transacción afecte en 
forma directa o indirecta a los bienes raices de estos inca-
paces. 

Al concluir la audiencia pasada, empezaba a. manifestar 
que la parte contraria trataba de esplicar el alcance del ar-
tículo 2447 del Código Civil, sosteniendo que no es disposi-
ción prohibitiva sino una simple regla de capacidad. 

Alcancé a manifestar a este respecto que todas las razo-
nes aducidas, contribuyen a afirmar la opinion de que la re-
gla establecida en dicho artículo, importa una prohibición 
legal i no un simple requisito'de capacidad. 

El primer fundamento de mi opinion se basa en que se 
trata de una disposición especialisima que el Código Civil no 
ha establecido respecto de ningún otro contrato i que solo 
se le vé aparecer al final cuando se ocupa déla transacción. 

Si fuera regla de capacidad no habria habido necesidad de 
enunciarla, porque esas reglas están comprendidas en los 
artículos 1445 i 1446 del Código Civil. Todo el título II del 
libro cuarto, bajo el rubro de «De los actos i declaraciones 
de voluntad,» se ocupa especialmente de esa materia. 
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De manera que tratándose esta materia en un título espe-

cial, no habría habido necesidad de establecerla con ese ca-
rácter en el artículo 2447. Cuando esta regla allí se ha esta 
blecido, es porque la lei quiere que sea requisito esencial del 
contrato de transacción i prohibe, en atención a su natura-
leza, que lo celebren aquellos que no pueden disponer libre-
mente de sus bienes. 

También me referí a Planiol i a las espresiones que emplea 
el Código francés para establecer verdaderas prohibiciones 
legales, espresiones que son mucho mas atenuadas que las 
empleadas por el artículo en cuestión. 

Pero aun si se tratara de una regla de capacidad, en la 
propia definición de lo que es regla de capacidad, se encuen-
tra la confirmación de la doctrina que vengo sustentando en 
el sentido de que no puede transijir sobre sus bienes raices, 
ni el hijo de familia ni el menor habilitado de edad. 

Sabe el Tribunal Excelentísimo que cuando define la lei 
una palabra donde quiera que ella figure se le dará el alcan-
ce que le da la definición. 

Pues bien el artículo 1445 del Código Civil define lo que 
es capacidad, en su inciso segundo, diciendo: «La capacidad 
legal de una persona consiste en poderse obligar por sí mis-
ma, i sin el ministerio o la autorización de otra.» 

Por consiguiente, el hijo de familia bajo la patria potes-
tad, el menor habilitado de edad i la mujer casada que ne-
cesitan, para poder enajenar bienes raices, someterse a la 
autorización judicial, o sea, al ministerio o a la autorización 
de otra persona, no tienen capacidad, según lo define la lei, 
no pueden disponer libremente i, por consiguiente, no pue-
den de ninguna manera transij ir . 

I, por lo tanto, aun en el caso que el artículo 2447 esta-
blezca una regla de capacidad, es entendido que aquel ar-
tículo abarca en lo relativo a la falta de capacidad, a todas 
las personas que no pueden disponer libremente de sus 
bienes. 

De manera que en la propia argumentación contraria, i 
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en el propio terreno en que ella plantea la cuestión, surjen 
argumentos que vienen a esclarecer i proyectar luz sobre 
la verdad jurídica de la argumentación que estoi sustentan-
do ante Vuecencia. 

Sea que la disposición prohibitiva o regla de capacidad 
poco importa para el punto de que me estoi ocupando, 
el hecho es que no pueden transijir válidamente las perso-
nas que he enumerado ante el Tribunal Excelentísimo. 

Hai un argumento que dá mayor fuerza al artículo 400 del 
Código Civil i sobre el cual se razonó enérjicamente ante la 
Corte de Valparaiso por la parte contraria i se t ratará aun 
ante Vuecencia i que ha sido materia de pájinas de pajinas 
del informe en derecho del distinguido patrocinante con-
trario. 

Se ha argumentado, sujestionando a dos ministros de la 
Corte de Valparaiso, hasta hacerles aceptar la doctrina de 
que no hai lójica en sostener que la lei permita que el cura-
dor pueda transijir i no el habilitado de edad, el hijo de 
familia i la mujer casada. 

Todas las argumentaciones que hice ayer—i no quiero 
repitiéndolas molestar mas la atención del Tribunal—con-
testan las alegaciones hechas sobre este punto en el largo 
informe en derecho de la contraria. 

Manifesté ayer que, tanto en la letra del Código francés 
como en su doctrina, unánimemente reconocida por los mas 
eminentes comentadores, queda establecido que la transac-
ción es un contrato de escepcional peligro i gravedad, de 
naturaleza mui especial, por cuya razón, tanto la lei posi-
tiva como la doctrina jurídica, han concluido por vedar 
en absoluto a ciertos incapaces la ejecución de ese contrato 
i por permitirlo a otros con escepcionales requisitos de se-
guridad i garantía, superiores siempre a los exijidos para la 
simple enajenación. 

Quiero ahora, aun a riesgo de ser pesado, agregar algunas 
consideraciones mas, para probar hasta la evidencia que, 
ese mismo espíritu, ese mismo pensamiento, es el que ha 
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inspirado todo el mecanismo jurídico de nuestra lei positiva 
en orden a las facultades que tienen para transijir algunos 
incapaces. 

Vea el Excmo. Tribunal la forma de redacción del artícu-
lo 400: 

«Se necesita asimismo prévio decreto para proceder a 
transacciones o compromisos sobre derechos del pupilo que 
se valúen en mas de mil pesos, i sobre sus bienes raices: i 
en cada caso la transacción o el fallo del compromisario se 
someterán a la aprobación judicial, so pena de nulidad». 

La lei ha sido minuciosa i exijente hasta la exajeracion i, 
el curador que puede vender o enajenar bienes muebles de 
sus pupilos hasta por millones, sin ninguna autorización, 
cuando quiere comprometer esos mismos bienes por medio 
de una transacción, basta que valgan solo mil pesos, pero 
que ya, en el acto, por ser transacción, tiene que solicitar 
autorización judicial. 

Esto está manifestando los peligros que la lei descubre 
alrededor de este contrato i las garantías excepcionales que 
toma para protejer de esos peligros al menor. 

I, note V. E., que, cuando se va a comprometer por una 
transacción un derecho de un pupilo que valga mas de mil 
pesos, la lei exije permiso prévio para poder t ra tar el asun-
to i, una vez efectuada la transacción, exije que se someta 
despues a ía aprobación judicial i, como sino hubiera toda-
vía garantía bastante, dice espresamente todo esto será so 
pena de nulidad. Establece espresamente la sanción de la 
nulidad. 

No es posible, Excmo. Señor, evidenciar en forma mas 
clara que el lejíslador considera la transacción como un con-
trato gravísimo que, cuando es celebrado por incapaces, 
debe rodearse de escepcionales precauciones i garantías i, 
por eso, habida consideración a ciertas circunstancias i no 
pudiendo en ciertos casos tomar las garantías necesarias, es 
que ha dejado fuera de la transacción a algunos incapaces. 

En el Código Civil francés, no se encuentra en el título de 
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la patria potestad ninguna disposición análoga parecida a la 
que establece el nuestro en-su artículo 255. 

ATo quiero recorrer los artículos del Código Civil francés 
que tratan de la patria potestad, i que están en el título 9.° 
del libro 1.° de dicho Código; pero, vuelvo a repetirlo, no 
hai en él disposición alguna semejante a la que establece el 
artículo 255 del nuestro. Sin embargo, por inducción i con 
sana lójica, lös espositores franceses han llegado a la con-
clusión de que el padre no puede transijir sobre los bienes 
raices del hijo i despr enden esta doctrina del artículo 2045 
del Código Civil francés que exije para poder transijir la 
capacidad de poder disponer del objeto comprendido en la 
transacción i de la circunstancia de que no exista una escep-
cion a esa regla por lo que respecta a los bienes raices del 
hijo bajo patria potestad. 

Si esos espositores llegan a tal conclusión, a pesar de no 
existir en el Código Civil francés una disposición semejante 
a la establecida en el artículo ya citado del nuestro ¿no es 
verdad que hai razón para sostener que nosotros tenemos 
que llegar a la conclusión de, que el menor sometido a la pa-
tria potestad no puede transijir sobre sus bienes raices en 
caso alguno? 

Hai, pues, que estarse a la lei positiva, i esta resuelve el 
problema en la forma que he espuesto. 

Acosada por la lójica de fierro de estas conclusiones la 
parte contraria dice que la transacción importa, en realidad 
de verdad, una enajenación, una trasferencia de dominio. Si 
esto es así, agrega, quiere decir que para transijir es nece-
sario cumplir con los mismos requisitos establecidos para la 
enajenación. 

Todo eso estaría mui bien si la lei lo hubiera dicho, si el 
artículo 2447 hubiera dicho que no pueden transijir las per-
sonas que no pueden disponer de sus bienes, pero que pue-
den hacerlo siempre que cumplan con los,requisitos exijidos 
para la enajenación; pero la lei no lo ha dicho. 

Hai una disposición semejante respecto de la hipoteca; 
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pero lo que la lei dice en orden a la hipoteca no lo dice res-
pecto de otros contratos. La disposición aludida es distinta, 
aunque semejante, a la establecida en el artículo 2447. 

El artículo 2414 dice: 
«No podrá constituir hipoteca sobre sus bienes, sino la 

persona capaz de enajenarlos, i con los requisitos necesarios 
para su enajenación. 

Pueden obligarse hipotecariamente los bienes propios para 
la seguridad de una obligación ajena, pero no habrá acción 
personal contra el dueño, si este no se ha sometido espresa-
mente a ella». 

Son, pues, una peculiaridad de nuestro Código estas dispo-
siciones relativas a la transacción i a la hipoteca. Respecto 
a la primera, dice el Código que no pueden transijir los que 
no pueden disponer de la cosa que es materia de la transac-
ción i el artículo 2414 reproduce en parte esa disposición i 
dice que no pueden hipotecar los que no pueden enajenar! 
pero, agrega que, para hipotecar, tendrán que cumplir con 
los mismos requisitos establecidos para la enajenación. De 
aquí resulta que el hijo bajo patria potestad, el menor habi-
litado de edad, la mujer casada i el pupilo pueden hipotecar 
cumpliendo con los requisitos necesarios para enajenar. 
Pero tratándose de la transacción, nos encontramos en pre-
sencia de una lei positiva i esa lei no ha dicho que puedan 
transijir con los mismos requisitos requeridos para la enaje-
nación, como ha dicho en el artículo 2414, circunstancia que 
dá un carácter de mayor especialidad i peculiaridad al tan-
tas veces citado artículo 2447. 

I no se pueden venir a hacer afirmaciones basadas única i 
esclusivamente en el criterio personal de la defensa contra-
ria i que no tienen base alguna en la lei positiva. 

Despues se dice que el menor habilitado de edad puede 
hacer todo lo que la lei no le prohibe i que no hai lei algu. 
na que establezca Ja prohibición de transijir. 

I la parte contraria se pregunta ¿en dónde está la lei que 
le prohibe a los menores habilitados de edad celebrar una 
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transacción? ¿En dónde está, en dónde existe semejante 
lei? 

I yo contesto: es cierto que el menor habilitado de edad 
puede ejecutar todos aquellos actos respecto de los cuales 
una lei espresa no lo declara incapaz; pero relacionando el 
art . 2447 con el 303 resulta que al menor se le prohibe tran-
sijir, porque el 2447 establece que no puede transijir el que 
no puede disponer de los objetos comprendidos en la tran-
sacción i el art. 303 le quita la libre disposición de sus bie-
nes raices estableciendo que no los puede enajenar ni hipo-
tecar sin autorización judicial i para el caso de enajenación 
requiere, ademas, pública subasta, 

Por manera que de la relación de estas disposiciones le-
gales resulta que al menor se le quita la facultad de transi. 
jir i, por lo tanto, la lei lo incapacita i es uno de los actos 
que una lei espresa le prohibe ejecutar. 

La parte contraria cita el artículo, 1447, que dice: 
«Son absolutamente incapaces los dementes, los inpúbe-

res, i los sordo-mudos que no pueden darse a entender por 
escrito. 

Sus actos no producen ni aun obligaciones naturales, i no 
admiten caución. 

Son también incapaces los nenores adultos que no han 
obtenido habilitación de edad; los disipadores que se hallan 
bajo interdicción de administrar lo suyo; las mujeres casa-
das; los relijiosos i las personas jurídicas. Pero la incapacidad 
de estas cinco clases de personas no es absoluta, i sus actos 
pueden tener valor en ciertas circunstancias i bajo ciertos 
respectos, determinados por las leyes. 

Ademas de estas incapacidades hai otras particulares que 
consisten en la prohibición que la lei ha impuesto a ciertas 
personas para ejecutar ciertos actos.» 

E insiste mucho en la frase que solo declara incapaces a 
los menores adultos que no han obtenido habilitación de 
edad deduciendo de allí que el lejislador les ha dado capa-
cidad para celebrar toda clase de actos a los habilitados. I 



- 78 -

cuando se hace esta argumentación la defensa contraria no 
se fija en la parte final del inciso último del art.1447 que 
dice: «Ademas de estas incapacidades, hai otras particulares 
que consisten en la prohibición que la lei ha impuesto a cier-
tas personas para ejecutar ciertos actos». 

Pues bien, el menor habilitado de edad está limitado en 
el ejercicio de este acto que se llama transacción por esta 
prohibición a que se refiere el inciso final del art. 1447, pues 
el menor no puede ejecutar este acto por la prohibición p a r -
ticular, especialísima, única en nuestro derecho civil del 
art. 2447, en relación con el 303 i con el inciso final del 
1447. 

Finalmente la defensa contraría llega a establecer una 
doctrina por demás curiosa, i dice a este respecto lo sigui-
ente: 

«Para transijir, cuando la transacción se refiere a bienes 
raices, debe ir acompañada de los mismos requisitos nece-
sarios para la validez de la enajenación» i como tropieza 
respecto de la enajenación de los bienes raices de menores, 
con un inconveniente mui grave, cual es el requisito de la 
autorización judicial i el de la pública subasta, requisito es-
te último que a la parte contraria le incomoda porque no 
se puede llenar en la transacción, entonces modifica su doc-
trina i dice: 

«Naturalmente que para transijir válidamente se necesita 
llenar los requisitos que deben llenarse para la enajenación 
de bienes raices, pero ¿qué requisitos? Solo aquellos que son' 
compatibles con la transacción i los que son incompatibles 
se suprimen, ajustándose, por consiguiente, solo a los que 
son única i esclusivauiente compatibles con el contrato de 
transacción. 

En audiencias anteriores insinuaba a V. E. que en confor-
midad a esta curiosa teoría, a mi me parece que debe llegar-
se a una conclusión completa i totalmente diversa a la que 
arriba la parte contraria, i es que si acaso la lei exije cier-
tos requisitos para la validez de un acto o contrato i se en-
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cuentra con que los requisitos que la lei exije para la vali-
dez de ese acto o contrato son incompatibles con él, lo lójico 
era llegar a la conclusión de que ese acto no se puede cele-
brar i no decir que se puede celebrar con la omision de 
aquellos requisitos. 

Para que el Excmo. Tribunal vea hasta qué punto es exa-
jerada e inexacta esta doctrina, quiero cederle la palabra a 
la misma defensa contraria, porque la mejor refutación que 
se puede hacer £1 GStci doctrina peregrina i acomodaticia está 
en las propias palabras de la defensa contraria espuestas en 
el informe en derecho. 

Esta teoría se repitió en la Corte de Valparaiso i se le 
hizo aceptar esta monstruosidad, como el Excmo. Tribunal 
ha visto. 

Pero el Excmo. Tribunal se va a admirar mas todavía 
cuando oiga este argumento de la parte contraria que a la 
letra, en la pájina 63, 64 i 65 de su informe en derecho, 
dice: 

«¿Para transijir, en el caso del menor habilitado de edad, 
vasta la autorización o aprobación judicial, o se requiere 
ademas que el bien sobre que se transije se enajene en pú-
blica subasta? La respuesta es escusada, o mejor dicho, en la 
pregunta va la respuesta. 

La transacción escluve la subasta i la subasta escluve la 
transacción. Si la materia de este contrato es el bien raíz, la 
consolidacion del dominio o del goce del bien raiz en uno de 
los litigantes o probables litigantes, evidente es que ese do-
minio, ese goce, no se pueda poner en pública subasta para 
que pueda pasar a terceros i no a uno de los litigantes o pro-
bables litigantes. 

Partiendo de este antecedente ha de llegarse a esta con-
clusión: o el menor habilitado de edad no puede transijir 
sobre sus bienes raices, o no es requisito de la transacción 
la subasta de que habla el inciso segundo del artículo 303 
del Código Civil. El dilema.se impone. 

La subasta desaparece; tenia que desaparecer, porque es 
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una formalidad o medio de enajenar absolutamente incom-
patible con el contrato de transacción.» 

De manera que se sostiene i dice que la transacción esclu-
ye la subasta i la subasta la transacción. 

Si la transacción escluye la subasta, si la parte contraria 
está de acuerdo en que los menores habilitados no pueden 
enajenar sus bienes raices sino con autorización judicial i 
en pública subasta i si está también de acuerdo en que estoi 
sosteniendo que para que haya transacción es necesario lle-
nar los mismos requisitos que para la enajenación de los 
bienes raices de los menores de edad, i si la enajenación en 
pública subasta es incompatible con la transacción como es 
entonces que la parte contraria, aceptando que la transac-
ción importa enajenación, puede decir lógicamente que aque-
lla enajenación puede ser válida, no obstante la falta del im-
portante i gravísimo requisito de la pública subasta. 

¿Cuál es la conclusión a que hai que llegar entonces en 
vista de tan claros antecedentes? 

La conclusión es que no pudiendo el menor habilitado 
cumplir con el requisito de la subasta pública cuando com-
promete sus bienes raices en un contrato de transacción, no 
puede celebrar ese contrato, porque es incompatible con el 
requisito que la lei exije para la validez de la enajenación 
de sus bienes raices, porque no otra cosa que una enajena-
ción importa en este caso el contrato de transacción. 

Si la subasta pública es incompatible con el contrato de 
transacción, i si es ademas necesaria para la validez de la 
enajenación de los bienes raices de los menores habilitados 
de edad i si la transacción en este caso importa enajena-
ción, transferencia del dominio de esos bienes, quiere decir 
entonces que la conclusión se impone en el sentido de que 
no se ha podido eelebrar el contrato de transacción, i que 
lo que hai aquí es una transferencia de dominio, una enaje-
nación que no ha cumplido con el requisito de la pública 
subasta exijida por la lei i que es, por consiguiente, nula. 
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I note el Excmo. Tribunal que estremando esta doctrina 
la parte contraria llega a argumentar en esta forma: 

Si al menor habilitado, cuando trata de hipotecar sus bie-
nes raices, no se le exije el requisito de la pública subasta 
poique seria absurdo e incompatible con el contrato de hi-
poteca, de la misma manera seria absurdo exijirle este re-
quisito para la validez del contrato de transacción porque 
la subasta pública es incompatible con el contrato mismo. 

Excmo. Señor, realmente que esta argumentación, iba a 
decir que es de mala fé, pero no quiero emplear la espresion 
porque no deseo darle carácter áspero alguno a esta defen-
sa habida consideración a la firmeza que me asiste i de que 
estoi sosteniendo una doctrina que es incontrastable. 

1 digo este argumento no es serio por las razones que V. 
E. va a oir. 

El art. 803 del Código Civil dice a la letra: «El menor ha-
bilitado de edad no podrá enajenar ni hipotecar sus bienes 
raices ni aprobar las cuentas de su tutor o curador, sin au-
torización judicial; ni se concederá esta autorización sin 
conocimiento de causa. 

La enajenación de dichos bienes raices, autorizada por el 
juez, se hará en pública subasta». 

Requisitos jenerales para enajenar o hipotecar son: la 
autorización judicial i que esta autorización sea dada con 
conocimiento de causa. Esto es lo que establece el artículo 
en su inciso primero. 

El inciso 2.° dice mas adelante: 
«La enajenación de dichos bienes raices autorizada por el 

juez, se hará en pública subasta.» 
De manera que primeramente la lei establece reglas 

para dos contratos, una relativa a la enajenación i la otra 
relativa a la hipotecacion. 

El inciso segundo agrega requisitos referentes sólo a la 
enajenación de bienes raices i nada dice respecto a la hipo-
tecacion. 

¿Qué establece entonces la lei positiva? 
6 
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Que tratándose de la hipotecacion basta con la autoriza-
zion judicial i no exije la subasta pública. 

Estamos en presencia de disposiciones positivas que no 
dicen mas de lo necesario, i cuando en ellas se dice para un 
contrato que se necesita la subasta pública i para otro no 
se dice nada, es porque se ha querido que para este segxmdo 
contrato no se reúna ese requisito. 

Carece pues de fundamento este argumento de la parte 
contraria, la cual pareció olvidar al sentar su acomodaticia 
doctrina que no es lo mismo ser juez, que ser jurisconsulto 
0 abogado. 

El lejislador desde su asiento puede establecer en la lei 
lo que quiera, puede justificar; pero el abogado, el juriscon-
sulto i el majistrado no tienen sino que aplicar i resolver 
1 estudiar las cuestiones que se le presenten conforme a 
ella. 

Por esto, la defensa contraria nada saca con interpretar 
o variar la lei a su manera o conveniencia, porque, aunque 
discutiendo sin base ni fundamento, puede llegar a las con-
clusiones que quiera, esas conclusiones quedarán en el aire, 
porque la lei es inmutable i los Tribunales la aplicarán tal 
como está escrita. 

La defensa contraria cuando encuentra un requisito exi-
jido por la lei que no le conviene a sus argumentos dice 
que es incompatible con el contrato en cuestión i lo elimina, 
aunque la lei no le dé base para proceder así. 

Cuando se haga la reforma del Código podrán tomarse 
en cuenta las ideas de la parte contraria para consultarlas; 
pero miéntras el orden actual de cosas subsista no habrá 
mas remedio que atenerse a la lei i no a lo que podría ser 
un proyecto de modificación de la lei. 

Con lo dicho creo haber manifestado hasta la evidencia 
la verdad de la tésis que he venido sosteniendo i, al mismo 
tiempo, creo haber contestado los argumentos contrarios 
formulados en el pleito i aquellos que se aducirán en es-
trados. 
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Debe también V. E. saber que, mi doctrina, ha sido ya 
sustentada por los Tribunales en casos análogos i hai fallos 
de esta misma Corte que así lo establecen. 

Tengo a la mano una sentencia de la Corte Suprema de 
Justicia que he tomado del número 230 de la Revista de 
Jurisprudencia i que dice: 

«El Promotor Fiscal de Ancud se opuso a la inscripción de 
una propiedad que comprendía una estension de cuatro cua-
dras mas o ménos de terrenos fiscales deslindados al norte i 
este, con terrenos fiscales, al sur rio Pudelli i oeste la suce-
sión de Venancio Velis, i se querelló de amparo contra don 
Pedro José Ampuero, que aparecía como comprador. 

Mandada recibir la información por el juzgado de Ancud 
con fecha 26 de Noviembre de 1898, con citación del quere-
llado, se presentaron éste i el Promotor Fiscal, de común 
acuerdo, transíjiendo el juicio. 

Ampuero reconoció el dominio fiscal a las cuatro cuadras, 
mas o ménos de terrenos deslindados al norte i este con te-
rrenos fiscales; al sur Patricio Huidra i al oeste Juan Cani-
cura. El Promotor Fiscal, por su parte permitía a Ampuero 
que procediei la inscripción del resto. 

Ambos renunciaban a las acciones i derechos que pudie-
ran tener. 

Por auto de 20 de Diciembre de 1898 el juez de Ancud, 
señor Givovich, resolvió: Vistos: Como se solicita, i teniendo 
en consideración que según lo espuesto en el artículo 2460 
del Código Civil, la transacción produce el efecto de cosa 
juzgada en última instancia. Consúltese. 

La Corte: Vistos: Teniendo presente que el Promotor Fis-
cal no ha tenido facultad para transijir, ya que según el ar-
tículo 2447 del Código Civil, no puede hacerlo sino la per 
sona capaz de disponer de los objetos comprendidos en la 
transacción, se suspenden los efectos de la resolución con-
sultada el 20 de Diciembre de 1898, por medio de la cual el 
juez de primera instancia ha prestado aprobación a las ba-
ses de transacción contenidas en el escrito de fojas 6 i se 
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repone la causa al estado anterior a dichas bases para que 
tramitada con arreglo a derecho, se resuelva definitivamente 
como fuere de justicia. — José Alfonso. — J. Gabriel Palma 
Guzman.— Cárlos Varas.—Miguel L. Valdes». 

Señor Presidente: otra sentencia análoga a esta existe, 
aunque no la he podido encontrar en los archivos del Tri-
bunal; pero lleva la firma de algunos de los señores Minis-
tros que me escuchan i ellos la recordarán sin duda. 

Me refiero a una sentencia dada el año 1898 con relación 
a la propiedad en que hoi se encuentra edificado el Ministe-
rio de Industria i Obras Públicas. 

Un señor Groycolea vendió al Fisco de Chile la casa i te-
rreno de aquella propiedad en circunstancias que habia 
muerto su esposa; de manera que la propiedad vendida no 
era esclusivamente del vendedor sino de la sociedad conyu-
gal, o sea de la comunidad formada por este caballero, i sus 
señores hijos, a causa de la muerte de la esposa. 

Los hijos presentaron demanda pidiendo la devolución de 
aquella propiedad i entablaron la acción reivindicatoría co-
rrespondiente, alegando que el padre de familia no tenia fa-
cultad para vender sin el consentimiento de sus hijos. 

Los Tribunales mandaron devolver la propiedad recla-
mada, i-precisamente, en momentos en que el Fisco de Chile 
habia empezado a continuar las murallas para el edificio, 
habiendo echado al suelo la antigua casa. 

Habia, pues, imposibilidad material para hacer la devolu-
ción ordenada por los Tribunales. 

Se nombró entonces, de común acuerdo entre las partes, 
un perito, que fué un hermano mió, a fin de que informara 
sobre el punto discutido. 

Sobre la base del informe de este perito, el director del 
tesoro con la familia, celebraron una transacción en la cual 
establecieron que se pagaría por la casa un poco mas que 
el valor de la casación, ya que el Fisco por la imposibilidad 
material a que me he referido no estaba en situación de en-
tregar el edificio. 
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El Fisco aceptó las exijencias; se aprobó la transacción 
por la justicia ordinaria i vino en consulta a la Corte Supre-
ma. I ésta dijo i teniendo en cuenta que según el artículo 
2447, no pueden transijir los que no pueden disponer, se 
anula la transacción. 

Habia que regularizar esta solucion por medio de una lei i 
recuerdo que en 1899 el Presidente Errázuriz me encargó que 
llevara a la Cámara un proyecto de lei con este objeto. Obtu. 
ve el despacho del proyecto i quedó de ese modo normalizada 
esta situación por medio de una lei. 

Ya vé el Excmo. Tribunal cuánta similitud hai entre uno 
i otro caso. 

¿En ningún caso i en ninguna forma puede el Fisco dis-
poner de sus bienes raices? 

Nó, señor, porque de la misma manera que otros incapa-
ces, puede el Fisco vender, enajer ar i disponer de sus bie-
nes con ciertos requisitos i formalidades. 

El inciso 2.° del-artículo 2446 dice: 
«No es transacción el acto que solo consiste en la renuncia 

de un derecho que no se disputa». 
De suerte que, en orden a las incapacidades, la lei equi 

para al Fisco con los incapaces que están bajo tutela o cura-
duría, i por eso, si Y. E. ha considerado que el incapaz Fisco 
no puede transijir porque no puede disponer libremente, de-
be, por análoga razón, aplicar igual doctrina a los hijos de 
familia i a los menores habilitados. 

No solo están de acuerdo con mi doctrina los espositores 
franceses i los mas altos Tribunales de Chile, sino que tengo 
a mi favor otra opinion, i esta es la del distinguido abogado 
de la parte contraria. 

Está en manos de V. E. un juicio mui importante. 
Doña Josefina Osorio de Luza, demandó a don José De-

véscovi la entrega de 50 estacas salitreras incorparadas a 
la oficina Constancia, una de las mas ricas i valiosas de la 
pampa de Tarapacá, i uno de los títulos invocados por la 
señora Osorio, patrocinada por el señor Mac-Iver, es la nuli. 
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dad de uua transacción, par medio de la cual se despren-
dió a favor del señor Devéscovi de 12 estacas salitreras i 
pide que se le devuelvan. 

Se funda esta petición en que la transacción sobre bienes 
raices de una mujer casada es nula, porque no se han llenado 
los requisitos establecidos por la lei para su validez. 

Para que no crea el Excmo. Tribunal que estoi contando 
cuentos alegres, voi a leerle los considerandos de la senten-
cia de segunda instancia, que corre en la pajina 62 de un 
folleto que tengo a la mano i que tiene por título: «Senten-
cias i votos en el juicio .de doña Josefina Osorio de Luza con 
don José Devéscovi», Imprenta Cervantes, año 1909. 

Los considerandos 31, 32, 33 i 34, dicen: 
«Trijésimo primero. —Que por el contrato cuya nulidad se 

pide no ha enajenado don Constantino Luza ningún bien 
raiz de su mujer, sino que ha renunciado a continuar ejer-
citando una acción deducida en juicio i, aunque en la escri-
tura dice que cede a don José Devéscovi doce estacas de te-
rreno salitral, tal cesión no existió, ni el contrato celebrado, 
considerado tanto en su esencia como en su naturaleza ju-
rídica, importa cesión de un bien raiz o de un derecho cons-
tituido en él. 

Trijésimo segundo.—Que esta fué la intelijencia que le dió 
el mismo Luza cuando pidió al juez que aprobara lisa i lla-
namente la transacción: «No se trata, le dice, de la venta 
de un bien raiz de una mujer casada, sino de la transacción 
de derechos litijiosos, que no alcanzan a constituir un bien». 
Con esta esplicacion el juez aprobó la transacción i ordenó 
que se estendiera la correspondiente escritura pública. 

Trijésimo tercero.—Que en consecuencia, no son aplica-
bles al caso las disposiciones contenidas en el artículo mil 
setecientos cincuenta i cuatro del Código Civil, ni las del 
título veinte del libro cuarto del mismo Código, porque el 
contrato no contiene en sí ningún vicio que justifique la pe-
tición de nulidad que contra él se hace valer. 

Trijésimo cuarto.—Que por otra parte, la transacción no 
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es un título traslaticio de dominio; 110 transfiere este dere-
cho, sino que lo reconoce o declara, por lo cual su efecto es 
el mismo de una sentencia pasada en autoridad de cosa juz-
gada.» 

La Corte dice: hubo transacción, pero no hubo enajena-
ción. 

El señor Mac-Iver dice, interponiendo el recurso de casa-
ción en la pajina 134 de este folleto: 

«El Tribunal considera que en la transacción de 1886 hai 
una simple renuncia a continuar ejercitando una acción en 
juicio por parte de doña Josefina Osorio, i que en conse-
cuencia, no son aplicables las disposiciones del artículo 1754 
i del Libro 4.° del Código Civil, porque el contrato no con-
tiene ningun vicio. Se agrega que la transacción no es título 
traslaticio de dominio. 

El hecho es este, según consta de los documentos respec-
tivos: Se reivindicaban, demandaban por parte de doña Jo-
sefina Osorio doce estacas de terreno salitral i se transijió 
el juicio o la cuestión vendiendo dichas estacas a don José 
Devéscovi, que era el demandado, i, pagando él por esto un 
precio de 3,000 pesos. Es una enajenación indiscutible de un 
bien raiz de mujer casada llevada a efecto por el marido. 

En todo caso se trata de una transaeqion sobre un bien 
raiz de una mujer casada llevada a efecto por el marido. 

El artículo 2447 del Código Civil espresa que no puede 
transijir sino la persona capaz de disponer de los objetos 
comprendidos en la transacción i el 144 que ni la mujer ni 
el marido, ni ambos juntos, podrán enajenar o hipotecar los 
bienes raices de la mujer sino en los casos i con las formali-
dades que se dirán en el título «De la Sociedad Conyugal». 

I el artículo 1754 de este título establece como requisitos 
para la enajenación de los bienes raices de la mujer, el con-
sentimiento de ella, i decreto prévio de juez, con conocimien-
to de causa, i el justificar ademas la necesidad o utilidad 
manifiesta de la mujer. 

No se justificó esto; ni hubo consentimiento de doña Jose-
fina. Es nula, en consecuencia, la transacción. 
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Aparece también establecido que en el procedimiento pa-
ra obtener el decreto judicial de aprobación «en cuanto ha 
lugar en derecho», hubo engaño i fraude. 

No entra en las facultades de un tribunal sentenciador 
calificar soberanamente i sin atender a los hechos i a la lei 
un acto o contrato. Aparece de los antecedentes sin l uga j a 
duda que no se t rata de una simple renuncia a continuar 
una acción, sino de una transacción. En consecuencia, se in-
frinje el artículo 2446 del Código Civil. 

Aparece también que el objeto de la transacción es un bien 
raíz del que se considera dueña una mujer casada i que 
transije el marido, i que la transacción se hace sobre la base 
de una venta por el precio de tres mil pesos. 

En consecuencia, se infrinjen los artículos 2447, 144, 1754, 
1681, 1684 i 2453 del Código Civil». 

El caso es mui parecido al mió con la diferencia de que, 
en este juicio, no hubo discusión sobre el dominio porque el 
señor Peifetti estuvo de acuerdo conmigo en que el domi-
nio de las 56 pertenencias salitreras no habia sido materia 
de litijio, i en el caso de la señora Osorio, hubo discusión so-
bre ese dominio en la transacción cuya nulidad se pide. Sin 
embargo, el señor Mac-Iver dice que, aun cuando ha habido 
discusión sobre el dominio, se ha verificado una enajenación 
i ha debido cumplirse con lo preceptuado en el artículo 
2447, i con lo que dispone los artículos 144 i 1754 del Códi-
go Civil. 

¡El abogado contrario es el que habla, Excmo. Tribunal! 
Esto es, Excmo. señor, lo que dice a V. E. el distinguido 

abogado de la parte contraria cuando defiende ante V. E. a 
la señora Josefina Osorio de Luza i yo invoco esta misma 
defensa que se hace en favor de la señora ya citada para 
don Joaquín, don Florencio Verdugo i don Alfredo Cardemil 
Verdugo. 

I yo querría ver qué argumentación hace el distinguido e 
intelijente abogado de la defensa contraria para variar esta 
situación jurídica, cuando sabido es que el hijo bajo patria 
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potestad, la mujer casada i el menor habilitado de edad 
dentro de las prescripciones de nuestro derecho civil están 
en la misma situación le^al, en el mismo nivel i rejidos por 
los mismos principios jurídicos los unos i los otros. 

Sin embargo, la parte contraria, para felicidad suya, va 
a ganar el pleito de la señora Osorio, con la doctrina que 
sustenta. 

Tratándose del alegato de bien probado en el juicio de 
doña Josefina Osorio de Luza contra el señor Devéscovi, la 
defensa contraria es todavía mas esplícita, i a mí me da 
hasta cierto punto remordimiento leer el informe en derecho 
de la parte contraria porque se lo debo a la galantería del 
distinguido abogado defensor de la señora Josefina Osorio 
de Luza, quien me lo envió con una atenta dedicatoria; pero 
el Excmo. Tribunal comprenderá que ante el prestijio de 
esta opinion no puedo resistirme a darla en abono de la de-
fensa que esloi sustentando. 

El informe a que hago referencia dice en la pájina 
105: 

«Con la autorización judicial para transijir i la prescrip-
ción de la acción de nulidad, se pretende amparar el contra-
to punible de Luza i Devéscovi. 

No obstante, eso no es defensa; no alcanza siquiera a ser 
escusa. 

La aprobación o la autorización judicial no cubre los vi-
cios de que pueda adolecer un acto o contrato; las solemni-
dades prescritas por la lei en amparo de las personas que 
no pueden administrar por sí mismas, no quedan cumplidas 
ni la sanción de su falta borrada, porque un juez autorice 
o apruebe lo que según la lei no se debe aprobar o auto-
rizar. 

La intervención del juez en asuntos como el que ha dado 
oríjen a esta nulidad, es para garantir el cumplimiento de 
todas las solemnidades con que la lei proteje a la mujer ca-
sada, i no para disponer de su cumplimiento. La aprobación 
judicial sui'te sus efectos cuando ella recae en actos legales, 
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no cuando recae sobre actos ilegales. La lei es mas que el 
juez.» 

Estoi en perfecto acuerdo con el contendor i, precisamen-
te, en mi caso el juez de Valparaiso no tenia facultad para 
autorizar un acto o contrato respecto de personas que no 
pueden celebrarlo, i si éste se celebró con esa autorización 
fué nulo, porque se trata de un funcionario público que no 
tenia atribuciones para prestar su aprobación a ese acto. 

Yo digo con el contendor, la lei es mas que el juez i aun-
que el juez de Valparaiso aprobó la transacción de 8 de 
Agosto de 1896 lo hizo contra la lei, en primer lugar, porque 
era incompetente, i en segundo, porque autorizó una tran-
sacción respecto de una categoría de incapaces, que no 
podian transijir. En consecuencia, como la lei es mas que 
el juez yo repito esta misma frase del distinguido abogado 
de la señora Josefina Osorio de Luza i pido que V. E. decla-
re la nulidad de esta transacción, porque el juez ha faltado 
a su deber i no ha cumplido con la lei. 

En la pajina 105, del mismo folleto anteriormente referi-
do, cita el contendor a Laurent, la obra grande, i dice: 

«El artículo 2447 dice que «no puede transijir sino la per-
sona capaz de disponer de los objetos comprendidos en la 
transacción.» 

Con referencia a una disposición semejante del Código 
Francés, Laurent (Derecho Civil, tomo XXVHI, número 335) 
se espresa de esta manera: «Para transijir es necesario ser 
capaz de disponer de los objetos comprendidos en la tran-
sacción (art. 2045) » De modo que la capacidad de contratar 
no basta; se requiere la de enajenar. La razón es que la 
transacción supone sacrificios recíprocos; cada uno de los 
contratantes renuncia a una parte de sus pretensiones, i 
renunciar es enajenar. Se necesita entonces la capacidad de 
enajenar para transijir. De esto se sigue que los capaces de 
obligarse pero incapaces de enajenar no pueden celebrar 
una transacción.» 

B̂ l caso es claro i no sujeto a discusión. Transijir es ena-



- 91 -

Jenar: i quien no puede enajenar no puede transijir. En el caso, 
la transacción ha sido manifiestamente enajenación. La es-
critura reza: Don Constantino Luza en representación de 
los derechos de su esposa doña Josefina Osorio a doce esta-
cas de terreno salitral de las ochenta estacas que mide actual-
mente la oficina Constancia i que litiga en el presente juicio, 
declara* cederlas a don José Devéscovi. 

I como lo comprueba la misma escritura, se pagó alcabala 
por la enajenación.» 

Por manera, Excmo. señor, que las opiniones que vienen 
concordando son ya muchas, son: las de los espositores Iran" 
ceses ya citados, la de la Excma. Corte Suprema i, como 
corolario final la do la propia defensa contraria. 

I aquí me voi a permitir levantar de antemano un cargo, 
un reproche que se me hará por la parte contraria: en la 
Corte de Valparaiso se dijo que no era procedimiento pro-
pio de la defensa, i que esto en otro tiempo no se hacia, que 
110 se atacaba nunca a la persona del abogado i que la de-
fensa debia ser siempre sagrada respecto a él. 

Se agregó que estos procedimientos eran propios de con-
gresos decadentes i que, por consiguiente, constituía una 
mala práctica. 

Estoi anticipándome a este reproche por si se hace este 
argumento ante V. E., i debo decir, con el debido respeto, 
que no deseo con esto inferir ningún ataque ni traer al de-
bate la persona del distinguido abogado de la parte contra-
ria a quien respeto como abogado i como humbre, i que si 
hago referencia a su defensa es sólo para prestijiar mi argu-
mentación levantando hasta V. K. su opinion tan autorizada. 

¿Qué argumento puede haber mejor para un derecho que 
venir a decir a V. E. que los argumentos que estoi sostenien-
do aquí serán sostenidos en pocos días mas por el eminente 
i distinguido abogado de la defensa contraria"? 

De manera que léjos de merecer un reproche el hecho de 
traer en apoyo de mi defensa la persona del abogado con-
trario cuando la busco como elemento de prestíjio para ro 
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bastecer mi tésis, como una prueba de deferencia i cortesía, 
merece mas bien agradecimiento. 

Como el Tribunal lo habia visto le he dado mucho desa-
rrollo a este causal, porque considero que alrededor de ella 
jira el pleito i porque considero que es un hecho del pleito 
que la escritura de 8 de Agosto de 1896, si importa una tran-
sacción, afecta esta transacción al dominio de bienes raices 
de un hijo de familia i de menores habilitados de edad, i 
que, habiendo la Sala sentenciadora aceptado como válida 
esta transacción, ha infrinjido el artículo 2447 del Código 
Civil que prohibe a estas personas transijir porque no pue-
den disponer libremente de sus bienes. 

Por este error de derecho, tengo la convicción de que 
Vuecencia casará la sentencia en debate, i al hacerlo hab rá 
establecido el Tribunal Excelentísimo, el mas fuerte de los 
argumentos que justifiquen el establecimiento en este pais 
del recurso de casación. 

El fallo de esta sentencia influirá en adelante en la inter. 
pretacion correcta que se dé al articulo 2447 i habrá venido 
a afianzar en forma inconmovible todo el sistema estable-
cido en nuestro Derecho Civil en orden a la tuición i am-
paro que la lei presta a ciertas personas incapaces que no 
pueden gobernar por sí mismas su patrimonio. 

Señor Presidente: el amparo que se puede prestar a los 
menores habilitados de edad, a los hijos de familia i a la 
mujer casada, no está en darles facilidades para que tran-
sijan, en abrirles ancha puerta para que celebren contratos 
de transacción que en un caso puede serles favorable i en 
99 perjudicial; el amparo está en el fallo definitivo que den 
sobre sus derechos discutidos los Tribunales de Justicia. 

En esa forma los Tribunales amparan el verdadero dere-
cho; miéntras tanto la transacción abre ancha puerta para 
que en muchos casos, sobre todo en aquellos en que actúa 
jente inescrupulosa, pueda hacerse sal i agua todo el patri-
monio de los incapaces. 
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De estas solas consideraciones podrá deducir Vuecencia 
la importancia del fallo que va a dar en este pleito. El 
Excmo. Tribunal no puede olvidar que la sentencia que en 
este caso espida, servirá de norma de conducta para los 
jueces i Tribunales en adelante. 

Si la sentencia fuera adversa para mi parte los jueces i 
las Cortes quedarán autorizadas para autorizar transaccio-
nes que importen enajenación de bienes raices i los guar-
dadores inescrupulosos sabrian que, en adelante, todas las 
garantías relativas a la enajenación de bienes de incapaces, 
podrían burlarse fraguando i simulando pleitos que termi-
narían también por simuladas transacciones. 

Sin embargo, abrigo la convicción íntima de que Vuecen-
cia decretará la nulidad del fallo de la Sala sentenciadora; 
i esa confianza me la inspira la firmeza de la situación 
jurídica que sostengo. 

La sentencia tendrá una gran importancia porque vendrá 
a uniformar la jurisprudencia en orden a uno de los puntos 
mas graves de derecho i que diariamente dan orí jen a difi-
cultades de todo orden. 

El recurso de casación se habrá mostrado en todo su 
importante relieve; será una muestra mas del progreso de 
nuestras instituciones públicas, que en materia de justicia 
nos hacen verdadero honor, porque funcionan con una 
corrección i altura de criterio tal que, sin ninguna duda, 
nos dan derecho para reclamar el primer puesto a nuestra 
Corte de Casación entre los pueblos de Sud-América i se 
esplica porque sus doctrinas sentadas i resoluciones pronun-
ciadas son constantemente citadas en revistas i libros euro-
peos, lo cual es prueba evidente que ella preocupa la 
atención ilustrada de los hombres de verdadera ciencia ju. 
rídica. 

V 
CRÍTICA D E LOS CONSIDERANDOS 1 0 A 1 5 D E LA SENTENCIA 

RECURRIDA 

Para terminar el exámen de esta causal me vá a permitir 
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el Excmo. Tribunal una rápida ojeada sobre los consideran-
dos de la sentencia recurrida, a fin de que vea el Tribunal 
Excmo. como en muchos de ellos resaltan los errores tras-
cendentales de derecho cometidos. 

Ante todo cabe observar que, la sentencia recurrida, 
acusa un evidente prejuicio encaminado a buscar i declarar, 
por todos los medios posibles, la validez legal de la escri-
tura de 8 de Agosto de 1896. Lo frecuente es que, las reso-
luciones judiciales, se basan sobre antecedentes i premisas 
que se van sentando i, ¡ójícamente fluye de ellas la conclu-
sión. El procedimiento seguido en esta sentencia es otro 
mui diverso. La Corte se propuso un objetivo, declarar la 
validez de la escritura i, alrededor d3 este objetivo pro 
puesto de antemano, se acumulan razones de todo orden 
aunque ellas sean males inaceptables. 

El considerando 11 dice: 
«11. Que el artículo 2147 del Código Civil, al dictar la 

regla jeneral sobre la capacidad legal para transijir, esta-
blece efectivamente como escepcion la de que no pueden 
transijir, los que no pueden disponer de los objetos com 
prendidos en la transacción, i es del caso considerar si esa 
incapacidad ha podido afectar al padre del menor don Al 
fredo Cardemil Verdugo i a los menores habilitados de edad 
don Joaquín i don Florencio Verdugo, cuando celebraron 
con don Pedro Perfetti el referido contrato de 8 de Agosto 
de 1896.» 

Primer error jurídico, porque el artículo 2,447 establece 
una regla especial para la transacción; en relación con los 
demás contratos, pero por lo que respecta a la transacción, 
esta es la regla jeneral i solo puerte alterarse en presencia 
de disposiciones ¿speciales i escepcionales para casos deter-
minados como el que se contempla en el art. 400. 

La lei dice que no pueden transijir los que no pueden dis-
poner de sus bienes i, para que este principio tenga una es-
cepcion, es necesario que haya una disposición especial i 
oscepcional, para que en algún caso, pueda transijir alguno 
de los incapaces que pertenece a esa categoría. 
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Está de acuerdo conmigo a este respecto una opinion mui 
autorizada i es la del señor Leopoldo Urrutia. 

En el libro del distinguido abogado don Oscar Dávila, en 
el que ha recopilado las esplicaciones del Código Civil to-
madas en la clase del señor Urrutia, libro que me ha dado 
mucha luz sobre puntos mui importantes de derecho, bus-
qué la parte relativa a la transacción; pero, desgraciada-
mente el señor Dávila no tomó la parte en que se trató de 
esta materia con la estension debida. 

Sin embargo, hai en ese libro en la parte pertinente una 
espresa preferencia a los artículos 400, 1445, 1446 i 1447, 
de los cuales se desprende que la mente del profesor ha 
sido considerar al artículo 2447 como regla jeneral para el 
contrato de transacción, que agrega un requisito especial 
para la validez del acto, aparte de las reglas jenerales de 
capacidad establecida en los artículos citados i que esta re-
gla jeneral, tiene una escepcion en el art. 400. 

El considerando 12 dice: 
«12. Que conforme a derecho, no puede referirse esa es 

cepcion al padre respecto de los bienes del hijo sujeto a su 
patria potestad, por cuanto espresamente el artículo 255 del 
citado Codigo lo faculta para enajenar o hipotecar los bie-
nes raices del hijo aun pertenecientes a su peculio profesio-
nal, siempre que proceda con autorización del juez con co 
nocimiento de causa; i esta facultad así concedida, importa 
virtualmente la capacidad exijida por el artículo 2447 «de 
poder disponer de los objetos comprendidos en la transac-
ción» y a q u e en modo alguno se ha preceptuado que esa fa-
cultad de disponer haya de ser libre, es decir, sin sujeción 
a formalidades, o requisitos especiales como la autorización 
judicial referida.» 

La palabra virtualmente la repite con frecuencia la Corte 
de .Valparaiso i le sirve a ese Tribunal de ancha puerta por 
donde ha de pasar los mas graves errores de derecho. 

Vé V. E. cuán curioso es este considerando. 
La Corte se encuentra con el artículo 2447 i con el 255 
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que establece que el padre no puede disponer libremente i 
sin sujeción a trabas de los bienes del hijo bajo patria po-
testad i avanza la peregrina afirmación que precisamente el 
articulo que entraba la libre acción de la voluntad del padre 
para disponer de los bienes raices del hijo es el que le dá la 
facultad que la lei le niega i la que le impide transijir jden-
tro del texto del art. 2447. De suerte que, lejos de existir 
capacidad virtual, existe prohibición espresa de una lei po. 
sitiva i clara por sobre la cual no pueden pasar los tribu 
nales. 

El art. 1445 define la capacidad diciendo que consiste en 
poderse obligar una persona por sí misma, i sin el ministe 
rio o autorización de otra; por consiguiente, si la lei exije 
como requisito indispensable para transijir el que se pueda 
disponer de los objetos materia de la transacción, es elemen-
tal sostener que pueden disponer solo aquellos que pueden 
obrar por sí mismos, sin el ministerio o autorización de otro, 
porque así lo dice la lei en el art. 1445, porque esta es una 
palabra así definida por ella i, el padre que necesita autori-
zación judicial, no puede obrar por sí mismo i sin el minis-
terio o autorización de otro. Por consiguiente, la libre dispo 
sicion, la facultad de disponer de los bienes raices del hijo 
bajo patria potestad no se le ha dado ni quitado virtual 
mente, sino que le ha sido quitada imperativa i enét icamen-
te por ún artículo espreso de la lei que ha definido la capa-
cidad i, al hacerlo, ha limitado i definido también el alcance 
de lo que importa i hasta dónde alcanza la facultad de dis-
poner. 

Dice el considerando 13: 
«13. Que con relación a los menores habilitados de edad, 

no tiene tampoco aplicación la referida escepcion de no po-
der transijir, según el art. 297 del mismo Código: «La habi-
itacion de edad, es un privilejio concedido a un menor para-
que pueda ejecutar todos los actos i contraer todas las obli-
gaciones de que son capaces los mayores de veinticinco años, 
escepto aquellos actos u obligaciones de que una lei espresa 
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le declare incapaz». En conformidad a este privilejio, el me-
nor habilitado de edad, como cualquier mayor de edad, pue-
de disponer libremente de sus bienes muebles, i puede tam-
bién enajenar e hipotecar sus bienes raices con autoriza-
ción judicial en la forma dispuesta por la lei i asimismo 
transijir, por no existir disposición alguna espresa que lo 
declare incapaz para celebrar este contrato». 

Este considerando está mui bien hasta donde dice: «Con 
autorización judicial en la forma dispuesta por la lei»; pero 
la que virtualmente saca despues la Corte de Valparaiso no 
es tan verdadero porque dice: «i puede asimismo transijir, por 
no existir disposición alguna espresa que lo declare incapaz 
para celebrar este contrato». Existe esa disposición espresa 
lo he dicho i repetido. Esa disposición es el artículo 2447, 
por una parte i, por otra, el 303, según el cual limita su fa-
cultad de disponer de sus bienes raices ya que no puede 
hacerlo sin la autorización o sin el ministerio de otro, no 
puede disponer de ellos por acto de su libre i espontanea 
voluntad i solo esos pueden transijir. 

Dice el considerando 14: 
« 14. Que esta facultad de transijir que debe entenderse, 

según lo espuesto, conferida al padre sobre los bienes del 
hijo sujeto a su patria potestad, i a los menores habilitados de 
edad, guarda perfecta armonía con las demás prescripcio-
nes del Código Civil relativas al mismo contrato i respecto 
de personas sujetas a la tuición judicial i al amparo de la lei 
por su condicion de incapacidad legal. Basta considerar que 
el artículo 400 concede a los tutores i curadores el derecho 
de transijir sobre los derechos del pupilo i aun sobre sus 
bienes raices con la aprobación judicial; i no seria lójico su-
poner, dentro de la filosofía del derecho, que la lei quitara 
al padre de familia i al menor habilitado, lo que concedía 
a los guardadores sóbrelos bienes de sus pupilos, aun im-
púberes.» 

Dice la Corte que si la lei ha concedido la facultad de 
transijir al curador no seria lójico quitar esta facultad al 
padre sobre los bienes del hijo bajo patria potestad, al me-

7 
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ñor habilitado i a la mujer casada; pero si la Sala sentencia-
dora hubiera meditado un poco como lo hizo el señor Pine-
da, habría visto que fué mui lójica la lei i que resguardó 
mui bien los intereses de los incapaces al permitir la tran-
sacción al curador i al negarla al padre, al marido, al habi-
litado. Esas razones de profunda lójica, que no encontró la 
Corte, las conoce ya el Excmo. Tribunal i están condensadas 
en el voto disidente del señor Pineda. 

Al tribunal sentenciador, para buscar la lójica i la filoso-
fía de la lei, debió llamarle la atención que por algo ella es-
tableció reglas iguales para la enajenación délos bienes rai-
ces del hijo bajo patria potestad, del menor habilitado de 
edad, de la mujer casada i del pupilo, autorizando espresa i 
especialmente la transacción de solo este último i debió tam-
bién llamarle la atención que por alguna razón o motivo la 
lei gastó mas severas precauciones para permitir la transac-
ción de los bienes de los pupilos que las exijidas para la 
enajenación; pues, el curador puede vender los bienes in-
muebles del pupilo, que no sean preciosos o que no tengan 
valor de afección i, para transijir, sobre derechos que valgan 
mas de mil pesos, necesita autorización prévia para tratar, 
aprobación posterior despues de ejecutado el acto i todo esto 
se pena con la nulidad espresa. 

No se puede suponer al lejislador inconciente o irreflexi-
vo por cuya razón, si la Sala sentenciadora hubiera medita-
do, forzosamente, con el señor Pineda, debió llegar a la con-
clusión que por algo el lejislador exijia tal severidad de re-
quisitos para la celebración válida de ese contrato, lo cual 
explica las razones filosóficas porque la lei permite ese con-
trato a algunos i los prohibe a otros. 

Por consiguiente en vez de derivar la Corte la facultad 
de transijir de los padres i de los menores habilitados del 
artículo 400, debió ver claramente que aquel es un precepto 
escepcional del principio jeneral de derecho consignado en 
el artículo 1447, escepcion cuyo alcance no puede ampliar-
se i que debe dejarse reducida a los estrechos límites que 
la lei le dá con toda enerjía i precisión. 
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I el tribunal no se fija tampoco en que, como decia ántes, 
este contrato de transacción es en ocasiones benéfico, pero 
siempre peligroso, i que lo único exento de peligro es el 
fallo definitivo de una contienda que dirime el derecho i dá 
a cada uno lo que en justicia le corresponde. 

La lei no quiere que los incapaces vengan a especular con 
la existencia de un derecho mas o ménos dudoso. Está bien 
que hagan ésto los mayores de edad que tienen la plenitud 
de facultades que la lei confiere al individuo, que son libres 
administradores de sus bienes i que pueden, en consecuen-
cia, ganar, lucrar o especular con la transacción; pero la lei, 
repito, no permite transijir a los menores habilitados i a los 
padres, por sus hijos, i cuando quiere dar esta facultad, lo 
dice espresamente. 

La lei no admite que los menores se aventuren en una 
transacción con el objeto de especular o lucrar. 

En el considerando 15 se dice: 
«15. Que de aceptar una conclusión contraria resultaría 

que los menores de edad sujetos a patria potestad i los me-
nores habilitados de edad se encontrarían por escepcion en 
la absoluta imposibilidad de aprovechar del beneficio de la 
transacción en las cuestiones que se suscitaren o pudieren 
ocurrirles respecto de sus bienes raices, i se verían obliga-
dos a soportar i mantener litijios con grave perjuicio para 
sus intereses i con el riesgo de perder el todo de lo que es 
timaren su derecho por no tener, mediante transacción el 
medio de obtener el reconocimiento de una parte de lo liti-
gado. Que tal escepcion que no aparece espresa en la lei, 
en cuyo favor no puede invocarse ninguna razón de prove-
cho o conveniencia para los escluidosdel beneficio de la tran-
sacción se opone a la regla de hermenéutica, consignada en 
el artículo 22 del Código Civil, según la cual, el contesto de 
la lei servirá para ilustrar el sentido de cada una de sus par-
tes, de manera que haya entre todas ellas la debida corres-
pondencia i armonía». 

Aquí, Excmo. señor, se ve claramente cómo la Ilttna. 
Corte de Valparaiso ha sido inducida en un gra\ ísimo error 
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por la elocuencia con que la defensa contraria trató de con-
vencer que la transacción es solo un beneficio del cual no 
es posible privar a un número considerable de personas i a 
una gran cantidad de intereses, i al proceder así, el Tribu-
nal Iltmo. no paró migntes en la gravedad, en los peligros 
i en las inmensas dificultades que siempre presenta ese con-
trato para juzgar su conveniencia o inconveniencia. 

En el considerando 16 se dice: 
«16. Que. aduciéndose también en la demanda como cau-

sal de nulidad para el contrato de transacción, el hecho de 
haberse por él transferido a Perfetti el dominio de bienes in-
muebles pertenecientes a menores habilitados de edad sin 
cumplirse el requisito de la pública subasta que para la ena-
jenación de esta clase de bienes establece el art.303 del mis-
mo Código, debe considerarse que el indicado requisito o for-
malidad no lo ha establecido la lei para la transacción i no 
ha podido establecerlo, porque pugna o es contrario a la na-
turaleza de este contrato, en el cual solo pueden intervenir 
los que se encuentran en# el caso de terminar estrajudicial-
mente un juicio pendiente o necesitan precaver un litijio 
eventual i en niguna forma personas estrañas que ningún 
interés tengan en el asunto». 

Aquí aparece traducido en considerando el mas grave i 
trascendental de los errores de la defensa contraria, se dice: 
transijir es enajenar, i, por consiguiente, quienes pueden 
enajenar con ciertos requisitos pueden también transijir lle-
nando esos requisitos; pero cuando aparecen requisitos in 
compatibles con la transacción, para ello no son necesarios 
aunque lo sean para la enajenación. 

La lei no dice esto en ninguna parte, no podría tampoco 
decirlo dentro de una sentencia correcta i lójica. 

¿Hai lójica en este argumento, Excmo. Tribunal? 
Aun no me convencerán, por mucho talento que se gaste, 

de la verdad de este argumento, i no sé cómo ha podido 
convencerse con él a la Iltma. Corte de Valparaiso. 

Porque ¿cómo juntar estos dos puntos de la cadena? Tran-
sacción i enajenación necesitan de los mismos requisitos. Pa-
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ra la enajenación de los bienes raices de un menor habilitado 
de edad se necesitan autorización judicial i pública subasta, 
i para la transacción se requieren las mismas solemnidades; 
pero corno la pública subasta es incompatible con la tran-
sacción, la elimino i me atengo solo a la autorización judi-
cial. 

¿I por qué la Corte de Valparaiso aceptó esta doctrina? 
Porque quedó encantada con la argumentación contraria en 
orden a las ventajas del contrato de transacción i creyó 
que el mundo se vendría abajo si quedaba en el derecho Ci-
vil una cantidad de personas que no podrían celebrar el con-
trato de transacción tan altamente beneficioso; i con tal co-
lorido se presentó por la defensa contraria esta curiosa 
teoría que pareció que los que quedaban escluidos de este 
beneficio legal iban a sufrir tanto como las personas que 
fueron arrojadas del Pa:aiso Terrenal, tales eran los elojios 
de la transacción. 

De modo que a la Corte de Valparaiso no le pudo entrar 
la doctrina tan antipática que yo he sostenido i sostengo, 
porque no podria convenir en que pudiera quedar jente a 
quienes se le despojara de esto que se llamaba el beneficio 
de la transacción. 

Esto me hace recordar lo que decía un orador español lía-
blando sobre una flor. 

Esta es una flor, decía, que lleva dentro una víbora que 
pica i mata a todos ios que se la colocan en el ojal. 

Yo podria comparar la flor de que hablaba el orador espa-
ñol con el contrato de transacción, diciendo que éste es una 
especie de flor, que aunque benéfica, es cierto, suele llevar 
dentro de ordinario una víbora que es peligrosa. I por eso 
es que la lei ha impedido a los menores celebrar este con-
trato a fin de librarlos de los peligros i daños que en algu-
nas ocasiones pudieran correr; porque de cien casos, habrá 
noventa i nueve peligrosos i perjudiciales para el menor i 
solo uno podrá reportarle beneficio. 

Pero fuera de la razón de este prejuicio de no dejar pri-
vadas de la transacción a tanta jente, tuvo la Iltma. Corte 
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otra razón mas delicada para proceder, i es la que voi a es-
poner ante Vuecencia con el debido respeto por supuesto, 
desde que de otra manera no la diria. 

Puesto que somos abogados i vivimos de la justicia, tene-
mos mas obligación que nadie en respetarla i prestijiarla. 
Miéntras mayor sea el respeto i el prestijio que nosotros le 
demos, mejor, claro, mas limpio resultará el amparo de 
nuestro derecho. 

De manera que al decir lo que voi a esponer ante el Tri 
bunal Excelentísimo no voi a hacer cargos a nadie; voi 
únicamente a decir lo que ha pasado. 

Yo pude haber recusado al ¡Ministro señor Moreno de la 
Corte de Valparaiso, i va a ver Vuecencia por qué mo-
tivo. 

La transacción de 8 de Agosto de 1896 la redactó i la hizo 
como abogado el distinguido i malogrado jurisconsulto de 
Valparaiso don Federico Pinto Izarra. 

Este abogado sabia lo que hacia i supo por lo tanto que al 
llevar a su cliente a firmar esa escritura lo llevaba a firmar 
algo que era nulo de pleno derecho. La prueba de que supo 
que esta escritura era nula está en que el mismo dia en que 
se la firmó, el señor Pinto Izarra hizo firmar otra que figura 
en el espediente i que establece que para el caso de que la 
anterior escritura sea anulada, resuelta o rescindida, se esti-
pulan tales o cuales cosas, entre otras, que se entenderá 
vijente el contrato de arrendamiento de las salitreras i que 
éste empezaría a correr desde la fecha en que se declare la 
nulidad de la escritura del año 96. 

¿Cuándo ha visto el Tribunal que se tomen tales precau-
ciones para celebrar un contrato? 

¿Cuándo ha visto que al lado de la escritura que se cele-
bre se ponga el contraveneno? 

I era que el señor Pinto construía sobre el aire, Excelen-
tísimo señor, sabia que la escritura era nula i que un dia 
habia de ser anulada, resuelta o rescindida. 

Pero se le olvidó al señor Pinto, para felicidad nuestra, 
contemplar una situación intermedia, la situación desde el 
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momento en que empezó a sacar los frutos de estos bienes i 
el momento en que empezara a rejir este contrato de arren-
damiento de que habla la segunda escritura de 8 de Agosto 
de 1896. 

Queda una laguna, tiempo que el señor Pinto no contem 
pió en la escritura, i esta circunstancia tiene mucha impor-
tancia para el señor Perfetti, porque le significaba el desem-
bolso de muchos miles de pesos. 

De manera, Excmo. señor, que el 3eñor Pinto tiene en 
este negocio cierta responsabilidad, ya que no civil, moral, 
de la cual no puede, no habia podido desprenderse aunque 
hubiera vivido: es la responsabilidad moral del abogado que 
induce, aunque sea inocentemente, a su cliente, a cometer 
un error de derecho que le signifique una cuantiosa pérdida 
pecuniaria. 

Yo no quisiera encontrarme nunca en una situación seme 
jante, Excmo. señor. 

Establecida así la responsabilidad inmensa del abogado 
que firmó esa escritura, comprende el Excmo. Tribunal, sin 
mayores comentarios, la situación del señor Moreno, cuñado 
del señor Pinto Izarra, curador de sus hijos i mandatario de 
su viuda. 

El señor Ministro Moreno vinculado así al hogar del señor 
Pinto Izarra está sin duda oyendo a diario la impresión de 
ese hogar sobre este asunto en que actuó su jefe, espresada 
al calor del recuerdo cariñoso, de las palabras de estimación, 
que todo ese hogar tiene que dedicar a la memoria del que 
fué don Federico Pinto Izarra. 

I sabe el Tribunal Excelentísimo que es un principio sen-
tado por los sociólogos i los psicólogos que una de las gran-
des presiones que mueven los actos humanos es la acción 
del medio en que viven. 

Por mui enérjica i decidida que sea la voluntad de un in-
dividuo, por mucho que sea el aislamiento en que quiera vi-
vir, nunca logrará segregarse en absoluto del medio en que 
viva, de la acción i presión que pueda ejercer sobre su vo-
luntad. 
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(Se suspendió la Audiencia). 
El señor- Alessandri. — Con la vénia del señor Presidente, 

continúo alegando i prosigo manifestando que la sentencia 
ha tenido por base un prejuicio i que sólo así se conciben los 
errores de derecho acumulados en dicha sentencia, ya que 
la Corte de Valparaiso, al dictarla, no ha hecho otra cosa 
que darle forma a los argumentos del abogado contrario. 

Fué muí sensible que una causa tan importante fuera vista 
por tres Ministros solamente. El señor Ministro don Luis Ig-
nacio Silva no pudo entrar a formar parte del Tribunal por-
que habia prestado su aprobación a la petición de mis pa-
trocinados en su carácter de juez de primera instancia, i el 
señor Quirel, que.es un distinguido jurisconsulto, se encon 
traba en visita interviniendo en el sumario sobre falsifica-
ción del testamento del señor Varela; de modo que concu-
rrieron al Tribunal los señores Ministros Pineda, Silva Do-
mínguez i Moreno. 

Respecto del Ministro señor Moreno, pude haber hecho 
valer una causal de recusación como yo lo he dicho; pero, 
ya fuera por vanidad inocente o por la mucha fé que yo te 
nía en mi doctrina, i por consiguiente en el derecho que asis-
tía a mis patrocinados, no hice valer esa causal de recusa-
ción, pues, creí que por mas seguridad que tuviera el señor-
Moreno de la corrección i legalidad de los actos de su cuña-
do, el señor Federico Pinto Izarra, no podría dejar de com-
prender que la razón i la lei estaban de mi parte. 

Poco ántes de que la Corte de Valparaíso espidiera su 
sentencia fui a esa ciudad a alegar en un juicio sobre decía 
ración de quiebra de la oficina salitrera Valparaíso. 

Yo sustuve que las oficinas salitreras no podían ser decla-
radas en quiebra i obtuve sentencia favorable. 

Con tal motivo, un señor Villagran, interesado en aquel 
juicio, me dió una comida en su casa i entre los asistentes 
estaba el señor Ministro Silva Domínguez. Durante la co-
mida, un abogado imprudente, faltando a las conveniencias 
sociales, trajo a colacion el juicio entre el señor Perfetti i 
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mis patrocinados no obstante hallarse presente un Ministro 
de la Corte que debía entender en este asunto. 

El señor Silva Domínguez, que ignoraba u olvidó que yo 
era abogado de una de las partes, dijo en un arranque esta 
frase: «Todo estará muí bien, pero, lo que a mí, no me en-
tra que se venga a pedir la nulidad de la transacción por 
los mismos que la firmaron». 

Deberes de buena sociedad me obligaron a guardar si-
lencio. 

Yo pude hacer valer esta circunstancia cuando alegué; 
pero no lo hice porque tuve la candidez de creer que el se-
ñor Silva Domínguez cambiaría de opinion despues de oir 
mi alega'o. 

Debo, también, hacer presente al Excmo. Tribunal, i con 
esto no le hago injuria al Ministro señor Silva Domínguez, 
que este majistrado hace mui poco tiempo a que forma par-
te de la Corte de Valparaiso i como siempre ha sido juez del 
crimen, no es una especialidad en derecho civil. 

El Ministro señor Silva Domínguez i el señor Ministro Mo-
reno procedieron, como ya lo he manifestado, dominados por 
un prejuicio i creían que la moralidad estaba en contra de 
los señores Cardemil i Verdugo, porque pedían la nulidad 
del contrato de transacción que ellos habian firmado. I así 
se esplican los errores de derecho cometidos en la sentencia-
que fué dictada i construida sobre un prejuicio. 

¿Tiene razón de ser este prejuicio? Es cierto que la equi-
dad i la moralidad están de parte del señor Perfetti? P a r a 
raciocinar de este modo, seria necesario invertir todo el or-
den de nuestra lejislacion civil i el orden moral de la cons-
titución de nuestra sociedad porque ¿qué es la sanción de 
nulidad? Es una protección con que la lei cubre a los inca-
paces, a los que no tienen el debido criterio para dirijir por 
sí mismos sus intereses i a quienes la lei, como dice Planiol, 
rodea de garantías directas e indirectas. 

Las garantías directas consisten en no dejarlos proceder 
sino asesorados por personas superiores a ellos i con cierto, 
requisitos. Las indirectas están en la sanción de nulidad, 
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.que es una arma puesta por la Lú en mano de los incapa-
ces para que se defiendan cuando se les ha hecho ejecutar 
un acto que les perjudique. 

¿Es inmoral que un incapaz busque el amparo de Ja lei? 
Sostener semejante doctrina es destruir todo el orden Jegal 
i moral establecido por nuestra lejislacion. 

I digo moral, porque la moralidad quiere que las personas 
obren con el debido discernimiento i que el que tiene discer-
nimiento bastante no abuse del que no lo tiene. Con tal fin, 
ha establecido la lei la nulidad para los actos ejecutados por 
los incapaces cuando esos actos les perjudican i a ellos mis-
mos les ha dado la facultad espresa de reclamar esa nulidad 
para que se defiendan; de modo que no puede decirse que es 
inmoral que una persona incapaz se acoja a una disposición 
de la lei establecida por razones de orden público i en bene 
ficio esclusivo de esa persona. 

Cuando hice la historia de este juicio, pudo V. E. ver que 
el señor Perfetti, en vez de contestar la demanda presentada 
por mis patrocinados, dejaba pasar dias, semanas i meses, a 
fin de poner en su ayuda la acción del tiempo, pues, de ese 
modo le era mas fácil conseguir el logro de sus pretensio-
nes, ya que miéntras él nadaba en la abundancia, mis pa-
trocinados no tenían un centavo, a pesar de estar viviendo 
sobre una mina de oro i ser dueños de derechos valiosí-
simos. 

Pero ellos no podían gozar de lo que les pertenecia por-
que tenian que estrellarse contra la montaña de resistencia 
que les oponia el dinero de su contendor. 

Es menester no saber lo que es la miseria ni haber espe-
rimentado la angustia que se siente cuando liai necesidades 
sin tener con qué satisfacerlas, para decir que aquellas per-
sonas obraron con libertad i sin presión alguna. Si bien es 
verdad que es mui dura i dolorosa la necesidad que sufre el 
mendigo que tiende la mano trémula a la piedad del que 
pasa no es ménos cierto que esa miseria, de los que han na-
cido en la indijencia i que no han conocido jamas otra situa-
ción mejor, esa miseria es ménos dolorosa que la de quie-
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nes han nacido en un medio social .elevado, del cual han 
caido ya que costaría soportar el reproche de los que le es-
tán mirando; es preciso haber sentido ese rubor, no haber 
sentido las exijencias dolorosas del que debe i no puede pa-
gar, oel que tiene necesidades premiosas i carece de los me-
dios como satisfacerlas para poder sostener que ha habido 
inmoralidad de parte de mis patrocinados. 

De este prejuicio parte la sentencia de la Corte de Val-
paraiso i por eso se viene buscando en ella lo que equivo-
cadamente se llamada inmoralidad. I la Iltma Corte no se 
fija que Perfetti pagó 36 mil libras por lo que valia tres-
cientas o cuatrocientas mil, es decir, por cincuenta i seis 
pertenencias de terrenos salitrales ubicados en el cantón de 
Huara, sin la pampa mas rica de Tarapacá. 

¿I en qué condiciones pagó Perfetti esta cantidad? ¿Fué por 
algo aleatorio, desconocido? ¿Fué un derecho de mina el que 
compró? ¿Habia algún misterio o secreto de la naturaleza 
que pudiera decirse que iba a perder dinero? 

Nó, señor; se trataba de una pampa salitrera cubicada 
por los empleados de la Oficina Fiscal de salitreras, cuyos 
planos están en el Ministerio de Hacienda i en los cuales 
está anotado hasta el grueso que miden las capas de ca-
liche. 

De modo que el señor Perfetti que era salitrero, que habia 
hecho su fortuna colosal en la esplotacion de esta industria, 
que habia tenido la buena suerte de llegar a aquellas pía 
yus del norte, sabia i conocía cuánto era lo que pagaba, 
sabiendo que habia caliche por valor de trescientas o cua-
trocientas mil libras. En tales circunstancias solo les pagaba 
treinta i seis mil libras esterlinas a estas personas que esta-
ban en la miseria, a estos niños de 21 años, que no sabían lo 
que era la vida, que habían sido educados en los colejios de 
Valparaiso i que solo por referencias habían oído hablar de 
salitreras i que, por consiguiente, no sabían absolutamente 
lo que aquellas sustancias podian valer, i sin embargo, Per-
fetti sabia perfectamente lo que hacia i que engrosaba su 
patrimonio con un saldo a su favor de doscientas o trescien-
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tas mil libras esterlinas, i por eso les ponia a estos menores 
la pistola at pecho para que le entregaran por un plato de 
lentejas, derechos que valían trescientas o cuatrocientas mil 
libras. 

¿I cómo se puede venir a decir entonces que hai inmora-
lidad de parte de los menores que fueron así engañados? 

Si V. E. desea saber lo que esos derechos valen, ahí están 
los informes en el Ministerio de Hacienda. Si V. E. quiere 
saber en cuanto ha engrosado Perfetti su patrimonio con 
esta transacción, qué cosa mas sencilla! 

Según el decreto del año 1894, que ha venido a ser la sal-
vación de los señores Verdugo ¡quién lo hubiera creído! 
consta en el plano a que me he referido la cubicación de las 
cincuenta i seis pertenencias salitrales i el espesor de la capa 
de caliche de estas pertenencias. 

Conforme a esta cubicación se sabe que habia tantos mi-
llones de quintales de caliche en estas cincuenta i seis per-
tenencias, i en conformidad a este plano se puede saber lo 
que han significado para Perfetti estas treinta i seis mil 
libras. 

Pues bien, un injeniero cualquiera, va al terreno, transpor-
ta el plano i según él dice tantos quintales de caliche exis-
tían ántes que Perfetti comenzara a esplotar estas salitreras 
i tantos son los que en la actualidad quedan, resta los que 
existen de los que existían i el saldo representará los miles 
de libras con que Perfetti ha incrementado su patrimonio, a 
costa de los derechos de los señores Verdugo. 

I porque estos caballeros se presentan a los tribunales di-
ciendo: nos han llevado una fortuna cuando aún no tenía-
mos la amplitud de criterio que la lei exije, cuando aún no 
éramos hábiles para contratar i no sabíamos lo que hacía-
mos, i amparados en las prescripciones de la lei venimos a 
golpear a las puertas de la justicia para que se nos proteja, 
entonces se grita ¡ah, la inmoralidad!; i tanto se grita que se 
logra formar una corriente de opinion alrededor de esto, se 
aprovecha el medio favorable i así nace el prejuicio i se acu-
mula a su alrededor una cantidad de argumentos para justi-
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ficarle, argumentos que no tienen base ni en la lei ni en la 
moral. 

Esta es la única razón de ser de esta sentencia que la Cor-
te de Valparaiso ha dictado; pero tengo la convicción pro-
funda que V. E. en vista de la infracción del artículo 2447 
del Código Civil en relación con el 2446, 255 i 303 del mis-
mo Código, declarará que la Sala sentenciadora ha cometido 
un grave error de derecho i que V. E., casando la sentencia, 
consultará los intereses de las partes contendientes restable 
ciendo los fueros déla verdad i de la justicia, ñjando, al mis-
mo tiempo, la norma de conducta que han de seguir los 
demás tribunales de la República, en orden a garantir los 
bienes de los incapaces. 

Con esto habrá hecho V. E. un acto de la mas alta equi-
dad i justicia posibles, devolviendo a sus dueños la fortuna 
de que han sido despojados, por ignorancia de lo que hacían 
i por presión indebida. 

Esta es la causal mas fuerte de casación i tengo la segu-
ridad absoluta que V. E. la acojerá por haber errado grave-
mente en derecho la Corte al establecer que el padre de fa-
milia ha podido transijir sobre los bienes raices del hijo i 
que también ha podido transijir, sobre esos mismos bienes, 
el menor habilitado de edad. 

El señor Presidente. — Por haber llegado la hora canti^ua-
rá el señor abogado alegando en la Audiencia de mañana. 

AUDIENCIA. D E L 1 7 D E NOVIEMBRE 

El señor Presidente.—Puede continuar alegando el señor 
Abogado. 

El señor Alessandri. — Con la vénia del señor Presidente 
continúo alegando por don Alfredo Cardemil Reyes i los se-
ñores Joaquín i Florencio Verdugo. 

La doctrina que sustenté ayer ante V. E. en el sentido de 
que la sentencia recurrida, o sea los dos votos de la Corte 
de Valparaiso, habían infrinjido el art. 2447 del Código Ci-
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vil, por haber considerado que podían transijir ias personas 
que según dicho artículo no pueden hacerlo por no poder 
disponer libremente de sus bienes, está confirmada en abso-
luto en el voto disidente del señor Pineda. 

No quiero molestar al Excmo. Tribunal repitiendo la lec-
tura de esos considerandos; me remito simplemente q ellos 
i allí, como lo digo, encontrará V. E. confirmada con clari-
dad i acopio de antecedentes la doctrina verdadera i la que 
evidencia el error de derecho grave en que incurrieron dos 
señores Ministros, por separarse de la opinion del señor Pi 
neda, que fué la única que entró' al pleito con ánimo sereno 
i libre de piejuicios. 

EL señor Presidente. — Someto a la discreción del señor 
Abogado la conveniencia de traer al debate las personas de 
los señores Ministros, que, por lo demás, no hacen al fondo 
del negocio. 

El señor Alessandri. —Perfectamente, señor Presidente. 
Aunque pronto iba a dejar de mano este punto para ocu-

parme de otro, basta la observación del señor Presidente 
para que desde luego elimine en absoluto del debate las per-
sonas de los señores Ministros. 

VI 

LA SALA SENTENCIADORA INFRLNJLÓ EL AKT. 2 2 5 DE LA 

LEI SOBRE ORGANIZACION I ATRIBUCIONES D E LOS 

T R I B U N A L E S 

Voi a entrar a otro aspecto interesante de la cuestión de-
batida. 

Ademas de los errores de derecho graves de que adolece 
la sentencia recurrida i que he señalado ya al Tribunal Ex-
celentísimo, hai todavía que considerar otro de carácter toda-
vía mas grave i mas manifiesto: me refiero a la infracción 
del artículo 225 de la Lei Orgánica de Tribunales. 

Transacción o enajenación el contrato de 8 de Agosto de 
1896, en uno i otro caso, la parte de Perfetti i la que yo pa-
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trocino, están de acuerdo en que el contrato ha importado 
enajenación del dominio de bienes raices ele hijos de familia 
i de menores habilitados de edad. I, la parte de Perfetti sos-
tiene firmemente que, en todo caso, no para transijir o ena-
jenar bienes raices estas personas necesitan autorización 
judicial. 

Surje entonces la cuestión de determinar en uno i otro 
caso a cual juez correspondía la competencia para dar va-
lidamente la autorización. 

El art. 225 de la Lei de Tribunales resuelve en una forma 
tan clara la cuestión, que casi no se comprende cómo ha 
podido la Corte incurrir en este error de derecho en presen-
cia del citado artículo. 

Dice el art. 225: 
«Para aprobar o autorizar la enajenación, hipotecacion o 

arrendamiento de inmuebles es competente el juez del lugar 
donde estos estuvieren situados.» 

Hai un hecho en que las partes están de acuerdo i también 
la Sala sentenciadora, incluso el voto del señor Pineda, i 
que debe, por lo tanto, considerarse como un hecho del 
pleito. 

Ese hecho es que el dominio de los señores Verdugo sobre 
las 56 pertenencias salitreras no era materia de litis, ni ha-

bia sido nunca discutido. 
Queda establecido este hecho en el considerando 1.° de la 

sentencia de primera instancia, reproducido en la sentencia 
de segunda instancia. I en los considerandos 8.° i 9.° de la. 
sentencia de segunda instancia dejan establecido que es 
transacción el contrato de 8 de Agosto de 1896; pero que 
dentro de la transacción ha habido enajenación de bienes 
raices i reconoce que la enajenación se refiere a 56 perte-
nencias no discutidas durante el pleito. 

Este es, por consiguiente, un hecho ya inconcuso, indiscu-
tido i que, en el estado de la causa, no puede siquiera discu-
tirse, correspondiendo solo deducir las conclusiones de dere-
cho que de dicho hecho se desprenden. 



— 112 _ 

Quiero, por última vez, dejar constancia hasta qué punto 
i con qué claridad la parte contraria lo reconoce. 

En la pajina 106 de su informe en derecho, dice: 
«Indudable es que no estaba en litijio el dominio de di-

chas estacas. Ellas pertenecían a la sucesión de don Pedro 
Joaquín Verdugo i a la de doña Dolores González de Ver-
dugo; sobre ellas no tenia mas derecho don Pedro Perfetti 
que los provinientes del contrato de 3 de Abril de 1886, del 
otro contrato de arrendamiento a que se ha aludido, i los 
que pudieran nacer del éxito de las acciones mismas de los 
herederos Verdugo.» 

De manera que la Corte sentenciadora i las partes litigan-
tes están de acuerdo en que el dominio no estaba en tela de 
juicio i existe acuerdo también para establecer que ha habi-
do enejenacion de bienes raices. 

Ya sea que el contrato importe una compra-venta o sea 
que importe una transacción, todos estamos de acuerdo en 
que el objeto de la transacción ha sido la enajenación de 
bienes raices, cuyo dominio no ha sido discutido. 

Ayer traia al debate la opinion de la parte contraria en el 
caso de la señora Josefina Osorio de Luza, i hacia presente 
al Tribunal que, acerca del dominio de 12 pertenencias dis-
cutidas i sobre las cuales se habia transijido, decia la parte 
contraria: aun aquí ha debido mediar la autorización judi-
cial, porque ha habido transferencia de dominio, enajena 
cion, compra-venta i ha debido aplicarse todos los requisi • 
tos establecidos para la compra-venta. 

I si en aquel caso, Excmo. señor, cuando se trataba de 
derechos discutidos, cuando se trataba de una transacción 
en la cual se renunciaban derechos en litijio por ámbas par-
tes, se consideraba indispensable la autorización judicial, 
¡con cuánta mas razón no ha de reclamar mi parte en el 
caso que ventilamos, cuando ha habido enajenación de bie 
nes no discutidos, jamas puestos en d u d a ! . . . . 

No sé con qué lójica habría de exijirse como condicion de 
validez la autorización judicial en el caso de la señora Oso-
rio de Luza i no habria de exijirse en el caso actual, cuando 
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todos estamos de acuerdo en que no ha habido discusión 
sobre el dominio de los bienes raices enajenados. 

1 si estamos de acuerdo las partes en que, importe tran-
sacción o compra venta el contrato de 8 de Agosto de 1896, 
siempre dentro del contrato ha habido enajenación de bie-
nes raices siendo estos bienes raices de un hijo de familia i 
de dos menores habilitados de edad, debemos llegar a la 
conclusión forzosa de que se ha necesitado autorización ju-
dicial, que ha debido llenarse este requisito fundamental 
exijido por la lei. 

Ahora bien, si ha habido enajenación de bienes raices i 
transferencia de dominio de bienes todavía que no estaban 
sometidos a litijio ¿qué juez ha debido prestar la autoriza-
ción correspondiente? 

Lo dice el artículo 225 de la lei de Tribunales: el juez del 
lugar en donde estuvieren situados los inmuebles. 

I pregunto yo: ¿hai alguna escepcion que salve a la regla 
jeneral establecida en este artículo 225 de la lei de Tribu-
nales? 

Yo desafío a la parte contraria qua encuentre i señale esa 
escepcion. 

Tengo la absoluta seguridad que no la encontrará porque 
no existe. 

El artículo 225 establece que donde quiera que haya ena-
jenación o hipetecacion que requiera la autorización judicial, 
el único juez competente para darla es el del lugar en donde 
estén situados los inmuebles. 

La regla no admite escepcion ni la tiene establecida en 
ninguna parte. 

Estudiando la historia fidedigna de la lei, se comprende la 
razón que se ha tenido para no admitir escepciones a la re-
gla que importa este precepto legal. 

Don Manuel Ejidio Ballesteros en su libro sobre comenta-
rios a la Lei Orgánica de Tribunales estudia el oríjen de este 
artículo, i va a oir el Tribunal Excmo. lo que al respecto se 
dice: 

1971.—«Esta disposición no se encontraba en el proyecto 
8 
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del señor Vargas Fontecilla, cuando'la Comision Revisora se 
ocupó en la sesión de 26 de Mayo de 1871 del primer ar-
tículo de dicho proyecto, en que se determinaba la compe-
tencia para conocer de las acciones inmuebles», se indicó 
que era conveniente establecer en un artículo espeqial que 
cuando la lei exije permiso judicial para hipotecar inmue-
bles, es competente para otorgarlo el juez letrado en cuyo 
domicilio estuviere situado el inmueble. 

Se apr obó la idea encargándose a.1 señor Lira que le diese 
forma i la propusiese para consignarla en su respectivo 
lugar.» 

En cumplimiento de este acuerdo, fué presentado el ar-
tículo en la sesión de 11 de Abril de 1873, i la Comision lo 
aprobó sin debate. 

1972.—En la Cámara de Diputados, el señor Fábres objetó 
el artículo como contrario a los principios de la ciencia, 
puesto que en él se desconocia el carácter de estatuto per-
sonal, que reviste la disposición que prohibe enajenar o gra-
var ciertos bienes sin la autorización judicial. Esa disposi-
ción ha sido dictada solamente en consideración a las perso-
nas i no en consideración a los bienes. Dueño es el lejislador 
para reaccionar contra los principios científicos; pero el he 
cho es, dijo, que no se divisa motivo justificado para ello-

1973.—A estas observaciones contesta el señor Lira en la 
sesión de 22 del mis.no mes, diciendo: 

«El honorable diputado por Rancagua ha objetado con 
aparente justicia la disposición del artículo 226 que declara 
competente para conceder permiso para enajenar o gravar 
bienes inmuebles de incapaces solo al juez del lugar donde 
estos inmuebles estuvieren situados. Mala regla,, ha dicho su 
señoría, porque éste no es un contrato real sino personal, 
porque no debe buscarse como base lo que dice relación al 
inmueble : ino lo que dice relación al incapaz. 

«Estoi de acuerdo con su señoría en la apreciación jurídi-
ca que hace de esta disposición; pero altas razones de con-
veniencia indujeron a la Comision a establecer aquí una 
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regla acaso no mui ajustada a consideraciones cientí 
ficas. 

«Es sabido que nuestras leyes solo autorizan la enajena-
ción o gravamen de ciertos inmuebles con permiso del juez> 
dado prévio conocimiento de causa. La práctica ba manifes-
tado un grave abuso en esta materia. Rechazado un marido 
o un tutor por el juez de su domicilio, ha ocurrido a otro i 
a otros hasta que, allá mui léjos, ha ido a encontrar al fin 
uno mas complaciente que le ha concedido indebidamente 
un permiso que muchos otros le habrían negado. ¿Cómo pre-
venir este abuso? En cumplimiento del deber que a las Cor-
tes de Alzada impone el artículo 5.° del Código Civil, la 
Corte de Apelaciones de la Serena denunció este abuso al 
Presidente ue la República, indicándole que convendría 
atribuir a las Cortes de Apelaciones esta facultad que hoi 
ejercen los jueces de letras. Uno de los ministros de la Corte 
de Apelaciones de Concepción indicó el mismo abuso a uno 
de los miembros deia Coinision. Esta tomó en consideración 
el asunto, i propuso la regla de este artículo que si no está 
de acuerdo con las teorías esplicadas por el señor diputado 
por Rancagua, consulta al ménos una medida conveniente 
de una manera ménos chocante la naturaleza de las atribu-
ciones de ciertos tribunales que la recomendada por la Cor-
te de la Serena.» 

1975.—La Lei española de Enjuiciamiento Civil dispone 
en su artículo 63 que en las autorizaciones para la venta de 
bienes de menores o incapacitados, será juez competente el 
del lugar en que los bienes se hallaren, o el del dominio de 
aquellos a quienes pertenecieren. 

Esta facultad de eiejir el juez ha sido suprimida en Chile 
por los poderosas motivos que espresó el señor Lira en la 
Cámara de Diputados, i de esta manera se ha cortado de 
raiz los abusos a que ella daba lugar ántes de la vijencia de 
la Lei Orgánica.» 

El señor don José Clemente Fábres en la Cámara de Di-
putados objetó este artículo como contrario a los principios 
jenerales de la ciencia, i, el señor Lira, aceptó las objeciones 
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como encuadradas dentro de los principios jenerales del de 
recho; pero, manifestó que esta disposición escepcional para 
nuestro pais, obedecía a la necesidad de impedir abusos que 
reiteradamente se cometían i, tanto el señor Lira como el 
señor Fábres, en vista de esta razón especial, convinieron 
en mantener también esta disposición especial i escepcional. 

Este artículo se ha puesto inspirado en el principio de que 
«A la tierra que fueres haz lo que vieres», o sea inspirado 
en el principio de que hai vicios, que en ciertos casos i cir-
cunstancias los lejisladores tienen que pasar por encima de 
los principios jenerales de la ciencia con el objeto de corre-
jir costumbres o vicios peculiares de aquellos paises en que 
tienen la misión de lejislar. 

Estos dos jurisconsultos tan eminentes, don José Clemente 
Fabres i don José Bernardo Lira, creyeron que era menes-
ter en nuestro pais, para evitar abusos, prestar todo el am-
paro de que la lei es capaz a estas personas i que, en conse-
cuencia, era necesario dictar una disposición especialísima 
para Chile, aunque contraria a los principios jenerales de la 
ciencia jurídica; i con tal propósito, pasaron por sobre estos 
principios para establecer esta jurisdicción especial del do-
micilio del juez con relación al lugar en donde está situado 
el inmueble o los inmuebles que iban a ser afectados por la 
enajenación o hipotecacion. 

Esta es la historia fidedigna del establecimiento de la lei 
i esta es la razón que se ha tenido para establecer este ar-
tículo 225. 

I si esta disposición ha nacido en tales condiciones con el 
objeto de prevenir abusos que se cometian en este pais i se 
ha redactado este artículo con tanta enerjía ¿cuándo, cómo i 
por qué circunstancia se puede decir que haya una escep-
cion a esta regla jeneral? 

Pues bien ¿tengo o no razón cuando tomo el hecho proba-
do en autos de que ha habido enajenación de bienes raices 
que en todo caso ha necesitado de autorización judicial i 
cuando queda establecido en el pleito que estos bienes esta-
ban situados en Iquique i comparo estos dos hechos desde el 
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punto de vista de la disposición espresa del artículo 225, 
tengo o no razón, repito, para decir que la Sala sentencia-
dora ha incurrido en un grave error de derecho al declarar 
que bastaba la autorización del juez de Valparaíso, juez 
distinto de aquel en donde estaba situado el inmueble? 

Me parece, Excmo. Tribunal, que con el estudio compara-
tivo de los hechos i la naturaleza del artículo 225, reforzado 
con la historia fidedigna del establecimiento de la lei, o sea 
con el pensamiento enérjico del lejislador que está vaciado 
en las palabras que el Excmo. Tribunal ha oido, basta para 
dejar establecido en forma inconmovible que la Sala senten-
ciadora ha cometido el mas grave error de derecho. I, no 
modifica la conclusión a que arribo la circunstancia de que 
el artículo 225 fije o no solamente la competencia en mate-
ria de jurisdicción voluntaria, pues, aunque así fuera, el 
error de derecho no habría desaparecido, porque como V. E. 
lo sabe, está establecido que no se discutía el dominio de 
las 56 pertenencias; ese dominio pasó de manos de mis pa-
trocinados o las del señor Perfetti, pasó ese dominio por vo-
luntad de mis patrocinados. En consecuencia, esa enajena-
ción no fué forzada sino voluntaria i, por consiguiente, el 
ju'ez del lugar donde estaban los inmuebles era el único 
competente para autorizar aquella enajenación voluntaria-
mente pedida i consentida. 

La Sala sentenciadora, creyendo salvar este error de de-
recho, ha cometido otro asilándose en el artículo 195 que 
establece como juez competente para conocer de todas las 
incidencias de un pleito el que ha sido competente para co-
nocer en el pleito mismo. Sostiene que esta transacción ha 
sido una incidencia de un pleito, i que siendo así, el juez de 
Valparaíso que conocía en ese pleito, ha tenido competen-
cia; porque el artículo 225 rije en orden a cuestiones de ju-
risdicción voluntaria i no en orden a cuestiones de jurisdic-
ción contenciosa. 

Ante todo, Excmo. señor, repito que tal como se han plan-
teado los hechos, la enajenación de las cincuenta i seis per-
tenencias, por lo que respecta a los señores Verdugo i don 
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i en la forma en que se ha producido esta situación, ha sido 
un acto de jurisdicción voluntaria; porque la enajenación se 
ha hecho por acto de su libre i espontánea voluntad, puesto 
que no se habia discutido sobre el dominio i, en consecuen-
cia, la enajenación constituía un acto de jurisdicción volun-
taria, ya que recaía sobre derechos que no estaban en litijio. 
Sabido es que los actos de jurisdicción voluntaria, se refie-
ren a derechos que no están en tela de juicio. 

Como en este caso el dominio no estaba en litijio, quiere 
decir que la enajenación de las cincuenta i seis pertenencias 
constituía un acto de jurisdicción voluntaria lisa i llanamen-
te, porque las partes entraban a él inducidas por actos de 
su libre voluntad sin que haya habido juicio sobre el parti-
cular. 

Pero, se dice, el artículo 195 es el que ha dado la compe-
tencia al juez de Valparaiso, porque el juez competente en 
una materia lo es para conocer en todas las incidencias que 
de ella se orijinen. 

El artículo 85 del Código de Procedimiento Civil define 
lo que es incidente i esta disposición de la lei nos dá la clave 
para resolver el asunto en debate. 

Dice el artículo 85 que es incidente «Toda cuestión acce-
soria de un juicio que requiera pronunciamiento especial 
con audiencia de las partes»*. . 

Por esta definición de la lei puede ver el Excmo. Tribunal 
que para que haya incidente se necesita: 1.° Que haya juicio; 
2.° Que haya una cuestión accesoria dentro del pleito; i 3.° 
Que esta cuestión requiera pronunciamiento especial. 

El Excmo. Tribunal puede ver que la cuestión en debate 
relativa a la enajenación del inmueble no reúne los requisi-
tos de un incidente; porque no ha habido juicio sobre el do-
minio ni ha habido una cuestión que pueda considerarse 
accesoria porque ha habido aquí una cuestión principal, cual 
es la ena jenación, i sabe el Excmo. Tribunal que la transac-
ción tiene, en realidad, el carácter de sentencia pasada en 
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autoridad de cosa juzgada; de modo que, lejos de ser inci-
dente, es la cuestión principal. 

¿Cómo puede decirse, entonces, que la cuestión relativa 
al dominio era accidental, si el dominio no habia sido mate-
ria de litijio"? 

No habiéndole dado competencia las partes al juez para 
pronunciarse sobre el dominio, el juez era incompetente pa-
ra fallar sobre ese punto i no ha podido, en consecuencia, 
considerarse el dominio como cuestión accesoria del juicio. 

Creo que discutir mas este punto es confundirlo i por eso 
cuando el abogado de la parte contraria planteó este pro-
blema, no me imajiné que la Corte de Valparaiso pudiera 
darle acojida, pues creí que esta argumentación la hacia el 
abogado contrario por decir algo i no silenciar un punto de 
la defensa. 

Hai una razón fundamental que hace inaceptable la doc-
trina de la Corte de Valparaiso i es que el pensamiento del 
lejislador ha sido el de evitar que se eche por tierra el sis-
tema jurídico en orden a protejer la propiedad de los inca-
paces, porque si se diera al artículo 225 el alcance que le da 
la Corte de Valparaíso, los guardadores de los incapaces no 
tendrían mas que buscar un juez complaciente ante el cual 
simular un pleito para llegar a una transacción i de ese 
modo, sirviéndose de este vehículo, enajenar los bienes de 
los incapaces, cuya guarda les hubiera sido confiada. 

Como ya he dicho, el pensamiento del lejislador está en 
contra de esta doatrina, i aceptándola se anula el propósito 
del lejislador que es mui claro. 

La Corte de Valparaíso ha incurrido en una infracción de 
los artículos 225 i 195 por haberles dado una interpretación 
errada i es escusado que diga que esto ha influido en la 
parte dispositiva del fallo. Si hubiera interpretado bien esos 
artículos, habria llegado a la conclusión de que el contrato 
de 8 de Agosto de 1896 era nulo, ya se le considerara como 
compra-venta o como transacción. 

Creo haber demostrado que la Sala sentenciadora ha in-
currido en errores de derecho que imponen la casación. 
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Esos errores son tres: 
Primero: ha infrinjido el artículo 2446, porque ha califi-

cado mal el contrato de 8 de Agosto de 1896, i el 2447 por-
que ha declarado que podían transijir los que no tenían fa-
cultad de disponer del objeto comprendido en la transac-
ción. 

Ha infrinjido también el artículo 225 de la Lei de Orga-
nización i Atribuciones de los Tribunales, porque ha acep-
tado como válida la intervención de un juez diverso del en 
que está ubicado el inmueble, porque las 56 salitreras del 
señor Cardemil i los señores Verdugo están ubicadas en 
Tarapacá i, para enajenarlas, solo podia intervenir el juez 
de aquella localidad. 

Ha infrinjido el artículo 195 de 1a, lei de Tribunales por-
que no se podia considerar como incidencia del pleito lo que 
no estaba en litijio, puesto que no habia cuestión sobre el 
dominio. 

VII 

D E B E CONFIRMARSE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

Tomando como un hecho cierto que V. E. habría de decla-
rar la nulidad de la sentencia espedida por la Corte de Ape-
laciones de Valparaiso, pido al Excmo. Tribunal que confir-
me la sentencia de primera instancia i que me escuse las 
observaciones que voi a hacer para manifestar la justicia de 
mi petición. 

Dice la sentencia de primera instancia en su parte dispo-
sitiva  

«l.° Se declara que es nulo el contrato que consta de la 
escritura pública de 8 de Agosto de 1896, estendida ante 
el notario de Valparaiso señor Vega i cuya compulsa corre 
a f. 1; 

2.° Que don Pedro Perffeti debe entregar a los deman-
dantes las cincuenta i seis estacas salitrales que fueron ma-
teria de esa escritura; 

3.° Que el señor Perffeti pagará a los demandantes la 
cantidad de un peso ochenta centavos por cada quintal es-
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pañol de salitre que haya estraido desde la fecha en que le 
fueron entregadas, o sea, desde el 23 de Junio de 1894 has-
ta la fecha en que las devuelva a los demandantes; 

4'.° Que la determinación de la cantidad de salitre estrai-
da en esos terrenos durante ese tiempo se Ajará por el juz-
gado oyendo a un perito que se nombrará en la forma ordi-
naria una vez ejecutoriada esta resolución; i 

5.° Que para efectuar esa determinación el perito fijará 
la cantidad de salitre que en esos terrenos existía en 23 de 
Junio de 1894 i la cantidad que ahora quede en esas estacas 
según la cubicación que resulte de los trabajos i reconoci-
mientos que practique». 

Esta es la sentencia cuya confirmación pido con una sola 
modificación que mas adelante espondré i en la cual ámbas 
partes estamos de acuerdo i Vuecencia puede tomar en 
cuenta mi petición desde el momento en que pasa a ser sala 
revisora una vez casada la sentencia recurrida. 

La primera cuestión que hai que contemplar para deter-
minar si se confirma o no la sentencia de primera instan-
cia, es la relativa a la naturaleza de la nulidad del contrato 
de 8 de Agosto de 1896. 

No me detendré mucho en este punto, primeramente por-
que de los antecedentes presentados i de las alegaciones 
hechas se desprende que la nulidad debe ser absoluta, i en 
seguida porque con la disertación que hice en la audiencia 
pasada fundado en el estudio desapasionado de la lei i en 
la autoridad de los espositores franceses, creo haber lleva 
do al ánimo del Tribunal el convencimiento de que el ar 
tículo 2447 es una regla prohibitiva i no de capacidad. 

No aduciré nuevamente las razones que di a este respec-
to i que el Tribunal seguramente recordará. 

Dando pues a esta altura del debate por comprobado que 
el artículo 2447 es una disposición prohibitiva, tengo que 
llegar a la conclusión de que el contrato celebrado con omi-
sion de los requisitos exijidos por esa disposición es nulo, 
de nulidad absoluta, conforme al artículo 10 del Código Ci-
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vil que dice que los actos prohibidos por la lei son absolu-
tamente nulos. 

Pero suponiendo que a este respecto no tengo yo razón 
i que el artículo 2447 no sea una regla prohibitiva, llego 
siempre a otra faz del problema que me conduce a la nulidad 
i es lo que se desprende del estudio del artículo 225 -de la 
lei de Tribunales. 

Esta es una disposición de orden público, i yo pregunto 
¿qué clase de nulidad lleva el acto cometido en contraven-
ción a una disposición de orden público? 

VIII 

N U L I D A D ABSOLUTA 

La autorización que conforme a la lei debió dar el juez 
de Iquique, que es el lugar donde se encuentran los inmue-
bles que se enajenaban, la dió el juez de Valparaíso que era 
incompetente. 

En resúmen, señor, si la nulidad no fuera absoluta por la 
primera causa a que me acabo de referir, lo seria forzosa-
mente por la segunda. 

De manera que el juez de primera instancia tuvo razón 
al calificar nulo, de nulidad absoluta el contrato de 8 de 
Agosto de 1896. 

¿Qué importancia tiene determinar la naturaleza de la 
nulidad del contrato de 8 de Agosto de 1896? 

Lo va a ver el Excmo. Tribunal. 
En el voto del señor Pineda se califica de relativa la nu-

lidad i se dice que respecto de uno de los herederos ha pres-
crito el derecho de entablar acción recisoria, por cuanto ha-
bia llegado a la mayor edad mas de cuatro años ántes que 
se entablara este litijio. 

De manera que la determinación de la clase de nulidad 
que afecta al contrato, tiene para mi parte la importancia 
de saber si se da o no lugar a la demanda en cuanto a don 
Joaquín Verdugo, uno de mis patrocinados. 

En mi concepto, el juez de primera instancia tuvo razón 
para declarar nulo en absoluto un contrato que venia a vio-
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lar una disposición prohibitiva i otra de órdén público como 
es la del articulo 225 de la lei de Tribunales. 

Siendo esta nulidad absoluta surje otra cuestión. 
En este caso dice la parte contraria 110 ha podido alegar 

se ni por don Alfredo Cardemil ni por los señores Verdugo 
pero, en ese credo, la nulidad ha debido ser declarada de 
oficio por aparecer de manifiesto en un acto o contrato. 

Que la nulidad aparece de manifiesto, se desprende de los 
antecedentes que motivaron la transacción. 

E11 la propia escritura de 8 de Agosto se deja constancia 
que don Alfredo Cardemil Verdugo es hijo de familia bajo 
patria potestad, que don Joaquin i don Florencio Verdugo 
son menores habilitados de edad, que los bienes raices están 
situados en Tarapacá i que procedió autorización del juez 
de Valparaiso. 

Se deja constancia de todos los antecedentes que impor-
tan la nulidad del contrato, se deja constancia que el fué 
celebrado por personas incapaces, en contravención a dis 
posiciones prohibitivas de la lei i en contravención a dispo-
siciones de orden público. 

En el acto o contrato, por consiguiente, aparecen de ma-
nifiesto sus vicios i debe, por lo tanto, declararse de oficio su 
nulidad. 

Hai todavía otro antecedente: que el defensor de menores 
de Valparaíso ha pedido la nulidad del contrato en resguar-
do de los intereses de los incapaces. 

I si es cierto que esta nulidad debe pedirla el ministerio 
público, es cierto también que como el Código Civil es mu-
cho mas antiguo que la lei de Tribunales, comprende en 
esta espresion a todas aquellas personas que por la lei tienen 
la tuición de los incapaces. 

Dentro de este alcance que lójicamente puede dárst le a 
la lei, el defensor de menores de Valparaiso, ha podido pedir 
la nulidad del contrato. 

El juez ha hecho bien en declararla, porque aparecia de 
manifiesto en el propio contrato i porque lo pidió el Defen-
sor de Menores. 



— 324 _ 

Hai consideraciones de orden público que aconsejan no 
pasar tan de lijero sobre la disposición del artículo 225 de 
la lei de Tribunales. 

Quiero eliminar todavía, sólo como dato ilustrativo, otra 
cuestión del debate que se discutió mucho en segunda ins 
tancia i que en realidad ahora no tiene importancia, porque 
importa un hecho que ha sido eliminado del pleito por la 
Sala sentenciadora i V. E. no puede tomar ya en cuenta 
nada mas que los hechos aceptados i reconocidos por la 
Corte de Valparaiso. 

Sostuvo la parte contraria que habia habido ratificación 
i que habiendo ratificación debia rechazarse la demanda 
porque la nulidad es sólo relativa. 

Claro que, si la nulidad fuera relativa i, si esta parte no 
hubiere sido eliminado dei debate por la Sala sentenciadora 
habría sido necesario examinar si hubo o no ratificación i, 
si ese exámen fuera procedente en el estado actual del plei-
to, habría forzosamente que llegar, como llegó el señor Pi-
neda, a concluir que no hubo ratificación. 

Repito, esta es una cuestión de hecho i este hecho no ha 
sido aceptado por la Sala sentenciadora i, como lo dice el 
señor Pineda, no podría en ningún caso haberse aceptado 
tal cosa como voi a probarlo rápidamente. 

El artículo 1693 dice: 
«La ratificación necesaria para sanear la nulidad cuando 

el vicio del contrato es susceptible de este remedio, puede 
ser espresa o tácita.» 

El 1694 dice: 
«Para que la ratificación espresa sea válida, deberá ha-

cerse con las solemnidades a que por la lei está sujeto el 
acto o contrato que se ratifica.» 

El 1695 dice: . 
«La ratificación tác i ta 'es la ejecución t voluntaria d é l a 

obligación contratada.» 
El 1696 dice: 
«Ni la ratificación espresa ni la tácita serán válidas, si 
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no emanan de la parte o partes que tienen derecho de ale-
gar la nulidad.» 

El 1967 dice: 
«No vale la ratificación espresa o tácita del que no es ca-

paz de contratar.» 
Todos los autores están de acuerdo en que la ratificación 

importa lo mismo que la ejecución del acto, purgándolo de 
los vicios orijinarios de su nacimiento; están de acuerdo en 
que ratificar equivale a hacer nacer de nuevo a la vida ju-
rídica un acto vicioso en su oríjen i en que, por consiguien-
te, es preciso que la persona que ratifica un acto, haya teni-
do facultad para ejecutar el acto mismo. 

Esto es elemental. 
Mercadé, tratando esta materia, en sus esplicaciones de 

Código Civil, tomo 5.°, pájina 101, dice: «Confirmar o rati-
ficar una obligación, es borrar los vicios que la empañaban, 
renunciando a invocar las causas de nulidad que se podían 
hacer valer contra ella. La confirmación o ratificacioy no es, 
por consiguiente, posible, sino para las obligaciones rescin-
dibles o anulables i no para aquellas que son propiamente 
nulas, inexistentes,» 

Bigot de Preameneu, cuando se discutió en el Senado 
francés el Código de Napoleon, dijo: 

«Se llama confirmación o ratificíicion el acto jurídico por 
el cual una persona hace desaparecer los vicios que empa-
ñan una obligación consentida por él mismo i cuya nulidad 
o rescisión pudiera haber reclamado.» 

Laurent en su Derecho Civil, tomo 4.°, páj. 93, número 
159, dice: 

«Confirmar o ratificar una obligación, es renunciar al 
derecho que se tiene para pedir la nulidad en razón del 
vicio de que está afectada, la ratificación o confirmación 
tiene por objeto i por efecto borrar ese vicio de suerte que 
la obligación se considere como que jamas hubiera sido 
viciosa.» 

Tratando esta misma materia Laurent, dice en la pájina 
96, número 164: 
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«Para que la confirmación sea válida es preciso primero 
que el que confirma o ratifica tenga la capacidad necesaria 
para ejecutar el acto o contrato que confirma o ratifica. 

Confirmar es renunciar a un derecho, al derecho que se 
tenia de pedir la nulidad del acto vicioso. De aquí se de-
duce también que el que confirma debe ser capaz de dispo-
ner. El menor emancipado que puede obligarse dentro de 
ciertos límites no puede disponer i, por consiguiente, es 
incapaz de confirmar, lo cual puede hacer solo cuando lie 
gue a la mayor edad.» 

Concordante con esta doctrina jurídica, clara como la luz 
del dia, está el artículo 1697 en cuanto dice que no vale la 
ratificación espresa o tácita sino es hecha por persona capaz 
de contratar. Ahora bien, la parte contraria arguye que 
mis patrocinados ratificaron el contrato de transacción cele-
brado el 8 de Agosto de 1896 i, para confirmar su asevera-
ción, dice que el 22 de Noviembre de 1899 se celeb.ró un 
comparendo con el objeto de hacer la partición de los bienes 
de don Pedro Joaquín Verdugo i en dicho comparendo los 
señores Alfredo Cardemil i Joaquín i Florencio Verdugo 
tomaron las 36,000 libras entregadas por el señor Perfetti 
i se las repartieron, con lo cual ratificaron el contrato de 
t ransad on. 

Este hecho de la ratificación, agrégala defensa contraria, 
se verificó en el momento en que mis defendidos se dividie-
ron las 36,000 libras, porque con ese acto manifestaron su 
ánimo de ratificar el contrato de 1896, cuyo era el orí jen 
de ese dinero. 

Ante todo, V. E. recuerda que el 8 de Agosto de 1896 se 
firmaron dos escrituras por las partes: una sobre la tran-
sacción i otra en que previniendo la nulidad de la tran-
sacción, se estipuló que, caso de anularse el contrato de 
transacción, el señor Perfetti conservaría, a titulo de arrien-
do, las 56 estacas salitreras; i esto desde el dia en que se 
declarara nula, rescindida o resuelta la primera escritura. 
De modo que mis patrocinados, si se declaraba nula la 



— 127 _ 

primera escritura de 8 de Agosto de 1896, podían ser due 
ños de la 36,000 libras a título de arrendadores. 

¿A qué título tomaron los señores Cardemil i Verdugo las 
36,000 libras? ¿A título de arrendadores o de vendedores? 

—No hai antecedente alguno para establecer cuál fué su 
voluntad i su pensamiento a este respecto, i esto es indis-
pensable para saber si hubo o nó ratificación de la primera 
escritura. 

No sabiendo cuál fué el pensamiento de mis defendidos 
al repartirse las 36,000 libras, no se puede establecer si 
quisieron ratificar la primera escritura o acojerse a la se 
gunda. 

Como ya he dicho, la ratificación equivale a hacer nacer 
nuevamente a la vida jurídica un contrato que adolece de 
vicios i para ello es necesario el consentimiento de las par-
tes i en el caso de que me ocupo el Excmo. Tribunal no 
podrá establecer si ha habido o nó ratificación porque le es 
imposible descubrir si las partes prestaron para ello su 
consentimiento. 

Hai otras consideraciones que matan toda discusión sobre 
este punto. 

Don Florencio Verdugo nació el 11 de Mayo de i875 i 
sólo el 11 de Mayo de 1900 cumplió 25 años; de modo que 
en Noviembre de 1899 no era mayor de edad i por consi-
guiente no podia ratificar por sí i ante sí un acto para el 
cual no tenia capacidad todavía en aquella fecha. 

Los menores habilitados de edad necesitaban de autoriza-
ción judicial para enajenar i, por lo tanto, enajenación 
o transacción, el contrato de 8 de Agosto de 1896, necesita-
ban, para celebrarlo, autorización judicial ¿i hasta cuándo? 
Hasta el día en que hubieran llegado a la mayor edad. 

El señor Florencio Verdugo en 22 de Diciembre de 1899, 
dia en que se celebró este contrato que se dice importa rati-
ficación, no habia cumplido los 25 años. 

De modo que la causal de inhabilidad subsistía i, por con-
siguiente, no tenia capacidad ni para vender, ni para transi-
jir con la parte contraria, i no teniendo capacidad para ta-
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es actos mucho ménos la tenia para ratificar esta enajena-
ción o transacción sin prévia autorización judicial, i sabido 
es que ésta no se prestó. 

De modo que la ratificación adolece del mismo vicio que 
la enajenación, i aquella no se ha verificado porque el ar-
tículo 1697 del C. C. dice que no vale la ratificación del que 
no es capaz de contratar. 

Por consiguiente, los señores Florencio Verdugo i Alfredo 
Cardemil Verdugo no eran capaces para celebrar el contra-
to en 22 de Diciembre de 1899 ni para ratificarlo en confor-
midad al artículo 1697 ya citado. Don Joaquín Verdugo si 
que era capaz en esa fecha porque habia llegado a la mayor 
edad i, en tat caso, el señor Pineda tendría razón, si la nuli" 
dad fuera relativa, al sostener que esta acción habia pres-
crito respecto del señor Joaquín Verdugo. Quiere decir en-
tonces que el pleito queda reducido a la actuación de los se-
ñores Florencio Verdugo i Alfredo Cardemil Verdugo; pero 
como la nulidad es absoluta, debe ser aceptada respecto de 
todos. 

El otro acto de ratificación que invoca es el siguiente: 
Unos señores González, tios de los señores Verdugo, enta-

blaron una demanda contra la sucesión que patrocino, en la 
cual demanda hacían esta petición: 

1.° Que es nula i de ningún valor la transacción que puso 
término al juicio que los herederos de don Pedro Joaquín 
Verdugo siguieron contra don Pedro Perfetti i a la cual ha 
hecho referencia en la demanda; 

2.° Que las cincuenta i seis estacas salitrales que don Pe-
dro Joaquín Verdugo compró a don Damian Caquez i a don 
Alfonso Ugarte i de las cuales está en posesion Perfetti pol-
la aludida transacción, pertenecen en propiedad i dominio a 
sus mandantes i a don Juan Clark en común, i deben ser de-
vueltas por Perfetti dentro de quinto dia despues de ejecu-
toriada la orden de entrega, con I03 frutos producidos desde 
el dia en que entró en posesion de ellas, aunque en 
parte; 

3.° Que son nulas las escrituras de arrendamiento que 
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doña Dolores González viuda de Verdugo otorgó a Perfetti 
el 3 de Abril de 1886, ante el Notario don Julio César Esca-
la, i la de igual clase que le firmaron don Alfredo Cardemil 
Reyes i don Joaquín i don Florencio Verdugo, ante el Nota-
rio don José María Vega, el 8 de Agosto de 1896; 

4.° Que en subsidio de la nulidad de la primera de esas 
dos escrituras de arrendamiento, se declare que ella no sur-
te efecto por haberse recibido del Fisco una propiedad dis-
tinta de aquella que las partes quisieron i entendieron 
arrendar. 

La parte contraria dice que mis patrocinados ratificaron 
poi que sostuvieron allí la validez de la transacción de 8 de 
Agosto de 1896. 

Presentados así los hechos aparecen revestidos de ciertos 
caractéres de gravedad para mis patrocinados, pero esta de-
parece con una observación mui tijera. 

Ante todo lo que mis patrocinados sostuvieron en este 
pleito fué que el dominio de estas cincuenta i seis estacas 
salitrales habia pertenecido a su señor padre, no a sus tios, 
como estos sostenían; porque estos decian que don Pedro 
Joaquín Verdugo habia comprado estas cincuenta i seis per 
tenencias por cuenta i para los señores González i que habia 
muerto sin hacer esta declaración. 

Por manera que mis patrocinados han sostenido que estas 
pertenencias eran suyas i no de sus señores tios. La Corte 
de Valparaiso falló en definitiva que, realmente, eran de los 
señores Verdugo, pero ¿hubo ratificación de la transac-
ción ? 

No la hubo, por ésta sencilla razón: la demanda fué notr 
ficada e) 11 de Agosto de 1899, la duplica el 30 de Mayo de 
1902 i respondieron a ésta en 16 de Mayo de 1903. 

Pero, ¿qué es lo que pasó? 
Que mis patrocinados fueron notificados de la demanda i 

no concurrieron personalmeute al pleito sino por medio de 
mandatario, i a este mandatario no se le dió facultad para 
transijir. V. E. sabe que según lo dispuesto en el artículo 
2448 del C. C. el mandatario necesita ser facultado espresa-

9 
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mente para transijir, i si necesita de esta facultad espresa 
para transijir i si no se le dá necesita también de la misma 
facultad para ratificar una transacción, por cuando la lei di-
ce que la ratificación debe ir acompañada de los mismos re-
quisitos necesarios para la validez del acto que se ratifica, 
pues el artículo 1687 dice que no es capaz de ratificar el que 
no es capaz de ejecutar el acto principal. Así, pues, el' que 
no tiene personería para ejecutar el acto principal no la tie-
ne tampoco para ratificarlo. 

De modo que está probado en autos, i consta en este folle-
to que impreso tengo a la mano, que el poder que se le dió 
a don Miguel de la Barra, decia: 

«En Santiago de Chile, a veintidós de Julio de mil ocho-
cientos noventa i nueve, ante mí i testigos comparecieron 
don Florencio i don Joaquín Verdugo Gr. por sí i don Alfre-
do Cardemil R., representante legal de su hijo don Alfredo 
Cardemil Verdugo, el primero de este domicilio, el segundo 
domiciliado en Los Andes, i el tercero en Quillota i acciden-
talmente en ésta, todos mayores de edad, a quienes conozco 
i espusieron: Que dan poder al procurador del número de 
Valparaíso don Miguel de la Barra, para que los represente 
en el juicio iniciado por don Pedro González Miranda i otros 
en contra de don Pedro Perfetti sobre reivindicación de sa-
litreras i nulidad de una transacción. Lo facultan para que 
haga toda presentación, reconvenga, ponga posiciones, ape 
le, diga de nulidad i se resista de todos estos recursos, dele 
gue i revoque delegaciones i haga cuanto mas fuere preci 
so. Se dió copia. En comprobante firman con los testigos 
don Heriberto Cifuentes Cruzat i don Juan de Dios Zepeda. 
Doi fé.—Florencio Verdugo.—J. Verdugo.—A. Cardemil.— 
II. Cifuentes Cruzat.—Juan de D. Zepeda.—Ante mí. Flo-
rencio Márquez de la Plata, Notario. 

Vé el Tribunal Excmo. que no se le ha dado facultad pa 
ra transijir; mis patrocinados no han comparecido en juicio 
ni han ejecutado en todo el pleito absolutamente acto al-
guno. 

De modo que de todos los actos que haya podido ejecutar 
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el procurador dentro del pleito no ha podido ninguno im-
portar ratificación, como tampoco transacción. 

En segunda instancia se le dió poder al señor Maira, pero 
tampoco se le dió facultad para transijir. 

Hai todavía otro hecho que manifiesta por sí solo que 
los señores Florencio Verdugo i Alfredo Cardemil Verdugo no 
podian conferir poder para ratificar, i es que eran menores 
de edad a la época en que confirieron poder i, por consi-
guiente, para conferir esta facultad necesitaban de autori-
zación judicial i no la tuvieron, ya que, para ratificar o pa-
ra ̂ conferir poder con ese objeto, necesitaban tener capaci-
dad, la cual no tenían en la fecha que otorgaron el poder. 

Por manera que dentro de los términos espresos de la lei 
i en virtud de los hechos establecidos hai que llegar a la 
conclusión con el señor Pineda, de que no ha habido ratifi-
cación i debe darse lugar a la demanda. 

Otra de las cuestiones que se plantean en este pleito es la 
de la prescripción. 

Es incuestionable que si acaso la nulidad es relativa hai 
que reconocer, conforme lo dispone la lei, que prescribe to-
do derecho a reclamar por el hecho de haber trascurrido cua-
tro años sin ejercitar la acción. 

Don Alfredo Cardemil Verdugo no ha llegado aun ni a los 
18 años; de manera que respecto de él no ha corrido un so-
lo dia del plazo fijado por la lei. 

Respecto de don Joaquín Verdugo hacia mas de cuatro 
años que habia cumplido los 25 años cuando se entabló la 
demanda. 

La demanda se notificó a Perfetti, como ya se ha visto, 
mucho ántes de haber corrido cuatro años desde que don 
Florencio Verdugo cumplió 25 años. 

Las fechas que a este respecto dá el señor Pineda en su 
voto especial son exactas. 

De manera que los cuatro años de plazo de que habla la 
lei no han corrido ni para don Alfredo Cardemil Verdugo ni 
para don Florencio Verdugo; solo han corrido para don Joa-
quín Verdugo. 
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El art. 1691 dice: 
«El plazo para pedir la rescisión durará cuatro años. 
Este cuadrienio se contará, en el caso de violencia, desde 

el dia en que ésta habiere cesado; en el caso de error o do-
lo, desde el dia de la celebración del acto o contrato. 

Cuando la nulidad proviene de una incapacidad legal, se 
contará el cuadrienio desde el dia en que haya cesado esta 
incapacidad. 

A las personas jurídicas que por asimilación a los meno-
res tengan derecho para pedir la declaración de nulidad, se 
les duplicará el cuadrienio i se contará desde la fecha del 
contrato. 

Todo lo cual se entiende en los casos en que leyes especia-
les no hubieren designado otro plazo». 

La disposición es clara. 
¿Cuál es base de la nulidad en este caso? 
La incapacidad de don Alfredo Cardemil Verdugo por ra-

zón de edad i la incapacidad de los señores Verdugo tam-
bién por razón de edad. 

Dentro del artículo 1691 ¿desde cuándo deben empezar a 
contarse los cuatro años? Naturalmente, desde que cese la 
incapacidad, desde que se llegue a la mayor edad, desde que 
se cumplan los 25 años. 

Estoi diciendo cosas verdaderamente elementales al Tri-
bunal Excelentísimo i pido por ello escusas; pero tengo que 
decirlas, por que va a oir en seguida Vuecencia la teoría cu-
riosísima que sobre este particular oyó la Corte de Valparaí-
so i se sostiene en el informe en derecho presentado. 

Se sostuvo con gran acopio de datos i argumentos ante la 
Corte de Valparaíso, que estos cuatro años se empezaban a 
contar desde el momento en que se habia ejecutado el acto. 

Como siempre la parte contraria en donde encuentra en 
la lei alguna disposición que no le conviene, deja de ser abo 
gado para convertirse en lejislador i cambia a su antojo el 
alcance de las disposiciones legales. 

Así, señor, como desde que ejecutó el acto cuya nulidad 
se pide hasta que se notificó la demanda habían trascurrido 
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siete años, o sea mas de los cuatro años establecidos por la 
lei, resulta que habia prescrito todo derecho para establecer 
acción de nulidad por parte de don Alfredo Cardemil Ver 
dugo i los señores Joaquín i Florencio Verdugo. 

¿De dónde se ha sacado esta teoría? ¿Cómo se puede sos 
tener seriamente ante los Tribunales de justicia semejante 
absurdo? 

¿En qué se funda la nulidad? En la capacidad. I la inca-
pacidad ¿en qué está basada? En la razón de edad. 

I yo digo: si incapaces eran entonces los señores Carde-
mil Verdugo i Joaquín i Florencio Verdugo, porque no te. 
nian los veinticinco años ¿cuándo cesa la incapacidad, cuán-
do pueden obrar libremente? 

Cuando cumplen los veinticinco años. I en ese momento 
únicamente se comienzan a contar los cuatro años de plazo 
de que habla la lei. 

Parece increíble que cuando la lei es tan clara, se moleste 
la atención del Tribunal con alegaciones inaceptables, que 
no tienen otro objeto que hacer perder el tiempo. 

Pero en fin, en todo caso, si la nulidad es relativa se noti-
ficó la demanda, como ha visto el Tribunal, ántes que pasa-
ran los cuatro años de que habla la lei en lo que se refiere 
a don Alfredo Cardemil Verdugo i a don Florencio Verdu-
go; por consiguiente, para ninguna de estas dos personas ha 
prescrito la acción recisoria. 

Dicho esto, paso a otra cuestión, a la relativa al cumpli-
miento de la sentencia del juez de primera instancia que 
dijo que debia entregarse a los demandantes las 56 perte-
nencias que se reclamaban. 

La parte contraria a poco mas entabla acusación contra 
el juez por haber dado lugar a la devolución de las 56 per-
tenencias. 

Dijo que esta resolución importaba una enormidad i no sé 
si pidió o casi pidió medidas disciplinarias en contra del juez 
Sentenciador. 

Sin embargo, no procedía hacer otra cosa que lo que hizo 
aquel juez. 



- 134 -

La demanda se entabló en esta forma i pide nulidad dé la 
escritura de 8 de Agosto de 1896 i pide que se entreguen las 
56 pertenencias que retiene en su poder don Pedro Perfetti-

La parte contraria en su defensa no dijo una sola palabra 
sobre el particular; se limitó lisa i llanamente a pedir que 
rechazara la demanda. 

¿Qué debia hacer el juez? 
El artículo 167 del Código de Procedimiento Civil dice: 

«Las sentencias se pronunciarán conforme al mérito del 
proceso, i no podrán estenderse a puntos que no hayan sido 
espresamente sometidos a juicio por las partes, salvo en 
cuanto las leyes manden o permitan a los tribunales proce 
der de oficio.» 

Desde que la parte contraria solo pidió que se rechazara 
la demanda i no formuló ninguna petición en orden a la si-
tuación que se debia fijar a las partes caso de dar lugar a 
la demanda, el juez no podia sino fallar la causa tal como se 
habia planteado. Ese era su deber estricto i claro. 

Desde que se le habia pedido al juez que rechazara la de 
manda sin hacerle peticiones de otro orden, este funcionario 
falló únicamente respecto de lo que se le pedia que se pro-
nunciara. 

Es verdad que existe el artículo 1687 que dice: «La nulidad 
pronunciada en sentencia que tiene la fuerza de cosa juzgada, 
dá a las partes derecho para ser restituidas al mismo estado 
en que se hallarían si no hubiese existido el acto o contrato 
nulo; sin perjuicio de lo prevenido sobre el objeto o causa 
ilícita. 

«En las restituciones mutuas que hayan de hacerse los con-
tratantes en virtud de este pronunciamiento, será cada cual 
responsable de la pérdida de las especies o de su deterioro, 
de los intereses i frutos, i del abono de las mejoras necesa-
rias, útiles o voluptuarias, tomándose en consideración los 
casos fortuitos i las posesiones de buena o mala fé de las 
partes; todo ello según las reglas jenerales i sin perjuicio de 
lo dispuesto en el siguiente artículo.» 

Este es un derecho que se le dá a las partes i nadie ig-
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ñora que la justicia civil es pasiva i, por lo tanto, no puede 
llenar las deficiencias de las partes. Si este artículo le con-
feria este derecho ¿por qué no hizo uso de él la parte contra-
ria? ¿Podía saber el Juez si le convenia o nó hacer uso de 
tal derecho? Nó, i, en todo caso, por la razón recien es-
puesta, no está llamado el juez a llenar las deficiencias de 
las partes. Quéjese la parte contraria de lo que quiera, pero 
nó del fallo del juez. 

¿Porqué perdió este pleito la parte contraria? Porque pro 
cedió bajo la influencia de un prejuicio, creyendo que los 
Tribunales, por no innovar, iban a seguir permitiendo que 
se cometieran errores jurídicos dia a dia i, en tal creencia, 
defendió su causa por debajo de la pierna, como vulgar-
mente se dice. 

En vista de lo espuesto, voi a pedir al Excmo. Tribunal 
que confirme la sentencia de primera; pero permítaseme 
hacer ántes algunas observaciones. 

La parte contraria, en su informe en derecho, dice: hai 
una segunda escritura de 8 de Agosto de 1896 para el caso 
de que se declare rescindido el contrato de transacción. 

En la pájina 168 de su informe en derecho, la contraria 
dice: 

«Ija parte de don Pedro Perfetti considera que debe darse 
cumplimiento al contrato que se celebró para el caso en 
que dejase de surtir sus efectos la transacion; i así deberá el 
tribunal de alzada considerarlo también i declararlo, en el 
imposible supuesto de darse lugar a la acción de nulidad de 
los herederos Verdugo.» 

De modo que a la Corte de Valparaiso se le envió esta 
petición i se le dijo: dado caso que se declare nula la pri-
mera escritura de 8 de Agosto de 1896, pido que se declare 
válida la segunda i se dejen en poder del señor Perfetti las 
56 estacas salitreras a título de arrendamiento. 

Yo acepto esta petición, acepto que se declare válida la 
segunda escritura; pero toda íntegra i no en la forma que 
lo solicita la parte contraria, que en su informe en derecho 
se pasó por alto la cláusula 4.a de esta escritura. 
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Voi a leer al Excmo. Tribunal las cláusulas 1.a, 2.a, 3.a. 
4.a i 5.a, que dicen: 

«Primera.—Con esta fecha i ante el mismo notario que 
autoriza la presente escritura se ha firmado entre las mis-
mas partes, un contrato de transacción por el cual se. pone 
término difinitivo al juicio promovido por las sucesiones de 
de don Pedro Joaquin Verdugo i de doña Dolores González 
de Verdugo contra don Pedro Perfetti sin sobre entrega de 
cincuenta i seis estacas de terrenos salitreros, ubicados en 
el departamento de Iquique, terrenos que se determinan i 
especifican en el referido juicio. En la espresada transacción 
se estipula principalmente que las sucesiones demandantes 
renuncian a los derechos de todo jénero que tengan o pue 
dan tener sobre aquellos terrenos salitreros i los ceden i 
transfieren al señor Perfetti; de modo que tenga en adelante 
el dominio pleno e indisputado de las susodichas salitreras, 
pagando la suma de treinta i seis mil libras esterlinas. La 
transacción ha sido con las formalidades i requisitos legales, 
aprobada por la justicia ordinaria*». 

«Segunda.—Para el caso en que dicha transacción llegase 
en cualquier tiempo a ser anulada, resuelta o rescindida en 
todo o en parte, ya sea en cuanto estipula el término del 
litijio o la renuncia de lodas las acciones i derechos de las 
sucesiones del señor Verdugo i de su esposa sobre las sali-
treras mencionadas, i la cesión o traspaso de las mismas al 
señor Perfetti; queda desde luego estipulado que las referi-
das salitreras quedarán en arrendamiento en poder del se-
ñor Perfetti.» 

«Tercera.—El contrato de arrendamiento durará, en los 
casos espresados, por el término de veinte años, respecto a 
las porciones que correspondan en las salitreras a los me-
nores habilitados de edad don Joaquin i don Florencio Ver-
dugo. Respecto de la porcion que en las mismas corres-
ponda al impúber don Alfredo Cardemil i Verdugo, el arren-
damiento durará ocho años, >ero el señor Cardemil se obliga 
a prolongarlo una vez espirados los ocho años por todo el 
tiempo que falte a su hijo para salir d é l a menor edad.» 
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«Cuarta.—El término del separar bien arrendamiento em-
pezará a correr desde que la transacción indicada en la cláu-
sula primera, fuese declarada nula, rescindida o resuelta.» 

«Quinta.—El canon de arrendamiento por todo el tiempo 
del arriendo, será la suma de treinta i seis mil libras ester-
linas que se pagarán por el arrendatario a los arrendadores, 
reteniendo estos en su poder la suma cubierta por el señor 
Perfetti como precio de la transacción ya mencionada.» 

De modo que el señor Perfetti, al pedir que se cumpliera 
la segunda escritura, hizo una petición mui clara, yo la 
acepto con la condicion de que V. E. confirme la sentencia 
de primera instancia, con la declaración de que queden en 
poder del señor Perfetti las 56 pertenencias salitreras; pe-
ro con espresa declaración, que, como lo dice la escritura,-
empiece a contarse el arrendamiento desde que cause eje-
cutoria la sentencia que declare nula o rescindida la prime-
ra escritura de 8 de Agosto de 1896. 

El contrato es lei para las paites i, por consiguiente, el 
término i plazo, las condiciones i modalidades de los contra-
tos son lei también para las partes, en consecuencia, el 
contrato principia a producir efectos desde la fecha fijada 
i, en este caso, tratándose del contrato de arrendamiento el 
cánon fijado es por un arrendamiento que empieza en la 
fecha ya dicha. 

Yo acepto que las cincuenta i seis pertenencias queden 
en poder de Perfetti i que se considere que se le entregan a 
titulo de arrendamiento, poniéndome de acuerdo con la par-
te contraria a fin de respetarle la segunda escritura de 8 de 
Agosto de 1896. 

Pero, ¿cuándo se le empezará a contar a Perfetti su 
arrendamiento? Ya lo he dicho, desde que cause ejecutoria 
la sentencia que declare nula la primera escritura llamada 
de transacción de 8 de Agosto de 1896. 

Pero miéntras tanto, Perfetti ha estado sacando salitre 
de las cincuenta i seis pertenencias con la misma máquina 
que tenia la oficina Tres Maria desde el año 94 i desde esa fe-
cha hasta hoi ha estraido mucho caliche. 
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¿A qué título el señor Perfetti se ha estado echando al 
bolsillo el dinero que representa esa cantidad de quintales, 
que es patrimonio de mis representados? 

Hai un principio jeneral de derecho que dice que anadie le 
es lícito enriquecerse a costa ajena sin causa i, sin embargo, 
Perfetti ha estado apropiándose hace muchos años de esta 
propiedad esclusiva de mis patrocinados. I fíjese el Excmo. 
Tribunal, que el que saca caliche de una salitrera no es el 
fruto el que estrae, sino que es la sustancia, la propiedad 
misma lo que se está llevando. Es lo mismo que si una per-
sona me llevara el reloj de mi bolsillo i no volviera mas a 
mi poder. 

El que saca caliche de una salitrera se está llevando el 
salitre, lo sustancia que constituye la propiedad misma i no 
es el fruto lo que se lleva como lo hace el agricultor que 
recoje el trigo de un fundo, como el que cosecha las frutas de 
una arboleda, porqu-e al año siguiente con arrojar la mies 
sobre el campo vuelve a cosechar nuevos frutos i la arbole-
da vuelve a producir sin se nuevamente. 

El señor Perfetti se ha estado llevando la propiedad, la 
materia que la constituye i ha estado infrinjiendo, dejamos 
a un lado la presunción relativa a la buena o mala fé, el 
principio jeneral de derecho de que nadie puede enrique-
cerse a costa ajena. 

I bien, ¿con qué título se ha estado llevando los bienes de 
mis patrocinados el señor Perfetti? ¿Con la escritura prime-
ra de 8 de Agosto do 1896? 

Pero si esa escritura, jurídicamente hablando, es nula 
desde el primer momento, no ha existido i, en consecuencia, 
no le dá derecho ninguno para estar detentando lo que no 
le pertenece, i no lo autoriza para ello un título viciado de 
nulidad. 

¿Se ha llevado el caliche, entonces, con la segunda escri-
tura de 8 de Agosto de 1896, llamada malamente de arren-
damiento? 

Tampoco; porque esta escritura dice que el arriendo em-
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pezará a contarse desde una fecha determinada que no ha 
llegado aun. 

De modo que no hago injuria al señor Perfetti cuando 
digo que se ha estado echando al bolsillo cosas que no son 
suyas, i por esto pido al Excmo. Tribunal que me mande 
devolver esta propiedad, porque se la ha tomado sin título 
alguno i, en consecuencia, que me devuelva las utilidades 
que estas salitreras le han producido durante todo el tiempo 
que ha estado estrayendo su salitre sin ningún título, ya 
que 110 es tal una escritura viciosa, nula. 

El Excmo. Tribunal sabe que en la venta del salitre siem-
pre queda márjen de utilidad. Así, por ejemplo, si se pagan 
7 s. 5 d, por cada quintal el salitrero que recibe estos 7 s. 5d 
recibe la devolución del capital, el costo de producción del 
salitre, la amortización del capital invertido, los intereses 
del mismo, la remuneración del trabajo que ha ejecutado i, 
todavía, le queda un pequeño márjen de utilidad. 

Por eso yo digo: que el señor Perfetti se lleve su capital 
invertido, la amortización correspondiente, los intereses del 
mismo i aun una pequeña remuneración por el trabajo efec-
tuado, pero que me dé lo que es de mis patrocinados i 
¿cuál es lo de mis patrocinados? La utilidad que el señor 
Perfetti se ha echado al bolsillo con la venta del salitre ma-
lamente estraido, sin título ni derecho. 

A esta conclusión hai que llegar, Excmo. Tribunal, con la 
sola aplicación del principio jeneral de derecho, tantas ve-
ces ya cita-do, de que a nadie le es lícito enriquecerse a cos-
ta ajena. 

Antes de abandonar este punto conviene hacer una obser-
vación relacionada con el sistema de defensa de la parte 
contraria, que cuando formula una petición i la ve aceptada 
por mi parte en el sentido de que se declare válida la escri-
tura de arrendamiento, pero contando el plazo desde cuando 
dice la escritura i no desde cuando se le ocurre a mi distin-
guido contradictor, entonces reclama i dice: los informes en 
derecho no son para hacer peticiones, sino para esponer los 
hechos i para Ajar la situación jurídica de las partes. 
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Yo creo que hace mal mi distinguido contradictor en for-
mular peticiones que despues él mismo pretende desvir 
tuar. 

Se ha formulado, Excmo. Señor, una petición concreta en 
un<» pieza del proceso agregada a los autos, revisada por el 
relator de la causa. Esta pieza, entonces, este informe en 
derecho, forma parte del escrito de espresion de agravios i 
yo estimo que el Tribunal Excelentísimo puede tomarlo en 
cuenta en lo referente a dar o nó lugar a las peticiones que 
en él se formulan, por cuanto, como lo dejo dicho, esta pe-
tición i su aceptación están autorizadas i firmadas por los 
respectivos procuradores de las partes. Como lo he dicho, la 
petición formal de la contraria, en que me ocupo, corre en 
la pájina 108 de su informe firmado por su procurador i, la 
aceptación, por mi parte, firmada también por el procura-
dor, corre en la pájina 56 de mi informe en derecho. 

No se pueden hacer peticiones por el mero lujo de formu-
larlas, i no pueden retirarse cuando esas peticiones han sido 
aceptadas por la parte contraria. 

Estos procedimientos de la parte contraria darán a Vue-
cencia una idea de la comodidad que ha gastado la parte 
contraria en su defensa. 

Pero yo creo que estamos en presencia de una petición 
concreta hecha en una pieza del proceso que Vuecencia pue-
de considerar como Tribunal Revisor en que se convierte 
una vez casada la sentencia. 

Yo pido al Tribunal Excelentísimo que falle confirmando 
la sentencia de primera instancia i aceptando esta declara-
ción formulada válidamente i de acuerdo por ámbas partes, 
abonando sí a mi parte las utilidades detentadas por Perfet-
ti en la forma que voi a espresar. 

Nos encontramos ante disposiciones espresas que obligan 
a Perfetti a devolver esas utilidades que ha percibido con el 
salitre estraido de las 56 pertenencias. 

Esa disposición es la del artículo 907 del Código Civil que 
dice: 

«El poseedor de mala fé es obligado a restituir los frutos 
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naturales i civiles de la cosa, i no solamente los percibidos, 
sino los que el dueño hubiera podido percibir con mediana 
intelijencia i actividad, teniendo la cosa en su poder. 

Si no existen los frutos, deberá el valor que tenian o hu-
bieran tenido al tiempo de la percepción: se considerarán 
como no existentes los que se hayan deteriorado en su po-
der. 

El poseedor de buena fé no es obligado a la restitución 
de los frutos percibidos ántes de la contestación de la de-
manda: en cuanto a los percibidos despues, estará sujeto a 
las reglas de los dos incisos anteriores. 

En toda restitución de frutos se abonarán al que la hace 
los gastos ordinarios que ha invertido en producirlos». 

Sigo insistiendo en que Perfetti debe devolver esas utili-
dades porque ha tomado lo que es mió, de mis patrocinados, 
i en virtud del principio que dice que a nadie le es lícito 
enriquecerse a costa ajena, i porque debe considerar a Per-
fetti, desde el año 94, como poseedor ue mala fé por razones 
que no admiten discusión. 

Dice el artículo 706. 
«La buena fé es la conciencia de haberse adquirido el do-

minio de la cosa por medios lejítimos, exentos de fraude i de 
todo otro vicio. 

Así en los títulos traslaticios de dominio la buena fé supo-
ne la persuacion de haberse recibido la cosa de quien tenia 
la facultad de enajenarla, i de no haber habido fraude ni otro 
vicio en el acto o contrato. 

Un justo error en materia de hecho no se opone a la bue-
na fé. 

Pero el error en materia de derecho constituye una pre-
sunción de mala fé, que no admite prueba en contrario». 

Aquí se trata de un título traslaticio de dominio; de un 
acuerdo de las partes establecida en una escritura pública. 

De manera que para que Perfetti pudiera invocar la escri-
tura primera de 8 de Agosto de 1896 como título de posee-
dor de buena fé, tendría que probar que habia adquirido la 
cosa de quien tenia facultad para vender. 




